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PRESENTACIÓN

La ineptitud de la demanda es uno de los temas más complicados de nuestro Derecho Procesal Civil, lo cual en gran medida se debe a la falta de regulación sobre la figura, circunstancia que provoca la colocación a su alrededor de una serie de situaciones que en realidad carecen de relación con ella.

Actualmente no se tiene una idea conforme sobre la ineptitud de la demanda, su verdadera naturaleza, casos en que pueda existir, forma y momento de denunciarla y resolverla, existiendo, en consecuencia, incertidumbre y falta de uniformidad en su trato, todo lo cual puede ser apreciado en la jurisprudencia de los Tribunales y en las consideraciones particulares de los juristas.

Siendo aquella la realidad existente, es indudable que se torna necesario realizar un estudio detenido sobre la figura para descubrir su verdadera esencia y despojarla de todas aquellas circunstancias o situaciones que no tienen vinculación con ella y que tan impropiamente se le han ido adhiriendo durante el desarrollo de nuestra jurisprudencia, naciendo precisamente de ello nuestro principal interés en este tema como tesis de graduación.

Para un mejor entendimiento nuestra investigación arrancará desde los conceptos básicos de la Teoría del derecho Procesal, depurando, en la medida de lo posible, los conceptos con base a los cuales vamos a trabajar; posteriormente analizaremos la jurisprudencia pronunciada por nuestros Tribunales y finalmente emitiremos nuestras ideas sobre la figura.

y finalmente emitiremos nuestras ideas sobre la figura.
______________________________

CAPÍTULO I

RELACIONES JURÍDICAS DENTRO DE UNA COLECTIVIDAD Y MECANISMOS

DE PROTECCIÓN


1. INTRODUCCIÓN

El ser humano es un ente de carácter sociable, no vive aislado sino que relacionándose con otros de su misma especie, es decir, vive en sociedad.

Pero para que los hombres puedan convivir en paz y armonía dentro de una sociedad es necesaria la existencia de normas que regulen su comportamiento, pues de lo contradictorio, la vida común sería imposible.

No obstante la existencia de estas normas, siempre surgen conflictos entre los individuos, y ante tales circunstancias, resulta preciso resolver esas controversias para mantener la paz y la armonía en el grupo social.

En los albores de la humanidad, en épocas primitivas, los conflictos eran resueltos por los mismos individuos que los protagonizaban, es decir, los hombres se hacían justicia por su propia mano. Era éste un sistema basado en la fuerza que uno de los individuos ejercía sobre el otro.

Posteriormente, a medida que se fue avanzando en el tiempo, comienza a tomar forma las primeras normas jurídicas, y surge el principio de que es ilícito hacerse justicia por la propia mano, por lo que los conflictos eran resueltos por el jefe del grupo social, o bien pudiera ser que los mismos afectados llegaran a un entendimiento.

Lo anterior a quedado atrás en el tiempo, ahora vivimos en un moderno estado de Derecho en el que la función de administrar justicia corresponde al Estado a través del Organo Jurisdiccional, y el instrumento por el cual se logra resolver los conflictos por excelencia es el PROCESO.

No obstante ello, siempre existen otras formas de resolver controversias en las que no interviene el Estado y que son vestigios de las antiguas formas, pero adaptada a nuestra época y permitidas en la medida que el Derecho lo establece.

2. CONFRONTACIÓN DE DERECHOS INDIVIDUALES Y FORMAS DE SOLUCIÓN

Cuando en las relaciones existentes entre los miembros de un grupo social surgen desavenencias, la composición de éstas puede lograrse de diversos modos; en algunos de ellos la solución queda en manos de los propios interesados y en otros en las de un tercero, que bien puede ser otro particular o el Estado.

A continuación vamos a mencionar cuales son y en que consiste cada uno de estos modos.

2.1 LA AUTOTUTELA:

En esta figura, el agraviado resuelve el problema por sí mismo sometiendo al otro. Cabe señalar que actualmente esta forma es admitida únicamente en los casos y en la manera que lo permite el Estado. Las razones por las cuales se autoriza varían según los casos. Por ejemplo, en la legítima defensa, que constituye una eximente de responsabilidad penal, ante una agresión injusta de un individuo a otro, éste último, que tiene la necesidad de proteger su vida e integridad física, se ve forzado a defenderse en el acto y no esperar la intervención del administrador de justicia (Art. 37 No 2 C. Pn.). En el caso del derecho de retensión, ante el hecho de que una persona no paga a otra lo que le debe, ésta puede retener un objeto propiedad de aquélla que esté en su poder y tenga relación con la deuda hasta que se le pague, pudiendo evitar un proceso posterior (Art. 802, 916, 943, 1922, 1951, 2221, 2151 C: C: 957 y sig. C. Com.). En todo caso, el Estado, ante la posibilidad de una injusticia o de una actuación fuera de la ley, siempre deja abierta la vía procesal para fiscalizar a el ejercicio de la auto tutela. Entre otros ejemplos de esta figura, se mencionan el derecho de corrección que ejercen los padres sobre sus hijos y el derecho del marido a negarse a alimentar a la esposa que se oponga sin justa causa a vivir con él (Art. 244 y 183 C. C.) 

2.2. LA AUTOCOMPOSICIÓN:

Esta forma se caracteriza porque la solución del conflicto es realizada por los mismos interesados, sin que el uno someta al otro. En ella, uno de los sujetos consiente en el sacrificio de su propio interés respecto del otro, ya sea total o parcialmente. Puede ser unilateral o bilateral, según sea decidido por una o ambas partes.

En el primer caso podría darse que la parte perjudicada renuncie al reclamo que pudiere hacer a su agresor, o bien puede darse del lado del agresor, al aceptar éste el daño que ha hecho y lo repare, sin mayor problema.

En el segundo caso, la solución del conflicto no queda en la voluntad de una y otro sujeto, sino que las voluntades de ambos se combinan para que la controversia se resuelva llegando a un arreglo mutuo, transando sobre el asunto a través de concesiones recíprocas.

2.3. LA HETEROCOMPOSICIÓN:

Supone la composición de la litis por un tercero, pero este tercero no se encuentra en un plano jerárquicamente superior a los individuos en conflicto, es decir, no es el Estado sino que es otro particular que propone a aquellos una fórmula de solución que, en ciertos casos, es una simple opinión que puede ser tomada en cuanta o no por los particulares, puesto que no es de carácter obligatorio, y en otros, por el contrario, debe ser cumplida porque por un acuerdo previo ellos decidieron darle el carácter obligatorio.

Así, podemos mencionar el caso del tercero mediador que trata de avenir a los implicados en un conflicto, proponiéndole soluciones aceptables. Es un particular que interpone sus buenos oficios, ya sea por iniciativa propia, a propuesta de alguno de los mismos interesados o de un tercero.

Otro caso es el del juez de paz en los juicios conciliatorios, quien no actúa como componedor de la litis con el imperium del Estado sino que sencillamente propone a las partes una solución, como un simple particular.

En estos dos casos que hemos mencionado, la fórmula de solución que brindan los terceros no tiene carácter obligatorio, y los individuos en conflicto conservan la libertad de desconocer la formula que se les ofrece.

El tercer caso es el del arbitraje, en el cual los particulares convienen formalmente en someter la solución del conflicto a un tercero imparcial llamado árbitro, cuya resolución deberá ser acatada obligatoriamente porque ellos así lo acordaron previamente. Aquí hay una jurisdicción delegada por el Estado que la transfiere del Organo Jurisdiccional a un particular, que es quien resuelve la controversia, aunque la ejecución de dicha resolución quede en manos del Organo Jurisdiccional.


2. 4 EL PROCESO 

Aquí la solución de los conflictos queda a cargo del Estado a través del Organo instituido especialmente para ello: el Organo Jurisdiccional. Surge pues, un tercer sujeto, el cual no se encuentra en el mismo plano que los interesados sino en un nivel jerárquicamente superior; será el encargado de solucionar los conflictos entre los particulares conforme lo establezca el ordenamiento jurídico; sus actuaciones se encuentran también reguladas por este ordenamiento y tiene el poder de imponer por la fuerza sus decisiones.

Hecha una breve referencia sobre los diferentes modos de composición de las desavenencias que pueden ocurrir entre los miembros de una colectividad, aclararemos que nuestro estudio se desarrollará dentro de los márgenes del PROCESO.

A continuación expondremos algunas ideas básicas sobré éste.

2.EL PROCESO

3.1 CONCEPTO

Al hacer un estudio sobre el proceso es necesario, antes que todo, determinar cuál es su concepto, es decir, cuáles son sus notas esenciales, y para ello nos permitiremos exponer las ideas que sobre este tema brindó JAIME GUASP, quien sostiene que en principio existen dos tendencias.

La primera de ellas se basa en una orientación material o sociológica y comprende varias doctrinas que, a pesar de las diferencias que entre ellas existen, todas coinciden en considerar al proceso como “la resolución de un conflicto social”.

Las diferencias entre las doctrinas enmarcadas dentro de esta tendencia están dadas en consideración a lo que cada una de ellas entiende por “CONFLICTO”; así, unas sostienen que se trata de una colisión ínter subjetiva pura otras que de un conflicto de intereses y otras que de una colisión de actividades.(1)

Sin entrar al análisis de cada una de estas teorías, pero conociendo su nota común. GUASP les hace una crítica: la de ser materialmente excesivas y formalmente insuficientes.

Al respecto el maestro expresa lo siguiente: “Materialmente excesiva porque el conflicto social, respecto al proceso es posible, pero no necesario. En un determinado proceso puede no existir conflicto alguno por razones de hecho o de derecho, de hecho, si efectivamente entre las partes no se han producido discrepancias de ninguna clase; de derecho, si no existe posibilidad de que una discrepancia entre las partes tenga significación jurídica alguna. En todo caso, la reclamación de una parte ante el juez origina siempre un proceso, con o sin conflicto previo por lo cual la idea del conflicto es superfluo para explicar el proceso mismo. 
_____________________
(1) Guasp, Jaime. DERECHO PROCESAL CIVIL. Tomo Primero. Tercera Edición Corregida. Instituto de Estudios Políticos. Madrid, 1968, Páginas 11, 12, 13

Formalmente insuficientes porque la existencia de un conflicto no basta para dar nacimiento a un proceso. La disputa de las partes, cuando existe, tiene que ser llevada ante el Juez de alguna forma si se quiere que el proceso adquiera existencia. Esta forma queda precisamente inexplicada en las teorías del conflicto, las cuales silencian el tránsito de la pretendida colisión o contraste pre-procesal a la producción auténtica del proceso” (1)

De manera que, no es necesaria ni suficiente la idea de conflicto para brindar las notas esenciales del proceso. El conflicto no constituye un presupuesto para la existencia de un proceso, ya que éste puede darse independientemente de que exista o no un conflicto.

La segunda tendencia se basa en una orientación formal o jurídica del concepto del proceso, y reúne dos doctrinas que giran alrededor de un denominador común, a pesar e sus ulteriores diferencias: la de ver al proceso como “un instrumento destinado a la realización del Derecho”, tomando a éste último como el conjunto de normas destinadas a ser cumplidas por los particulares y, que al no ser observadas, deben hacerse cumplir coactivamente por medio de formula procesal. (1)
_____________________
(1)Guasp, Jaime. Op. Cit. Tomo Primero. Pág. 13.

Los pensamientos contemplados en estas doctrinas difieren según sea el derecho que consideran va a ser realizado por medio del proceso, una sostiene que es el derecho subjetivo el que se ve cumplido por el proceso y la otra que es el derecho objetivo en general.

Pero a estas teorías GUASP también les hace una critica, inversa a la que hizo a las teorías de orientación material: la de ser materialmente insuficientes y formalmente excesivas.

En cuanto a ello manifiesta lo siguiente: “Materialmente insuficientes porque las teorías jurídicas dejan en completa indeterminación la necesidad social a que respondería la actuación del derecho así considerado. Es evidente que, desde el punto de vista material, la finalidad sustancial del proceso no es la de realizar secundariamente los intereses que la norma jurídica protege en primer grado, sino la de realizar, de modo primario, los intereses de la vida que las mismas normas jurídicas tratan de hacer compatibles. Resulta, pues, defectuosa, desde el punto de vista material, la idea de un proceso que sirve puramente al derecho desligándose de la materia social que este derecho a su vez regula.
_____________________
(1) Guasp, Jaime, Op. Cit. Tomo Primero. Página 13.

Formalmente excesivas porque no todas las inactuaciones del derecho originan un proceso, como tendría que ocurrir para que la definición propuesta del proceso resultara inacatable. No basta con que un derecho subjetivo o una norma objetiva haya quedado desconocida o violada para que el proceso nazca sin más; se hace evidentemente preciso que alguien, de alguna manera, recoja esa inactuación y le de vida procesal. Por otra parte, no todos los remedios de las inactuaciones del derecho son procésales”.(1)

En otras palabras, las teorías expuestas, por una parte, no explican la razón social de la actuación del derecho, por lo que son materialmente insuficiente, y por otra parte, se dan infracciones de este ordenamiento que se solucionan sin que sea necesario que se de el proceso, o bien puede ocurrir que se infrinja la ley y no por ello necesariamente debe nacer un proceso, resultando por ello formalmente excesivas.

Expuestas las dos tendencias de pensamiento anteriores vemos que, por las deficiencias que a cada una de ellas se les han señalado, no brindan un concepto preciso del proceso.

Para lograrlo debemos tomar tanto sus bases sociológicas como sus bases normativas o jurídicas.
______________________
(1) Guasp, Jaime Op. Cit. Tomo Primero. Página 14 y 15 

La base sociológica del proceso la encontramos en la naturaleza social del hombre, ya que al vivir necesariamente en comunidad, relacionándose con otros hombres, existe la posibilidad de que en algún momento surjan desavenencias y disconformidades entre ellos, lo cual puede dar origen a quejas o reclamaciones de unos frente a otros que deben ser consideradas por la sociedad para mantener la paz y la armonía. Estas reclamaciones pueden o no generar conflictos.

Determinada la base sociológica del proceso, podemos referirnos a la base normativa, la cual se encuentra construida sobre la primera.

El derecho desde un punto de vista sociológico es un reflejo de la realidad social, en el sentido que los fenómenos sociales son transformados por él en figuras jurídicas; así, en el caso específico de las reclamaciones que los individuos hacen frente a otros y que son dirigidas a la sociedad para que ésta las atienda, al ser transformadas configuran lo que se conoce como PRETENSIONES, para cuya consideración el Derecho específicamente ha creado una institución denominada PROCESO.

De manera que, en definitiva, el proceso no es más que “un instrumento de satisfacción de pretensiones”.

Este concepto, señala GUASP, tiene dos elementos: el de SATISFACCIÓN y el de PRETENSIÓN, a los cuales se les debe dar una significación estrictamente jurídica: “La satisfacción en sentido jurídico supone no dar la razón siempre al reclamante, sino que recoger, examinar y decidir por el Poder Público sobre su queja, actuándola o denegando su actuación, según parezca o no fundada. La pretensión ha de concebirse asimismo en sentido jurídico, no como una queja cualquiera, sino determinada; como una reclamación formalmente dirigida por un miembro de la comunidad frente a otro ante el órgano público específicamente instruido para satisfacerla”.(1)

3. 2 SUJETOS QUE INTERVIENEN EN EL PROCESO

En el proceso básicamente intervienen tres sujetos: que pretende, frente a quien se pretende y el encargado de satisfacer la pretensión.

Al primero se le denomina actor o el que hace y al segundo demandado o frente a quien se hace. Estos dos sujetos son las PARTES.

El tercer sujeto es a quien va dirigida la pretensión; es el órgano estatal creado especialmente para atender, analizar y decidir sobre las pretensiones que ante el formulen los particulares; está investido de un poder especial por el cual sus decisiones deben ser respetadas y cumplidas teniendo incluso el poder para hacerlas cumplir por la fuerza cuando los obligados no quieran acatarlas voluntariamente. Este tercer sujeto se encuentra en un plano jerárquicamente superior a los otros dos sujetos que intervienen en el proceso y es el ORGANO DE LA JURISDICCIÓN.

3. 3 OBJETO DEL PROCESO

El objeto del proceso lo constituye la pretensión misma que se trata de satisfacer en él, es decir, pues, la reclamación, petición o exigencia dirigida al órgano estatal, y cuyo objeto, a su vez, es una actuación específica de este órgano, la cual bien puede consistir en una declaración de voluntad que exige un conocimiento de fondo del asunto o bien en una conducta física que no exige un conocimiento de fondo.

Así dependiendo de cual sea el tipo de actuación que se desea obtener, las pretensiones en general pueden ser clasificadas de la siguiente forma:

Si por medio de la reclamación lo que se desea lograr del órgano de la jurisdicción es una declaración de voluntad o pronunciamiento sobre alguna situación jurídica, la cual, para que pueda ser emitida es necesario que preceda un conocimiento de fondo del asunto, esto es, un análisis de los elementos de juicio que se aporten, estamos ante una PRETENSIÓN DE CONSIGNACIÓN, y ésta a su vez puede ser CONSTITUTIVA, DECLARATIVA o DE CONDENA, dependiendo si la declaración que se pretende sea pronunciada por el juzgador tienda en el primer caso a crear, modificar o extinguir alguna situación jurídica; en el segundo caso, a declarar, reconocer y dar certeza jurídica de la existencia o no existencia de alguna situación jurídica; y en el tercer caso a imponer determinada situación jurídica y responsabilidad de cumplimiento de lo que se imponga, cuando no pueda restablecerse la situación originaria.

Si lo que busca por medio de la reclamación es una manifestación de voluntad, la realización de una conducta material por parte un conocimiento de fondo ya que existe un título que exime de tal conocimiento, estamos ante una PRETENSIÓN DE EJECUCIÓN, la cual puede ser de DACIÓN si lo que se pretende es la entrega de algún objeto. O de TRANSFORMACIÓN si lo que se pide es una conducta distinta de la entrega, como sería hacer o deshacer algo.


3. 4 ACTOS QUE SE PRODUCEN DENTRO DEL PROCESO

El proceso esta constituido por una serie de actos que realizan los sujetos que en el intervienen, los cuales se inician desde que el actor acude al Organo Jurisdiccional a pedir la satisfacción de determinada pretensión, y concluyen normalmente con el pronunciamiento que éste último emita ya sea estimado o desestimando dicha pretensión. Todos estos actos se caracterizan por ir ligados o concatenados entre si, constituyendo cada uno de ellos consecuencia del anterior y antecedente del que le sigue.

3. 5 LA NATURALEZA JURÍDICA DEL PROCESO

Este tema encierra una problemática encaminada a precisar dentro de cuál de las categorías jurídicas fundamentales puede ser ubicado el proceso; y siendo que éste se caracteriza por vincular en su trámite a tres sujetos (Juez y Partes) es que su estudio se dirige más específicamente a establecer de donde se originan estos vínculos, los cuales determinan el sometimiento de dichos sujetos a las normas procésales y el carácter obligatorio del fallo que en el proceso se emita.

En tal sentido existen varias teorías que tratan de explicar la naturaleza jurídica del proceso.

A continuación, aunque en forma breve, haremos referencia a las principales y más sobresalientes teorías, inclusive las que en su tiempo tuvieron suficiente fundamento las que actualmente han perdido la razón que las justificaba, aunque no por ello la importancia que como índice del desarrollo del pensamiento procesa-lista les corresponde por derecho propio.

3.5.1 TEORÍA DEL CONTRATO

Es la que sostiene que la naturaleza jurídica del proceso es la de un contrato: la intervención y autoridad del juez y el sometimiento de los particulares al proceso están determinados por la voluntad de éstos últimos.

El proceso es un contrato, un acuerdo de voluntades de las partes que hace nacer los vínculos de sometimiento de ellos mismos a las reglas establecidas para el desarrollo del proceso, la intervención y el poder mismo del juzgador, así como también determina los límites dentro de los cuales se desarrollará la litis y la obligación de cumplir con el fallo.

Esta teoría tiene una explicación histórica. La teoría del proceso como contrato puede justificarse en el Derecho Romano en donde el proceso efectivamente nacía por un acuerdo de voluntades de las partes involucradas.

Cuando se suscitaba una desavenencia entre los individuos, éstos acudían ante el Pretor y le exponían el problema, preparaban “la formula”, que era el contrato de litis contesta tío, en la cual quedaban determinados los puntos sobre los que versaría la discusión y quién era el juez que elegían para que conociera del asunto, invistiéndolo de poder en ese acto.

Operaba una novación porque al dictarse la sentencia, el ciudadano afectado no quedaba obligado por la situación que había provocado el proceso sino que por la consignada de mutuo acuerdo en la fórmula.

Actualmente no podemos decir que el proceso sea contrato, la forma de resolver las controversias y la organización institucional hoy en día es diferente de los romanos.

El Organo Jurisdiccional está investido de autoridad e interviene en el proceso no por voluntad de las partes, ni es escogido por ellas; el carácter obligatorio de su fallo no proviene de esta misma voluntad; tanto el poder, la intervención y el imperio de las decisiones que el Organo Jurisdiccional emite se originan de la misma soberanía del Estado.

3.5.2 TEORÍA DEL CUASICONTRATO

También data del tiempo de los romanos y surgió para solventar una falla de la teoría del contrato.

Los romanos de un principio, cuando Roma era ciu- cerrada, no concebían la figura de la no comparecencia de un ciudadano ante el requerimiento de otro para la elaboración de la fórmula o contrato de litis contesta tío. Pero a medida que Roma se fue engrandeciendo y se volvió un imperio, la comparecencia del ciudadano ante el Magistrado era más difícil, por lo que en algunos casos para la redacción de la fórmula ya no se contaba con la presencia y voluntad de una de las partes.

Entonces se encontraron con el problema de que ya no se trataría de un contrato, y por exclusión, entre las demás fuentes de las obligaciones que tenían, pensaron que a lo que más se parecía era a un contrato, y de la obligación nacida del fallo dijeron que su fuente no era “ex contractu”, pues faltaba el consentimiento de las partes, sino “cuasi excontractu” ya que vinculaba al ausente, a pesar de no haber manifestado su voluntad, en virtud de la figura del cuasi contrato de litis contestatio elaborada ad hoc para los casos de inasistencia.

3.5.3TEORÍA DE LA RELACIÓN JURÍDICA

Es original de autores germanos: HEGEL la concibió, BETHMANN – HOLLWEG la sustentó y VON BULOW la expuso orgánicamente en 1838 en su obra clásica “DIE LEHRE VON DEN PROZESSEENREDEN UND DIE PROZESSVORAAUSSETZUNGEN”, posteriormente es tomada, por los italianos y por los españoles (1).

Para esta teoría el proceso es una relación jurídica, es decir, un vínculo general que como consecuencia del ejercicio del derecho de acción y el cumplimiento de los presupuestos procésales, liga a los sujetos que en él intervienen y hace nacer entre ellos derechos y obligaciones recíprocas.
__________________________
(1) González Pérez, Jesús. DERECHO PROCÉSAL ADMINISTRATIVO. Tomo Primero. Segunda Edición. Instituto de Estudios Políticos. Madrid. 1965. Página 59.

Aquí entendemos por relación un vínculo que une o conecta, sin confundir a dos términos, y en Derecho Procesal, particularmente en este tema, al referirnos a relación jurídica estamos haciendo alusión a un vínculo o ligámen básico que une entre sí a los sujetos del proceso, haciendo nacer entre ellos derechos y obligaciones recíprocas a lo largo de un actuar que tiende a un mismo fin: la actuación de la ley.

Es una relación de carácter complejo, precisamente porque de ella dinaman una pluralidad de vínculos (derechos y obligaciones) que la ley establece entre los sujetos en una forma progresiva a medida que se avanza hacia la obtención del fin; pero toda esta complejidad de vínculos, concebida en su integridad, se nos muestra como una sola relación jurídica.

Se dice también que es autónoma porque es regulada por normas propias, diferentes de las normas materiales, y porque es independiente de la relación jurídica material.

Esta es en términos generales la teoría de la relación jurídica, pero dentro de ella misma hay diferentes orientaciones según se considere que los vínculos secundarios que encierra la relación jurídica procesal se dan entre el juez y las partes, y las partes entre sí, o sólo entre el juez y las partes, o sólo entre las partes.

A esta teoría, básicamente se le hacen dos críticas:

La primera es que no existen derechos y obligaciones procésales. Entre los sujetos. Efectivamente existen derechos y obligaciones, pero que no pueden ser calificados como procésales sino que son derechos y obligaciones de carácter extra-procesal, es decir, que han nacido antes que la relación jurídica procesal. Las partes como ciudadanos cumplen deberes y también ejercen derechos públicos, por ejemplo: el actor tiene un derecho público subjetivo a la tutela jurisdiccional del estado; el juez, por su parte, tiene el deber de examinar las pretensiones que ante él se formulen, pero no porque ello constituya un derecho de las partes sino porque para él es un deber funcional de carácter administrativo y político. No existen, pues, derechos y obligaciones entre los sujetos procésales. Esta crítica es la que da origen a la teoría de la situación jurídica. (1)
________________________
(1)Guasp, Jaime. Op. Cit. Tomo Primero. Página 20.

Una segunda crítica es la que da origen a otra teoría: la de la institución jurídica procesal, en la que se reconoce la existencia de derechos y obligaciones procésales, pero rechaza la teoría de la relación jurídica porque es insuficiente, puesto que para hallar la naturaleza jurídica del proceso no basta con decir que éste es una relación jurídica compleja por estas contenida dentro de ella una multiplicidad de relaciones jurídicas; es necesario reducir todo ello a un concepto superior que los sintetice y que nos de la idea de unidad procesal, siendo este concepto el de la institución.(1)

3.5.4TEORÍA DE LA SITUACIÓN JURÍDICA

Su creador fue JAMES GOLDSCHMIDT, quien en su obra “PROZESS ALS RECHTLAGE”, en castellano “DERECHO PROCESAL CIVIL”, formuló la crítica a la teoría anterior.(2)

Sostiene que en el proceso no puede hablarle de derechos y obligaciones entre los sujetos que intervienen en el mismo.

La obligación del juez de dar un fallo no es una obligación de carácter procesal, no deriva del juicio sino que es una obligación que viene de su condición que como funcionario público tiene frente al estado; es pues, una obligación de naturaleza constitucional. La actuación del juez consistirá en gobernar el proceso y fallar, no teniendo respecto de los particulares obligación alguna que cumplir.
______________________
(1) Guasp. Jaime. Op. Cit, Tomo Primero. Página 20.
(2) González Pérez, Jesús. Op. Cit. Tomo Primero. Página 63.

En cuanto a las partes tampoco es que tengan derechos y obligaciones entre sí, sino que ellas se encuentran en una situación de estado de sujeción al orden jurídico en un conjunto de posibilidades, expectativas y cargas que tiene su inicio al ejercer un particular el derecho de acción, y explica lo siguiente:

Hay dos grandes ramas de imperativos jurídicos:

a) Normas que son imperativos dirigidos a los individuos y que señalan la conducta a seguir en la sociedad

b) Normas que constituyen medidas con arreglo a las cuales el juez debe juzgar.

Esta división señala la condición del derecho en su función extrajudicial o estática y en su función judicial o dinámica, respectivamente.(1)

En la función extrajudicial o estática, las normas son imperativos dirigidos a los ciudadanos, impide una persona desde el punto de vista de la sentencia judicial que se espera, con arreglo a las normas jurídicas.(1)
_______________________
(1)Couture, Eduardo J. FUNDAMENTOS DEL DERECHO PROCESAL CIVIL. Tercera Edición (Póstuma). Ediciones Depalma. Buenos Aires, 1977. Página 137

Por ello este autor sostenía que no había que justificar al proceso con un criterio civilista; que los vínculos que en él se dan no pueden explicarse con figuras civiles de derechos y obligaciones correlativas; que para precisar la naturaleza del proceso es necesario acudir a nuevas categorías jurídicas propias del derecho procesal como son las expectativas, posibilidades y cargas.

Se reconoce un indiscutible mérito a GOLDSCHMIDT al exponer la necesidad de acudir a nuevas categorías jurídicas para explicar los fenómenos procésales, arrancar las ideas civilistas y brindarnos esos nuevos conceptos procésales, pero su teoría no puede ser aceptada.

En el proceso existen derechos y obligaciones entre los sujetos.

Se admite que hay derechos de carácter constitucional de y frente al Estado. El derecho de pretender que tiene el particular y la obligación de satisfacer que tiene el juzgador, son derechos y obligaciones que no nacen del proceso sino que son de una persona desde el punto de vista de la sentencia judicial que se espera, con arreglo a las normas jurídicas.(1)
________________________
(1)González Pérez, Jesús Op. Cit. Tomo Primero. Página 64.

Por ello este autor sostenía que no había que justificar al proceso con un criterio civilista; que los vínculos que en él se dan no pueden explicarse con figuras civiles de derechos y obligaciones correlativas; que para precisar la naturaleza del proceso es necesario acudir a nuevas categorías jurídicas propias del derecho procesal como son las expectativas. Posibilidades y cargas.

Se reconoce un indiscutible mérito a GOLDSCHMIDT al exponer la necesidad de acudir a nuevas categorías jurídicas para explicar los fenómenos procésales, paro su teoría no puede ser aceptada.

En el proceso existen derechos y obligaciones entre los sujetos.

Se admite que hay derechos de carácter constitucional de y frente al estado. El derecho de pretender que tiene el particular y la obligación de satisfacer que tiene el juzgador, son derechos y obligaciones que no nacen del proceso sino que son de carácter constitucional. La obligación del juez de fallar está condicionada al ejercicio del derecho de accionar, y si el particular no ejerce este derecho, no actualiza la obligación del juez. Pero una vez éste último concretiza ese derecho se entra a la fase procesal, los derechos y obligaciones de carácter constitucional quedan, desde cierto punto de vista, atrás, y surgen nuevos derechos y obligaciones recíprocas entre las partes y el juez, los cuales son expresiones secundarias o derivadas de los primeros pero que por darse dentro del proceso tienen carácter procesal.

Vemos como a lo largo del proceso hay derechos de las partes a comparecer y a alegar, y por su parte el juez debe atender sus peticiones; existen también derechos y obligaciones entre las mismas partes, por ejemplo; el derecho del demandado a pedir que el actor rinda fianza, y la correlativa obligación de éste último de rendirla; y hay derechos del juez frente a las partes como son que éstas últimas cumplan con las prevenciones y sanciones que el juez les haga o imponga, según sea el caso.

Otra crítica que se hace a esta teoría es que las posibilidades de obrar a que se refiere, en realidad implican la aptitud o facultad que tiene un sujeto de ejercer un derecho, y las cargas encierran la conminación a ejercer un derecho. De manera que las categorías propuestas por GOLDSCHMIDT no están desligadas totalmente de los derechos y obligaciones.

3.5.3TEORÍA DE LA INSTITUCIÓN

Es creada y defendida por JAIME GUASP, quien sostiene que si en un proceso hay una serie de derechos y obligaciones, en realidad hay más de una relación jurídica, por lo tanto, no puede decirse que el proceso sea una relación jurídica compleja, sino que es necesario integrar todo ese conjunto de relaciones en una unidad superior: la institución.

Para este autor institución es “un conjunto de actividades relacionadas entre sí por el vínculo de una idea común y objetiva a la que figuran adheridas sea o eso o no su finalidad individual, las diversas voluntades particulares de los sujetos de quienes procede aquella actividad”.(1)

Esta figura tiene dos elementos fundamentales:
La idea objetiva y común y las voluntades de los sujetos que realizan el conjunto de actividades en un afán de lograr esa idea.

GUASP sostiene que en este sentido el proceso resultaría ser una institución en la que la idea común y objetiva es la satisfacción de pretensiones y las voluntades de los sujetos son las voluntades del juez, del actor y del demandado, las cuales están encaminadas al logro de esa idea.
____________________
(1)Guasp sostiene Op. Cit. Tomo Primero. Pág. 22

Así las características del proceso como institución son las siguientes:

a) Es permanente, puesto que no se agota y deja de existir en un momento determinado; podrán nacer y extinguirse procesos concretos pero la idea de una actuación de pretensiones se mantiene.

b) Es objetivo, ya que su realidad determina por la idea objetiva y común, la cual se encuentra fuera y por encima de las voluntades de los sujetos 

c) La idea de jerarquía existe también en él puesto que coloca a los sujetos que intervienen en un plano de desigualdad.

d) Es inmodificable en su contenido porque responde a un esquema objetivo común que no puede ser alterado por las voluntades de los sujetos más que dentro de ciertos límites reducidos que no pueden cambiar sus rasgos fundamentales.

e) Es elástico, en vista de que se adapta a las circunstancia de cada supuesto concreto.

ADUARDO PALLARES está de acuerdo con GUASP al concebir al proceso como institución y dice que “El proceso jurídico es una serie de actos jurídicos que se suceden regularmente en el tiempo y se encuentran concatenados entre sí por el fin u objeto que se quiere realizar con ellos. Lo que da unidad al conjunto y vinculación a los actos es precisamente la finalidad que se persigue, lo que configura la institución de que se trata”. (1)

Esta teoría también ha sido objeto de varias críticas y que a continuación vamos a mencionar.

COUTURE, quien en principio se adhirió a ella pero luego se retractó y la rechazó, manifiesta que una multiplicidad de acciones de la palabra “institución”, lo que provoca equívocos y malentendidos, siendo además éste uno de los términos más imprecisos de la Ciencia Jurídica.

Para demostrar esta diversidad de acepciones hace referencia a las que aparecen en el Diccionario de derecho Usual de GUILLERMO CABANELLAS y que en seguida transcribimos directamente: “INSTITUCIÓN; establecimiento, fundación, creación, erección. Lo fundado o establecido. Cada una de las materias principales del Derecho o de alguna de sus ramas; como la personalidad jurídica o la familia dentro del Derecho Civil, o la patria potestad en la familia, o como el derecho de corrección de la autoridad”. (1)
____________________
(1) Pallares, Eduardo. DICCIONARIO DE DERECHO PROCESAL CIVIL. Sexta Edición, corregida y aumentada. Editorial Porrúa, S. A. México, 1970. Página 636.

También menciona un significado sociológico: “la institución es un símbolo verbal usado para una mejor descripción de ciertos grupos de usos sociales.

Denota una manera de pensar o una forma de acción prevalente y permanente incrustada en los hábitos de un grupo o en las costumbres de un grupo o en las costumbres de un pueblo. En el lenguaje ordinario significa procedimiento, convención o arreglo; en el lenguaje erudito es el singular de costumbres o usos sociales. Las instituciones fijan los confines y las formas de las actividades de los seres humanos”. (2)

COUTURE sostiene a continuación que ninguna de estas dos concepciones se acerca a la concepción brindada por GUASP, la cual no deshecha la idea de la relación jurídica, y dice que sólo en una acepción primaria y elemental se puede decir que el proceso es una institución: “un complejo de actos, un método, un modo de acción unitario, que ha sido regulado por el Derecho para obtener un fin. Nadie durará en este sentido, de que cuando se dice que el proceso es una institución, se emite una proposición correcta. Equivale a decir que es un instituto, una creación del derecho para lograr uno de sus fines”. (1)
____________________
(1)Cabanellas, Guillermo. DICCIONARIO DE DERECHO USUAL. Tomo II Ediciones Arayú. Buenos Aires, 1953. Página 400. (2)Couture, Eduardo J. Op. Cit. Página 142

Por su parte Jesús González Pérez, expone que utilizar el significado de institución en un sentido excesivamente amplio resulta inútil y que el producto sería inexacto, además, decir que el producto sería inexacto, además, decir que el proceso es una institución jurídica no es decir nada.(2)

DE PINA señala que el afirmar que el proceso es una institución sin perjuicio de ser una relación, no ayuda a determinar la naturaleza del proceso sino que lo que hace es agregar un elemento más a un debate que se consideraba ya concluido. (3)

3.5.4NUESTRA OPINIÓN

Después de la exposición de las diferentes teorías sobre la naturaleza jurídica del proceso y sus respectivas críticas, toca emitir nuestra opinión.

En lo personal estamos de acuerdo con GUASP en cuanto a considerar que el proceso es una institución. Nos parecen correctas las ideas de este autor.
___________________
(1) Couture, Eduardo J. Op. Cit. Páginas 143 y 144.
(2) González Pérez, Jesús, Op. Cit. Tomo I. Páginas 67 y 68
(3) De Pina, citado por ALSINA. Op. Cit. Tomo I. Página 428 

Estimamos que existe un concepto de institución de carácter abstracto del cual el autor ha derivado su definición en términos bastante concretos.

Para determinar con mayor exactitud qué es institución, vamos a extractar algunas ideas que respecto de este concepto y sobre las distintas acepciones del término expuso el DOCTOR NAPOLEÓN RODRÍGUEZ RUIZ en el texto que elaboró con el fin de impartir la materia HISTORIA DE LAS INSTITUCIONES JURÍDICAS SALVADOREÑAS en la Facultad de Jurisprudencia y Ciencias Sociales de la Universidad Autónoma de El Salvador:

“La palabra INSTITUCIÓN, deriva del latín INSTITUTO ONIS: establecimiento o fundación de una cosa. 
Tiene distintas acepciones: así significa colección metódica de los principios o elementos de una ciencia , arte, etc., órganos constitucionales del poder soberano en la nación y más comunes en la monarquía.

En su significado puramente jurídico, que es el que aquí nos interesa, y atendiendo a su estricto sentido etimológico (LAT. INSTITUTO, de INSTITUO, formado del prefijo IN y de STATUO, pasivo de STO: estar fijo, permanecer de pie) quiere decir fundamento o nacimiento de algo, establecimiento primordial de una cosa, y por traslación, núcleo o centro fundamental de vida, de enseñanza o de doctrina.

En el funcionamiento del derecho objetivo son las instituciones “como grandes formadas por un conjunto de normas que regulan relaciones jurídicas de la misma clase y que tienen unidad de objeto y de fin; unidades fundamentales en que se distribuye el sistema jurídico del Estado, por ejemplo: el matrimonio, la propiedad, la pena, la esclavitud, etc.”. (Enciclopedia).

En la literatura jurídica se entiende por instituciones un núcleo de enseñanza o de doctrina que es como el primer grado de ella y por eso se aplica tal nombre a los trabajos u obras destinados a iniciar los estudios en la ciencia del derecho o en una rama de ella”.

Luego expresa que la acepción que considera como la adecuada para la asignatura que va a impartir es la de “conjunto de normas que regulan relaciones jurídicas de la misma clase y que tienen unidad de objeto y de fin, y en las cuales se distribuye el sistema jurídico de una nación, Ej. El matrimonio, la propiedad, la pena, la esclavitud, etc.”

Agrega “conviene no confundir la institución con el conjunto de normas que la regulan..... La institución es la creación jurídica, con un sistema normativo especial, que realiza una determinada función dentro del ordenamiento jurídico del Estado. Una son pues, las leyes dentro de las cuales se mueve aquella creación jurídica, Y otra, la institución. . . Si se nos permitiera representar gráficamente el conjunto de instituciones, diríamos que éstas aparecen como grandes esferas tangentes entre sí, descansando en soportes fundamentales que son las normas. No podemos ver ni asir esas esferas que se diluyen en el espacio y en el tiempo. Pero podemos ver las normas. Los sostenes, y, por ellas se nos hace patente la institución y así, la sentimos y comprendemos. La institución no es pues, una realidad física tangible. Es un concepto, una creación intelectual que se hace visible a través de los principios objetivos que la integran” (1)

Es esta forma de entender a la institución la que nos interesa a nosotros, la cual en el fondo no difiere de las expuestas por GUASP y por los autores del derecho Administrativo.

Podemos observar que el proceso implica una serie de actos previstos en un cuerpo normativo; pero el proceso como institución se encuentra contenido en un conjunto de normas jurídicas.

Estas normas jurídicas establecen los actos a través de los cuales, si llegaren a realizarse en el mundo fáctico, se estaría concretizando un proceso determinado.
_____________________
(1)Rodríguez Ruiz, Napoleón. HISTÓRIA DE LAS INSTITUCIONES JURÍDICAS SALVADOREÑAS. Primera Edición. Editorial Ahora. Páginas 5, 6, 7 y 8 

Después de esta observación cabe a bien exponer ciertas ideas de EDUARDO PALLARES que tienen relación: “Este (el proceso) es en realidad una institución jurídica sea que se le defina como un conjunto de normas concatenadas entre sí y debidamente unificadas que ordenan determinadas actividades sociales, que, a su vez, merecen una legislación especial por la importancia que tiene la vida del Estado y por su permanencia en el tiempo y el espacio, o sea que se la defina como lo hace Jaime Guasp.” ( I )

En cuanto a las criticas hechas a la teoría de la institución podremos expresar que en realidad no se trata de críticas de fondo ni debidamente fundamentadas.

Decir que por la diversidad de significados que existen del término “institución” no es correcta la teoría, no nos parece una crítica seria o formal, puesto que bien sabido es que en toda lengua siempre hay vocablos que tienen diferente significado y en cada caso debe hacerse una determinación previa del sentido en el cual va a ser utilizado.
________________
(1)Pallares, Eduardo. Op. Cit. Páginas 423

En cuanto a la critica relativa a que esta teoría abre un nuevo debate que se estimaba cerrado al considerar que el proceso es una institución sin perjuicio de ser una relación, se puede decir que con ella no se están rebatiendo las ideas aportadas por la teoría de la relación jurídica; el mismo GUASP explica que si rechaza esa teoría no es porque sea inexacta sino porque es insuficiente ya que es necesario integrar todo el cúmulo de derechos y obligaciones en una unidad superior que no se obtiene con la fórmula de relación jurídica compleja. (1) 
________________
(1)Guasp, Jaime. Op. Cit. Páginas 21 y 22
CAPITULO II

REQUISITOS PARA LA EFICACIA DE UN PROCESO

La eficacia jurídica de un proceso radica en alcanzar el propósito para el cual fue iniciado y éste consiste en lograr del Organo de la Jurisdicción una sentencia que satisfaga la pretensión, o sea, una sentencia que encierre un pronunciamiento que decida sobre la procedencia o improcedencia de la pretensión en base a un estudio de fondo de la cuestión debatida.

Pero para ello va a ser necesaria la concurrencia de varios requisitos.

En principio se requiere de una DEMANDA. La demanda constituye un acto procesal de parte de carácter especial; con ella se inicia el proceso y además es en ella que va contenida la pretensión cuya satisfacción es precisamente lo que se busca lograr mediante el proceso a que da nacimiento.

Por ello esta figura puede ser estudiada desde dos perspectivas: como acto procesal y como uno de los elementos básicos del proceso, y desde cada una de esas perspectivas va a tener requisitos propios, de los cuales unos van a ser necesario para su eficacia como acto procesal de iniciación de un proceso y otros para la eficacia general de ese proceso.

Dado el carácter tan especial de este acto, adelante se realizará un estudio más detenido sobre el mismo, bastando por ahora, para efectos de desarrollo del presente capítulo, lo anteriormente mencionado.

A parte de una demanda, para la eficacia de un proceso se requiere de la existencia del ORGANO DE LA JURISDICCIÓN y de las PARTES, es decir, de un ente juzgador investido de JURISDICCIÓN y de los sujetos que ocuparán las dos posiciones antagónicas que se encuentran en todo proceso, quienes deberán tener precisamente CAPACIDAD PARA SER PARTE.

Pero no es suficiente con la existencia del Organo de la Jurisdicción y de las Partes, es necesario también que el Organo de la Jurisdicción tenga COMPETENCIA para conocer del asunto y que las Partes que actúen en el proceso tengan CAPACIDAD PROCESAL, o bien, si carecen de ella, que su falta sea suplida mediante la figura de la REPRESENTACIÓN PROCESAL.

Hay que indicar que estos requisitos de eficacia que hemos mencionado t que son específicamente referidos a los sujetos que básicamente intervienen en el proceso, como se habrá podido observar, inciden, en términos generales, en la constitución de éste último, sólo que unos lo hacen desde la perspectiva de su existencia t otros desde la perspectiva de su validez, como más adelante se podrá apreciar.
En todo caso, algunos autores los denominan PRESUPUESTOS PROCESALES.

Ahora bien, específicamente respecto de las Partes, existe un tercer requisito; la LEGITIMA CONTRADICCIÓN, la cual constituye una condición de eficacia de carácter muy singular.

Antes de continuar mencionando los demás requisitos de eficacia del proceso, haremos una observación que nos va a ser de mucha utilidad para comprender a cabalidad el tema central de esta tesis.

Si concibiéramos al proceso como un edificio, podríamos señalar que de los requisitos de eficacia que hasta ahora hemos mencionado, la demanda, el Organo de la Jurisdicción y las partes confirmarían la base o el cimiento de ese edificio, y las demás condiciones que cada uno de ellos deberá reunir serán elementos de carácter secundario que incidirán en alguna medida en la base primaria conformada por aquellos.

En orden aparte, existen otros requisitos para la eficacia de un proceso, los cuales están referidos a la actividad que dentro de él van a realizar los sujetos de la relación procesal, siendo por ello condiciones que inciden en el desarrollo del proceso mismo. Estos requisitos son aquellos que se exigen en la realización de los actos procésales: FORMA O DISPOSICIÓN EXTERIOR, esto es, la actividad misma que debe ser ejecutada por los sujetos; CIRCUNSTANCIAS DE TIEMPO Y LUGAR en las que debe ser realizada esta actividad; y en algunos actos específicos, el acaecimiento en forma simultánea a dicha realización de ciertos hechos, a los que llamaremos HECHOS CONVERGENTES.

Hay que señalar que todos los requisitos que hemos mencionado, a excepción de la demanda y de la legítima contracción, al ser estudiados desde otra perspectiva son citados por la doctrina y por el legislador como requisitos de eficacia de los actos procésales.

Esta coincidencia se deberá que, como bien sabemos, el proceso llevado a la práctica consiste en una serie concatenada de estos, los cuales son ejecutados por ciertos sujetos Organo de la Jurisdicción y Partes, en principio -, y para que los mismos sean eficaces deberán cumplirse determinados requisitos, unos atingentes a los sujetos que los realiza y otros a la actividad que los mismos implican.

De tal manera que siendo eficaces todos y cada uno de los actos que conforman el proceso, el resultado será la eficacia del mismo.

Pero en algunos procesos, además de los requisitos que acabamos de mencionar y de los cuales podría decirse que son de aplicación general para todos los procesos, son necesarios otros de carácter especial consistente en la realización de uno o varios actos; su existencia condiciona para entrar a conocer del fondo y emitir una sentencia que satisfaga la pretensión ya los que denominaremos ACTOS CONDICION.

En todo caso, la omisión de alguno de estos requisitos, generales o especiales, acarrea la ineficacia del proceso, impide en definitiva o momentáneamente, según fuere el caso, la obtención de una decisión que satisfaga la pretensión.

Ahora bien, es ésta una consecuencia de carácter general, pero dependiendo del requisito omitido puede hablarse de sanciones más específicas, como inexistencia jurídica (1), nulidad subsanable o ratificable, nulidad insubsanable o irratificable, ineptitud de la demanda o de la acción, inadmisibilidad del acto, decaimiento del derecho, ineficacia e imposibilidad para conocer del fondo del asunto por omisión de alguna condición para tal efecto.

A continuación expondremos en forma breve en que consiste cada uno de los requisitos mencionados y la sanción específica por su omisión, suprimiendo algunos aspectos relativos a la demanda que serán estudiados más adelante.

Vamos a comenzar por los que se exige a los sujetos que básicamente van a figurar e intervenir en el proceso.

En primer lugar es necesaria la existencia de un ente juzgados dotado de jurisdicción y de competencia.

La jurisdicción, para el estudio que estamos iniciando, puede ser entendida como el poder que tiene el Organo Jurisdiccional para satisfacer pretensiones, o si se quiere, para administrar justicia conforme a las leyes por medio de los órganos que lo conforman, los cuales se encuentran, por tal razón, investidos por el Estado para que en su nombre realicen esa función; de manera que, son estos órganos los que desempeñan el rol de juzgador en los procesos.
____________________
(1) Si es que se admite la distinción que en teoría algunos autores hacen entre la inexistencia y la existencia defectuosa de algún acto.

Hay que indicar que un proceso seguido ante un ente juzgador que no está investido por el Estado para desempeñar tal función, la cual constituye la llamada función jurisdiccional, no es en realidad un verdadero proceso, constituiría una serie de actos carentes de existencia para el Derecho.

Debe quedar muy claro que este poder lo poseen todos y cada uno de los órganos que en conjunto forman el Organo Jurisdiccional.

Ahora bien, la competencia es la potestad que tiene cada órgano de la jurisdicción para ejercer la función jurisdiccional en determinados asuntos con exclusión de otros, de tal manera que, a cada órgano va a corresponder el conocimiento de cierto grupo de asuntos, o si se quiere, de pretensiones, con preferencia y exclusión de otros.

Si un proceso es seguido ante un órgano de la jurisdicción que por algún motivo no es competente para conocer del caso concreto, sea por tratarse de una competencia improrrogable (competencias por razón de la materia y por la función o grado, o por razón de la cuantía o valor, por regla general) o de una competencia prorrogable (competencia por razón del territorio) que nunca fue adquirida o prorrogada ni expresa ni tácitamente por la parte y, no obstante ello, el órgano de la jurisdicción siguió conociendo, el proceso en estos casos es nulo de nulidad insubsanable (art. 32 y 1130 Pr. C.) (1)

En cuanto a los sujetos que van a ocupar los extremos de la relación jurídica procesal, es indispensable que tengan capacidad para ser parte, la cual es definida como la aptitud jurídica para ser titular de derechos y obligaciones de carácter procesal (2), y es poseída por todas las personas tanto naturales como jurídicas por el simple hecho de ser tanto naturales como jurídicas por el simple hecho de ser consideradas como personas por el Derecho, a cuyo estudio nos dedicarse en el siguiente capítulo.

Si en la práctica se diere el caso en el que uno o ambos titulares de la relación jurídica procesal no es o no son de estos entes considerados por el derecho como personas o sujetos de derecho, estaríamos ante un proceso defectuoso en su base, faltaría uno o dos de sus elementos subjetivos, siendo por ello un proceso ineficaz.

Respecto a lo manifestado en el párrafo anterior es necesario señalar que existen casos excepcionales en los q ue masas de bienes o patrimonios sometidos a un régimen especial y carentes de personalidad jurídica pueden ocupar, sin embargo, alguno de los extremos de la relación jurídica procesal, como las sucesiones, la herencia yacente, y los bienes del concurso y de la quiebra.
___________________
(1) En este punto nos hemos referido únicamente a los requisitos del Organo de la jurisdicción como tal y no a los requisitos o condiciones que deba reunir la persona natural que en un proceso determinado lo personifique. 
(2) Guasp, Jaime. DERECHO PROCESAL CIVIL. Tomo Primero Tercera Edición Corregida. Instituto de Estudios Políticos. Madrid, 1968. Página 173

El otro requisito atingente a los sujetos que ocupan las dos posiciones antagónicas existentes en todo proceso, aunque no de carácter indispensable, es la capacidad procesal que no de carácter indispensable, es la capacidad procesal o legitimado ad processum; esta capacidad consiste en la aptitud que tienen ciertos sujetos para realizar por sí mismos actos procésales jurídicamente eficaces, y es poseída por aquellas personas que tienen capacidad de ejercicio o capacidad para obligarse por sí mismas de conformidad a las reglas del derecho Civil y a cuyo estudio también nos dedicaremos en el próximo capítulo (Arts. 1317, 1318 C. C, y 16 Pr. C.)
Una persona que posee esta capacidad perfectamente puede actuar por sí misma en un proceso, pero si por el contrario carece de ella, deberá hacerlo por medio de su representante. Es por esta razón que este requisito no es esencial, su falta puede ser suplida mediante la representación procesal (art. 16 inc. 2º Pr. C.)

Pero, si no obstante su incapacidad, la parte actúa por sí misma en el proceso, lo actuado en éste es nulo, aunque subsanable ya el vicio puede ser cubierto por su representante (Art. 1131 Pr. C.)

En cuanto al sujeto que interviene en el proceso como representante de una parte incapaz de actuar procesalmente, debe comprobar que está facultada para representar a esta persona; si un sujeto ejecutare actos en tal carácter sin demostrar legalmente que está facultado para ello, lo actuado en el proceso adolece también de nulidad. (arts. 1131 Pr. C.). (1)

En este punto vamos a hacer una observación: por capacidad procesal o ligitimatio ad processum vamos a entender únicamente aquella capacidad atribuida a los titulares de la relación jurídico procesal, es decir, a las propias partes, concepto que no vamos a extender a la habilidad que ya sea por ley o por voluntad particular poseen ciertos sujetos para ser representantes o auxiliares de estas en el proceso.

En todo caso, la omisión de alguna de estas capacidades, ya sea de la parte o de su representante, acarrea la nulidad de los actos que se realicen en el proceso, lo único que siempre va a ser necesario distinguir el origen de la misma según sea el requisito que falte: capacidad procesal de la parte o facultad para ser su representante.

Es interesante señalar el caso específico de ciertos sujetos que no obstante ser capaces de obrar procesalmente, se encuentran incapacitados por una disposición procesal para actuar en un proceso, nos referimos a los magistrados, ya sean demandantes o demandados, y al cesionario de derechos, ha quienes la ley no les permite actuar por sí mismo, aunque tengan capacidad de ejercicio, ya que están obligados a nombrar procurador para que los represente en juicio. (Arts. 50 y 104 Pr. C.)
__________________
(1) Todo ello se extiende también al representante voluntario de una parte (Art. 1875 C. C.)

A estos individuos que se encuentran en estas situaciones tan irregulares los denominaremos incapacitados para distinguirlos de los incapaces procésales.

En todo caso, cuando un incapacitado por disposición especial actúe en un proceso, no existe posibilidad, como en el de los incapaces, de subsanar el defecto; sus actos son inadmisibles y si no obstante ello fueren admitidos, habrá necesidad de que el órgano de la jurisdicción revoque las resoluciones en las que hubiere aceptado dichos actos, así como también sus posibles consecuencias.

El tercer y último requisito atingente a los sujetos que van a ocupar las dos posiciones contrapuestas del proceso es la legítima contracción.

Para ser parte de un proceso determinado no basta con tener capacidad para ser parte, se requiere además que el sujeto que figure como parte en dicho proceso se encuentre en la posibilidad de ser efectivamente el sujeto a que se refiere el supuesto hipotético de la norma material que sirve de fundamento a la pretensión.

La legítima contradicción consiste precisamente en la aptitud que tiene un individuo para figurar como parte en un proceso específico, la cual es determinada de conformidad a la situación prevista como supuesto hipotético de la norma en que se basa la pretensión que va a ser satisfecha mediante ese proceso.

Lo anterior se explica de la siguiente manera:

Es necesario que los individuos que van a ser partes en el proceso figuren en la demanda como sujetos que efectivamente se encuentran en la situación prevista por la norma jurídica material en la que se funda la pretensión, es decir, deben parecer verdaderos titulares de la relación o situación jurídica que va a ser discutida, uno como titular activo y que por lo tanto le asiste el derecho para hacer el revo y que por lo tanto le asiste el derecho para hacer el reclamo, y el otro como titular pasivo y por consiguiente como obligado a responder del reclamo, independientemente de que todo ello sea o no sea verdad.

Esto se logra cuando en la demanda a cada una de las partes se le atribuye la calidad que la ley exige o se le coloca en las condiciones y circunstancias previstas respectivamente para ser titular activo y titular pasivo de la relación o situación jurídica a discutir, siempre y cuando además, el sujeto a quien se atribuyen tales caracteres sea un sujeto idóneo para ser receptor de ellos. (1)
________________________
(1) Esto último en virtud de que existen normas cuyo predicado sólo puede ser aplicado a cierto tipo de personas, así, hay unas que específicamente aluden situaciones en las que únicamente pueden encontrarse personas naturales de determinado sexo; existen otras que sólo pueden ser imputadas a personas jurídicas; y también hay otras que pueden ser aplicadas indistintamente a personas naturales y jurídicas. Por ello, para ser legítimo contradictor, no basta con atribuir a un Sujeto calidades, condiciones y circunstancias, el sujeto además debe ser idóneo para tales atributos.

De manera que, las partes al ser presentadas así en la demanda tienen la apariencia de ser efectivamente los titulares de esa relación o situación jurídica, y al ser por lo menos aparentemente sus titulares, se abre la posibilidad de que en realidad lo sean y que el reclamo sea fundado.
Es pues, esta “apariencia” al menos lo que legitima a un individuo para poder figurar como parte en un proceso determinado.

Por ello, para plantear una demanda, deberá hacerse de conformidad a la situación prevista por la norma material en que se funda la pretensión, colocando a cada parte que se supone son sujetos idóneos – en la situación que dicha norma prevé para ser titular activo o pasivo de la relación o situación jurídica que ella encierra, es decir, atribuyéndoles las calidades, condiciones y circunstancias previstas para serlo.

Pero si en un caso se diere que en la demanda los sujetos aparecen en un caso se diere que en la demanda los sujetos aparecen colocados en una situación que no es la prevista por la norma para ser titulares de la relación o situación jurídica, sea porque no aparecen como los sujetos que tengan las calidades o que se encuentren en las condiciones y circunstancias precisas para serlo o porque no son sujetos idóneos para ser receptores de tales atributos, es obvio que no se encuentran en la posibilidad de ser sus efectivos titulares ya que no parecen serlo en lo más mínimo.

La demanda que en su planteamiento no presenta a una o a ambas partes como posibles titulares de la relación o situación jurídica que se discute adolece de un defecto en su contenido, el cual trae como consecuencia la no emisión por parte del órgano de la jurisdicción de una sentencia que satisfaga la pretensión objeto del proceso que mediante tal demanda se dio inicio, siendo por ello que a la misma se le califique como inepta.

Ante una demanda semejante, no existen ni la más mínima posibilidad de que el actor este acertado en sus “pretensiones”.

En el siguiente capítulo vamos a hablar más sobre este requisito, para una mayor comprensión de lo expuesto.

Corresponde a continuación el estudio de los requisitos de la actividad que dentro del proceso va a ser desarrollado por los sujetos que en él van a actuar, pero antes de dar inicio a su estudio se debe dar una definición de acto jurídico.

GUASP lo define como “el acaecimiento, caracterizado por la intervención de la voluntad humana, por el cual se crea, modifica o extingue una relación jurídica”. (1)

Entendido así el acto jurídico, el mismo autor define al acto jurídico procesal como “aquel acto o acaecimiento caracterizado por la intervención de la voluntad humana, por el cual se crea, modifica o extingue alguna de las relaciones jurídicas que componen la institución procesal”. (2).
__________________
(1) y (2) Guasp, Jaime Op. Cit. Tomo Primero. Página 260

es importante señalar que todo acto jurídico se compone por una voluntad interna o intención, y la manifestación al exterior de esa voluntad, la cual es conocida por voluntad externa o declarada, siendo específicamente esta última voluntad la que al Derecho Procesal le interesa; ella constituye la proyección al mundo de la voluntad interna de un sujeto; es la actividad que se exterioriza.

En las leyes procésales se establece cuál debe ser la forma o disposición exterior de los actos: en qué debe consistir y como debe ser llevada a cabo la actividad, y si ésta no es realizada tal como está dispuesto, el acto será inadmisible si proviene de alguna de las partes; o será inadmisible si proviene de alguna de las partes; o será nulo, si es del Organo de la Jurisdicción.

Así pro ejemplo, el primer acto en un proceso es l demanda, que es un acto de parte y el cual, como todo acto procesal, debe ser exteriorizado en la forma prevista por la ley, y en su caso específico tal forma se encuentra establecida principalmente en los arts. 192 y siguientes Pr. C. (1)

La demanda puede ser oral o escrita según sea lo que se reclame; si es escrita deberá redactarse en papel sellado correspondiente; debe llevar cierto contenido; designación del órgano de la jurisdicción al cual va dirigida, nombres de las partes, carácter en que actúa quien formula la demanda, lo que pide, etc.; además debe llevar firma y sello de abogado director si el peticionario no lo fuere (Arts. 104 y 1250 Pr. C.) t la fecha en letras (Art. 1252 Pr. C.)
____________________
(1) Aquí estudiamos a la demanda como acto procesal de parte, es decir, como pura actividad; no nos referimos a ella como elemento básico o constitutivo del proceso.

También podríamos agregar que lo expuesto en ella debe ser claro e inteligible.

De igual manera y en los aplicable, el legislador exige requisitos formales en la contestación de la demanda y demás peticiones que los particulares hagan al órgano de la jurisdicción durante la tramitación del proceso.

Todas estas peticiones de las partes, si no cumplen con los requisitos establecido son inadmisibles.

En cuanto a los actos del órgano de la jurisdicción, que a diferencia de los actos procésales de parte que son siempre de postulación, pueden ser clasificados en actos de decisión, de comunicación, de impulso y de documentación, el legislador también ha establecido requisitos formales que deben llenar cada uno de ellos para que sean considerados eficaces y válidos. El Código de Procedimientos Civiles establece la forma de las notificaciones (Arts. 207 y 208 Pr. C., entre otros), de las actas de práctica de diligencias, de la redacción de las sentencias definitivas, tanto de los tribunales superiores como de los inferiores ( Arts. 427 y 428 Pr. C.) y de los diferentes tipos de resoluciones y la manera de autorizarlos (Art. 429 Pr. C.)

Si uno de estos requisitos es omitido, el acto es nulo y contagiaría de nulidad a todos los actos que se hubiesen realizado con posterioridad a él.

Puede ocurrir que la omisión no sea de algún requisito del acto del órgano de la jurisdicción sino que haya una omisión total del acto, lo que también acarrearía la nulidad de todos los actos posteriores, como por ejemplo la falta de notificación del auto de apertura a pruebas. (Arts. 220 inc. 3º y 221 Pr. C.)

Es necesario señalar que en el caso de algunas de las nulidades previstas por el legislador, bajo ciertas y determinadas circunstancias, su efecto puede ser neutralizado al no causar daño alguno a la parte que pudiera haber salido afectada, o bien, pueden ser cubiertas al no ser alegadas (Art. 1115, 1120, 1126 Pr. C.)

Ahora bien, en el Derecho Civil es de vital importancia para la validez del acto la consideración de la voluntad interna (que esté libre de vicios del consentimiento, Art. 1322 C. C.). En cambio en el Derecho Procesal, como antes manifestamos, es únicamente la voluntad declarada la que interesa para la validez del acto, es decir que en este campo, si el acto ha cumplido con la forma preestablecida, ese acto es válido y eficaz, sin interesar en mayor medida la voluntad interna.

Es sólo por excepción y bajo circunstancias especiales que en el ámbito procesal se hacen consideraciones a la voluntad interna, las cuales sirven para efectos diferentes a los que sirven en el ámbito civil.

Por ejemplo, la mala fe con que la parte actúe dentro del proceso puede provocar en un determinado momento la inadmisibilidad del acto, no obstante haber cumplido con la forma (Art. 1238 inc. 2º Pr. C.); en algunas ocasiones condena en daños y prejuicios (Art. 439 Pr. C.); y en otras, cuando se tratare de abogados, sanciones de tipo administrativo que pueden consistir específicamente en suspensión y hasta inhabilitación en el ejercicio de su profesión (Art. 1293 Pr. C., Art. 51 No 4 de la Ley Orgánica Judicial).

Cuando se tratare de una actuación del órgano de la Jurisdicción, ya sea movida por malicia, ignorancia inexcusable, negligencia o incluso por amenaza o fuerza, y el acto no pueda ser atacado en cuanto a su forma, la parte podría atacar su contenido jurídico valiéndose de los recursos que establece la ley, si esta posibilidad está abierta; pero no existe la posibilidad de atacar el acto en forma alguna y la parte resultare afectada en sus intereses por tal acto, esta podría entablar un juicio de responsabilidad contra el funcionario; también, aunque en otro orden, la parte podría denunciar a éste último ante la autoridad competente; o bien, caso creyere se ha configurado una conducta delictiva, podría iniciarse contra él proceso penal, pudiendo resultar de tales procedimientos su suspensión o remoción del cargo (Art. 473 C. Pn.; Arts. 54, 55, 57 y siguiente de la Ley de La Carrera Judicial).

Los otros requisitos atingentes a los actos procésales son ciertos factores externos que no forman parte de ellos; se trata de circunstancias exógenos que rodean su ejecución.

Así, los actos procésales deben ser realizados en la forma preestablecida por el legislador, pero además en su realización deben incidir circunstancias, de las cuales podemos mencionar, en principio, el TIEMPO y el LUGAR en el que el acto, y valga la redundancia, con todos sus elementos formales, debe ser ejecutado.

Los actos procésales tanto de las partes como del Organo de la Jurisdicción deben ser realizados en el tiempo y en el lugar que corresponda a cada uno de ellos; sino se cumple con estas circunstancias, los actos, en términos generales, son ineficaces.

La mayoría de estos actos se realizan en la sede del Tribunal, salvo algunos cuya realización debe hacerse fuera porque así determina la ley en consideración a su naturaleza, por ejemplo: los emplazamientos, las notificaciones, las inspecciones.

Los actos procésales de parte que no son realizados en el tiempo que les corresponde traen como consecuencia el decaimiento de un derecho que se manifiesta a través de una inadmisibilidad si la parte formula su petición extemporáneamente, como por ejemplo: la interposición de los recursos, la petición de fianza, la oposición de las excepciones dilatorias, la reconvención, la notificación en el Divorcio por mutuo Consentimiento, que deben ser hachos en un momento preciso.

Si el Organo de la Jurisdicción realiza un acto fuera del término correspondiente, ese acto no tiene eficacia, como sería una recepción de la prueba testimonial fuera del término probatorio; en dado caso, esa prueba testimonial fuera del término probatorio; en dado caso, esa prueba no hace fe.

En ciertos casos al no respetarse las circunstancias de tiempo y lugar, los actos del órgano de la Jurisdicción pueden estas afectados de nulidad, por ejemplo en el emplazamiento por esquela, al cual deben preceder tres búsquedas al demandado con los intervalos de tiempo correspondientes en la casa de habitación de éste; si no son respetadas estas circunstancias y se emplaza por esquela, hay nulidad en ese emplazamiento. (Arts. 208 inc. 3º., 210 y 1117 Pr. C.)

Otras circunstancias muy especiales las constituyen ciertos hechos, los cuales deben de existir en el momento en que se realiza el acto procesal, incidiendo en la eficacia del mismo y a los que denominaremos hechos convergentes, como en el inicio del capitulo manifestamos. Un ejemplo constituiría el hecho de la presencia del demandado dentro del territorio de la República al momento del emplazamiento; si se verificare el emplazamiento al demandado y éste no se encontrare en el país, habría nulidad. (Arts. 219, 1117 Pr. C.)

Ahora bien, respecto del proceso considerado como un todo y en ciertos procesos en especial, podemos referirnos a otro grupo de requisitos cuya presencia es necesaria para su eficacia jurídica. Se trata de determinados actos a los que, como al principio manifestamos, daremos el nombre de ACTOS CONDICIÓN, y que pueden ser definidos como aquellos actos cuya realización es necesaria para que pueda darse un pronunciamiento de fondo en base a los elementos de juicio aportados, es decir, una sentencia que efectivamente verse sobre la procedencia o improcedencia de la pretensión.

Si falta el acto condición, el juez esta imposibilitado para fallar sobre el fondo y pronunciará una sentencia pero declarando la falta del acto y la consecuente imposibilidad de dictar una sentencia que satisfaga la pretensión, no lográndose así el propósito para el cual el proceso fue iniciado.

Podemos mencionar como actos condición la ratificación de los cónyuges en el juicio de divorcio por mutuo consentimiento (Art. 148 No 2 C. C. Y Art. 585 Pr. C.) la notificación de la cesión de crédito (Art. 1692 C. C.); el plazo del llanto (Art. 1257 C. C.); la fijación del plazo (Art. 1365 C. C.); el desahucio (Art. 1739 C. C.); la notificación al donante de la aceptación de la donación (Art. 592 Pr. C.); la presentación del título ejecutivo junto con la demanda que dé inicio al juicio ejecutivo (Art. 593 Pr. C.); en el caso de rendición y examen de cuentas la presentación del documento que justifique la obligación. (Art. 569 Pr. C.)
C A P I T U L O III

LOS SUJETOS PROCESALES 

Los sujetos que básicamente intervienen en el proceso son el ORGANO JURISDICCIONAL y las PARTES, pero en vista de que la presente tesis hará énfasis en el estudio de la integración de estas últimas, no ahondaremos mucho en las cuestiones relativas al primero, las cuales son de gran complejidad y riqueza doctrinaria, dejando únicamente expuestas las ideas principales sobre el mismo y nos extenderemos en lo relativo a las PARTES.

1. EL ORGANO JURISDICCIONAL

1.1EL ORGANO JURISDICCIONAL Y LA JURISDICCIÓN

En el modernos Estado de derecho existe como principio político y como regla de organización la separación de poderes, la cual surge en vista de que las funciones que el Estado realiza no pueden ser ejecutadas por un solo órgano, sino que deben ser repartidas entre varios órganos para un mejor funcionamiento.

Estas funciones son: Función Legislativa, Función Ejecutiva o Administrativa y Función Jurisdiccional.
Es específicamente ésta última y el órgano a quien corresponde los que nos van a interesar. 

El estado debe procurar que entre sus miembros exista armonía y cohesión, así como también asegurar el goce y respeto de los derechos a cada uno de ellos conferidos, constituyendo lo anterior algunas de sus finalidades; pero teniendo en cuenta la imperfección de la naturaleza humana y la vida en sociedad, siempre surgen desavenencias entre los individuos y en ocasiones los derechos resultan vulnerados, causando insatisfacción dentro de la comunidad.

Es por ello que entre las funciones del estado existe una cuya finalidad específica es la tutela efectiva de los derechos, y es esta precisamente la FUNCIÓN JURISDICCIONAL o JURISDICCIÓN, como también se le llama, cuya realización encierra un doble interés del estado; primero, evitar un estado de inseguridad y conflicto que pueda repercutir en el orden público al causar perturbación en la colectividad la disconformidad que alguno de sus miembros pueda sentir en un momento dado, y segundo, porque el estado al conferir un derecho, reconociendo por ello la existencia de un interés digno de tutela, considera su existencia y cumplimiento como necesario y útil para la sociedad. (1)

Es exactamente por este interés que tienen el estado en llevar a cabo esta función que para el desarrollo de la actividad por la cual se concretiza le corresponde un poder supremo sobre todos los miembros de la colectividad, el cual constituye un verdadero derecho subjetivo del estado respecto de los particulares. A este poder se le conoce también por JURISDICCIÓN.
____________________
(1) Rocco, Alfredo, LA SENTENCIA CIVIL. Traducción de Mariano Ovejero, Editorial Stylo México, D. F. Páginas 13 Y 14.

De manera que, puede hablarse de JURISDICCIÓN en dos sentidos: como aquella función estatal tendiente a la tutela efectiva de los derechos y como el poder conferido para ejercerla.

Dentro de la organización estatal esta función y poder corresponden al ORGANO JURIDICCIONAL, el cual se encuentra compuesto por un grupo de órganos jerárquicamente ordenados y denominados ORGANOS DE LA JURISDICCIÓN

Es decir que la FUNCIÓN JURISDICCIONAL, atribuida al ORGANO JURISDICCIONAL es ejercida por éste a través de este conjunto de órganos que lo componen. 

Ahora bien, los ORGANOS DE LA JURISDICCIÓN están constituidos por personas, unos son colegiados y otros unipersonales, quienes reciben del estado el poder para que en su nombre ejerzan la función jurisdiccional, ya sea en forma conjunta o en forma individual, o sea, se les concede potestad para desarrollar las actividades tendientes a lograr la tutela efectiva de los derechos.
Para ser acordes con las nociones vertidas en el capítulo I, en el cual, siguiendo el pensamiento de JAIME GUASP, expusimos que concebíamos al PROCESO como un instrumento de satisfacción de pretensiones, la FUNCIÓN JURISDICCIONAL también puede ser entendida como aquella función específica estatal que tiende a la satisfacción de pretensiones (1), y la JURISDICCIÓN constituiría el poder atribuido al ORGANO JURISDICCIONAL para que, por medio de los ORGANOS DE LA JURISDICCIÓN que los constituyen, satisfaga pretensiones.

Por su parte nuestro legislador en el Art. 20 Pr. C. Define a la JURISDICCIÓN como el poder de administrar justicia conforme a las leyes.

Es necesario señalar que existe íntima relación entre los tres conceptos a los que nos acabamos de referir ya que no podemos concebir un proceso sin un juzgador dotado de jurisdicción, al igual que no podemos concebir a la función jurisdiccional sin un proceso en el cual pueda concretizarse. 

De lo anterior se colige que la JURISDICCIÓN (entendida como poder) es un presupuesto procesal del cual depende la existencia jurídica del PROCESO.

1. 2 CRITERIOS DE DISTRIBUCIÓN DE LA JURISDICCIÓN.

LA COMPETENCIA.

La función jurisdiccional es un concepto unitario, pero su ejecución e distribuida entre todos los órganos que conforman el Organo Jurisdiccional.

Esta distribución se hace en atención a ciertos criterios, los cuales van a determinar los asuntos sobre los que cada uno de los Órganos de la Jurisdicción va a conocer con referencia y exclusión de los otros, es decir, los asuntos sobre los cuales va a poder ejercer jurisdicción.
________________
(1) Guasp, Jaime DERECHO PROCESAL CIVIL. Tomo I, Tercera Edición Corregida. Instituto de Estudios Políticos, Madrid, 1968. Página 102.

Lo anterior es la aplicación de un nuevo concepto: el de COMPETENCIA.

La competencia puede ser entendida como la potestad que tiene cada Órgano de la Jurisdicción, sea unipersonal o colegiado, para ejercer la jurisdicción en determinados asuntos con exclusión de otros, o bien, como la define GUASP: “asignación a un cierto órgano jurisdiccional de determinadas pretensiones con preferencia a los demás órganos de la jurisdicción”. (1)

La competencia es, pues, el ejercicio específico de la jurisdicción. 

Los criterios básicos de la distribución de la jurisdicción y determinantes de la competencia de cada Organo de la Jurisdicción son los siguientes:
1º ) Por la materia o naturaleza de los asuntos; de acuerdo a lo anterior los asuntos van a ser distribuidos en forma tal que ciertos órganos van a conocer de cuestiones civiles, otros de las mercantiles, otros de las laborales, otros de las penales, etc. aunque van a existir unos que van a conocer de más de una clase de asuntos a la vez. Este criterio de distribución se basa fundamentalmente en la división del Derecho en sus diversas ramas según sea el tipo de relaciones que regulan y en las especializaciones que en algunas de ellas han surgido.

2º ) Por el valor o cuantía de lo reclamado; de conformidad a este criterio, los asuntos van a ser repartidos entre algunos órganos según sean de menor cuantía, mayor cuantía o de valor indeterminado.

3º ) Por la función o grado de conocimiento; según sean las instancias o grados de conocimiento del proceso unos van a conocer de determinados asuntos en primera instancia, otros en segunda y otros en casación.

4º ) Por el territorio; a cada órgano de la jurisdicción le corresponde una circunscripción del territorio del Estado en la cual van a poder ejercer la función jurisdiccional; entonces, en consideración a circunstancias subjetivas u objetivas se determina para cada órgano los asuntos que se encuentran dentro de su circunscripción territorial.

Es necesario señalar que la competencia determinada por razón del territorio, bajo ciertas circunstancias puede ser prorrogada; así, si en un principio un asunto que en virtud de este criterio no está incluido dentro de los que determinado órgano de la jurisdicción puede conocer, si se cumplen las condiciones previstas por el legislador sí a poder conocer de él (Art. 32 Pr. C.). 

Igual ocurre, aunque excepcionalmente, con la competencia por razón del valor o cuantía (Art. 32 inc. 3º Pr. C.)

Por el contrario, las otras dos competencias, por razón de la materia y por razón del grado o función son improrrogables.

Para concluir diremos que la competencia, al igual que la jurisdicción constituye otro presupuesto procesal de cuya presencia depende también la eficacia de un proceso, específicamente su validez.

Es necesaria la existencia del ente juzgador dotado de jurisdicción, pero además este debe ser competencia para conocer del asunto que va a ser tratado.

2. LAS PARTES

2. 1 CONCEPTO

Para GUASP, PARTE es “quien pretende y frente a quien se pretende, o más ampliamente, quien reclama y frente a quien se reclama la satisfacción de una pretensión”. (1) 
CHIOVENDA expone que “es parte el que demanda en nombre propio (o en nombre es demandada) una actuación de ley, y aquel frente al cual esta es demandada”. (2)

El concepto de parte procesal no tiene nada que ver con el derecho material ya que se es parte simplemente por figurar así en la demanda, sin importar si esa demanda es fundada o no.
__________________
(1) Guasp, Jaime Op. Cit. Tomo Primero. Página 170
(2) Chiovenda, José. PRINCIPIOS DE DERECHO PROCESAL CIVIL.Tomo II. Traducción Española de la Tercera Edición. Instituto Editorial Reus. Madrid, 1977.
Página 6.

Al respecto, CALAMANDREI, dice que se tiene la calidad de parte por ser la persona que propone la demanda y la persona contra quien se propone, de tal manera que, es el hacho de la proposición de la demanda la que les confiere tal calidad. (1)

Entonces, se es parte por el simple hecho de ser un sujeto que pretende y por ser el sujeto frente a quien se pretende una actuación del Órgano de la Jurisdicción.

Así comprendido el concepto de parte, podemos agregar que al sujeto que pretende se le denomina parte actora o simplemente actor o demandante, y al sujeto frente a quien se pretende se le llama parte demandada o simplemente demandado, y también tradicionalmente se le ha conocido como reo, aunque en los modernos códigos procésales hay una tendencia a eliminar esta denominación.

En ciertos procesos o en algunas etapas de ellos reciben designaciones especiales como ejecutante y ejecutado en el juicio ejecutivo, recurrente y recurrido en los incidentes de impugnación de alguna decisión judicial, y apelante y apelado en el caso específico del recurso de apelación o alzada.
____________________
(1) Calamandrei, Piero. INSTITUCIONES DE DERECHO PROCESAL CIVIL. Volumen I I. Traducción de la Primera Edición Italiana por SanTiago Sentís Melendo. Ediciones Jurídicas Europa-América. Buenos Aires, 1986. Página 297 

A continuación vamos a hacer referencia a la concepción de parte de EDUARDO PALLARES, la cual nos va a ser de mucha utilidad para comprender los principios que rigen a las partes procésales y las figuras recogidas bajo el nombre genérico de Pluralidad de Partes.

PALLARES sostiene que “por parte no debe entenderse las personas de los litigantes, sino la posición que ocupan en el ejercicio de la acción procesal.

Esta posición no puede ser otra que la del que ataca o sea la del que ejercita la acción y la de aquel respecto de la cual o frente al cual se ejercita. Por eso no hay más que dos partes: actor que es quien ejercita la acción y demandado, respecto del cual se ejercita la acción.

No importa que los actores sean varios o los demandados también sean dos o más personas. Siempre habrá dos partes únicamente, las que atacan y las que son atacadas mediante la acción”. (1)

En este sentido podremos comprender que en un proceso necesariament6e deben existir dos partes contrapuestas y sólo dos, es decir, dos posiciones diferentes y antagónicas, las cuales van a ser ocupadas por ciertos sujetos a los que también se les conoce con el nombre de partes.
____________________
(1) Pallares, Eduardo. DERECHO PROCESAL CIVIL. Séptima Edición. Editorial Porrúa, S. A. México 1978. Página 131

De manera que existen dos formas de entender el concepto de parte: la primera como una de las dos posiciones que coexisten en un proceso, y la segunda como el sujeto o sujetos, como se verá más adelante que ocupa alguna de esas dos posiciones Ahora bien, las partea entendidas como dos posiciones contrapuestas, como su mismo nombre lo indica, son partes o elementos de un todo y por lo tanto a pesar de ser contrapuestas, se complementan e implican, y es por ello que en el proceso siempre existen dos partes, no pudiendo existir la una sin la otra, son inseparables.

2. 2 PRINCIPIOS

A l enunciar las anteriores nociones generales de las partes dijimos que en un proceso siempre van a existir dos partes contrapuestas, esto determina dos principios:

PRINCIPIO DE DUALIDAD: éste significa que en un proceso siempre van a existir dos posiciones en un sentido lógico abstracto (1), una que corresponde al sujeto que pretende del Organo de la Jurisdicción una actuación que satisfaga favorablemente su pretensión y otra que corresponde al sujeto frente a quien dicha actuación es pretendida; es por ello que no puede concebirse un proceso con una sola parte; al haber dos posiciones, necesariamente. 
___________________
(1) Guasp, Jaime, Op. Cit. Tomo Primero. Página 171 

2. 3 PLURALIDAD DE PARTES (PARTES COMPUESTAS O COMPLEJAS)

Al comienzo de este acápite brindamos una definición de parte, la cual está basada en la regla general de que cada una de las posiciones antagónicas del proceso son ocupados por un solo individuo. Pero en ciertas ocasiones, a causa de circunstancias especiales, puede suceder que alguna o ambas posiciones se encuentran ocupadas por más de un individuo.
Estos fenómenos procésales son englobados en una figura genérica que en doctrina se denomina PLURALIDAD DEPARTES, de la cual básicamente hay dos tipos dependiendo de la índole de la relación que exista entre los individuos integrantes del extremo de que se trate.

Antes de continuar, haremos una observación, en estos casos lo que en realidad ocurre es que hay pluralidad de sujetos que están formando una parte única con carácter complejo; es por ello que no puede hablarse de una pluralidad de partes en ese sentido; éstas son dos y solamente dos, y por tal razonamiento es que no nos parece muy acertada la denominación antes referida y sería más correcto hablar de PARTES COMPUESTAS O COMPLEJAS.

Volviendo al punto inicial, la regla general es que un proceso siempre va a existir un sujeto que pretende y otro frente a quien se pretende, ocupando cada una de ellas una de las posiciones contrapuestas. 

Sin embargo, también pueden existir situaciones en las que dos o más individuos ocupen uno de esos extremos o que este fenómeno se dé en ambos extremos a la vez.

Así, podemos mencionar de condicionar el caso de dos o más individuos que en igualdad de condiciones se encuentren pretendiendo o frente a quienes se pretende una actuación del Organo de la Jurisdicción, o bien que se den ambas situaciones a la vez. Esta figura es conocida como LITISCONSORCIO y en ella siempre es aplicable la definición de parte que hemos mencionado, con la simple modificación de que ya no es un solo sujeto que pretende o frente a quien se pretende, sino que más de uno, es decir, varios sujetos que pretenden o frente a quienes se pretende.

Puede darse también un segundo caso, y aquí si vamos a apartarnos de esa definición. En ocasiones puede suceder que en el proceso intervengan otros sujetos colocándose en cualquiera de las posiciones contrapuestas, pero en un nivel inferior al que ocupan las partes. Su intervención se debe a que la sentencia que se dicte en proceso puede provocar alguna consecuencia en sus intereses al existir la posibilidad de que también resulten vinculados directamente por ella; es por tal razón que también son considerados como partes en el proceso. A estos sujetos se les conoce con el nombre de TERCEROS ADHERENTES O COADYUVANTES.

De manera que, no sólo son partes aquellas personas que pretenden y frente a quienes se pretende, si no que también son partes aquellos individuos que de una manera directa e inmediata pueden resultar afectados por el fallo que en el proceso se dicte.

A continuación procederemos a estudiar más detenidamente cada una de las figuras procésales que acabamos de mencionar.

2.3.1 LITIS CONSORCIO

El litis-consorcio es el fenómeno procesal que se caracteriza por la existencia de más de dos sujetos en una de las posiciones antagónicas del proceso, quienes se encuentran ocupando tal posición en igualdad de condiciones y unidos de tal forma que en conjunto integran la parte procesal.

El litis-consorcio puede darse en cualquiera de los extremos de la relación jurídico procesal, o bien, en ambos a la vez, determinado estas situaciones la primera clasificación, así si esa pluralidad de sujetos se da en la posición correspondiente a la parte actora, se denomina LITIS-CONSORCIO ACTIVO; si se da en la que corresponde a la parte demandada, LITISCONSORCIO PASIVO; y si esta pluralidad existe en ambas posiciones, entonces se le denomina LITIS-CONSORCIO MIXTO.

El motivo por el cual en un se dé un LITIS-CONSORCIO puede ser sola voluntad de ciertos sujetos o una necesidad lógica racional determinada en consideración a circunstancias especiales.

Lo anterior determina otro criterio de clasificación en base al cual el litis-consorcio puede ser FACULTATIVO O VOLUNTARIO y NECESARIO u OBLIGATORIO.

El primero es aquel que se origina por voluntad del particular o particulares que van a conformar la parte actora, según sea que un sujeto o varios decidan demandar a varios, que bien pudieran demandar separadamente, o porque varios sujetos decidan demandar juntos a otro pudiendo perfectamente hacerlo por separado. Ejemplos: cuando se demanda el cumplimiento de obligaciones conjuntas y el caso de dos personas que juntas demandan a otra para que las reconozca como hijos naturales.

Ahora bien, hay que indicar que para que pueda operar un litis-consorcio de este tipo, además de la voluntad de los individuos es necesaria la concurrencia de ciertas circunstancias las cuales deben determinar un punto de conexión entre los sujetos que justifique y permita a todos ellos conformar un solo extremo en la relación jurídico procesal.

No obstante lo anterior, siempre se deberá tener en cuenta que cada individuo será sujeto activo o pasivo, según fuere el caso, de una pretensión diferente respecto de sus litis-consortes; de tal manera que si las parte actora está integrada por un solo sujeto y la parte demandada por varios, el titular activo tiene una pretensión diferente respecto de cada uno de los sujetos que se encuentran como titulares pasivos; cuando existan varios individuos en la parte actora y un solo individuo en la parte demandada, cada uno de los titulares activos tiene una pretensión propia respecto del único titular pasivo; y cuando existan varios individuos integrando tanto una como otra parte, cada uno de los sujetos que se encuentre formando la parte actora tendrá una pretensión diferente respecto de cada uno de los sujetos que se encuentren en la parte demandada; y en general, cada pretensión implica la discusión sobre la existencia o no existencia de una relación jurídica material.

En todo caso, sin perjuicio de las múltiples relaciones procésales que surgen entre los sujetos, el proceso siempre es uno sólo, cada pareja que se forme en él, bien hubiera podido constituir el elemento subjetivo de una relación jurídico procesal independientemente (es decir, de un proceso independiente), pero por voluntad de los individuos que integran la parte actora se unen en uno sólo, dentro del cual habrán ciertos aspectos o efectos en los cuales cada relación conserva su individualidad.
Hay que señalar que los procesos en que se reclama el cumplimiento de obligaciones solidarias, sea la solidaridad activa o pasiva, pueden constituir también casos de litis-consorcio voluntario, pero con un carácter muy especial puesto que allí una o ambas posiciones del proceso pueden estar integradas por varios sujetos, pero la relación jurídica discutida es única; esto es un reflejo del mismo carácter excepcional de la solidaridad al campo procesal (Art. 1385 y 13382 inc 2º C. C.). En ciertas ocasiones, dada esa condición unitaria de la relación jurídica que nace de la obligación solidaria y existiendo la circunstancia de reclamaciones separadas sobre la misma relación jurídica, puede sobrevenir un litis-consorcio necesario, como más adelante se expresará.

Por su parte, el litis-consorcio necesario u obligatorio lógica determinada en consideración a circunstancias jurídicas especiales; algunas veces los casos se encuentran expresamente en la ley, como por ejemplo lo previstos en Arts. 1193 C. C. y 651 Pr. C. Y otras no, por lo que hay que deducirlos.

Su exigencia es motivada por ciertos factores que determinan la indivisibilidad de la relación jurídica material a discutir procesalmente entre diversos sujetos que supuestamente son los titulares de alguno de sus extremos, de tal forma que la titularidad activa o pasiva de ella sólo puede ser atribuida a varios en conjunto, y no individualmente considerados, por la misma naturaleza de la relación material o por el vínculo que existe entre los sujetos respecto de esa misma relación material. Lo anterior incide a tal grado en la eficacia del proceso que si el extremo de la relación jurídico procesal de que se trate no está constituida en esa forma, hay una integración defectuosa de uno de los presupuestos procésales subjetivos, o de ambos si se diere el caso, y la consecuencia de ello sería la imposibilidad de entrar a conocer del fondo del asunto.

De manera que, para que el proceso tenga eficacia, es necesaria la existencia de varios sujetos conformando una sola parte, pretendiendo someter a otro u otros a su interés, o bien, varios sujetos conformando una sola parte, a quienes se pretende someter al interés de otros u otros, o, que ambos extremos estén integrados por varios sujetos a la vez.

Aquí, a diferencia del litis-consorcio voluntario, la relación jurídica material controvertida es una sola, por lo que la pretensión también es una sola respecto de todos los sujetos, quienes se encuentran sosteniendo un mismo interés; es por ello que dicha relación debe ser discutida en un solo proceso, considerando a todos esos sujetos, y la sentencia que se dicte será igual para todos los litis-consortes.

Para concluir indicaremos que algunos litis-consorcios surgen como consecuencia de una acumulación subjetiva de acciones, por ejemplo: cuando existe una obligación conjunta y el acreedor, que perfectamente puede demandar a cada uno de los deudores en procesos diferentes por la cuota que en dicha obligación les corresponda, los demanda a todos en un solo proceso; así como también pueden suscitarse a raíz de una acumulación de autos cuando se fracciona el principio de unidad en la reclamación al discutirse en procesos diferentes una misma relación jurídica indivisible, o cuando en general se divide la continencia de la causa por ser varios los sujetos que reclaman una misma pretensión en distintos procesos, o bien, cuando una misma pretensión es reclamada a diferentes sujetos en diferentes procesos, para el caso, una solidaridad activa o pasiva.
Se vuelve, pues, imperioso acumularlos y que los sujetos que demandaron o fueron demandados separadamente integren una sola parte de carácter complejo.

2. 3. 2 TERCEROS COADYUVANTES

Dentro del proceso los extremos de la relación jurídico procesal son ocupados por la parte actora y por la parte demandada, las cuales bien pueden estar conformadas por un solo sujeto o por varios; estas partes son determinadas por regla general en la demandada, y es entre ellas que va a surtir efecto la sentencia que se dicte.

Pero durante el trámite de este proceso pueden intervenir otros sujetos; esto puede ocurrir en vista que dicha sentencia puede causarles alguna afectación directa e inmediata en sus intereses al poder resultas vinculados por ella.

Su intervención no va a ser como titulares activos o pasivos de la pretensión, pero van a participar en el proceso adhiriéndose a alguna de las partes y coadyuvando con ésta a sostener el interés que representa frente a la otra, por ello es que reciben el nombre de Terceros Coadyuvantes, y su participación en el proceso será subordinada a cualquiera de los sujetos que ocupan la posiciones antagónicas.

Esa misma subordinación al sujeto principal nos hace deducir que en realidad no estamos en presencia de una tercera posición. El Tercero coadyuvante toma parte en el proceso, si bien colocándose en un nivel inferior al sujeto que ocupa la posición de que se trate, pero siempre dentro de esa misma posición, es decir como un elemento más de la parte y por lo tanto también es parte. (Arts. 460 Pr. C.)

Su intervención es siempre voluntaria y su actuación está limitada a hacer no más de lo que pueda hacer el principal; puede realizar actos procésales tendientes a defender el derecho de éste último, como aportar pruebas, oponer, excepciones e interponer recursos, aunque existirán ciertos actos que sólo podrán ser efectuados por la parte principal, por ejemplo: la ABSOLUCIÓN DE POSICIONES.

En ocasiones muy especiales, pude ocurrir que uno de los sujetos principales, específicamente el titular pasivo de la pretensión, se convierta en tercero coadyuvante, y otro sujeto se vuelva titular pasivo, fenómeno que puede ocurrir cuando el demandado cite al vendedor o al fiador de evicción, tal como lo previene nuestro legislador e el Art. 225 Pr. C., que en doctrina recibe el nombre de litis-denunciación y configura uno de los casos de intervención.

Para concluir el tema de mal llamada Pluralidad de Partes, agregaremos que no incluimos dentro de él el caso de los Tercero Excluyentes o Terceristas en vista que la resolución judicial que se dicte en el proceso satisfaciendo la pretensión que media entre actor y demandado, sea que proceda o no, jurídicamente hablando no les interesa, puesto que no pueden resultar vinculados por ella, es decir, no resultan obligados por esa decisión. Lo que ocurre es que ciertos actos procésales que se den, o bien, los efectos del proceso en sí pueden afectar en alguna forma sus intereses, por lo que debe intervenir defendiendo un derecho propio.

Los terceros excluyentes intervienen en el proceso que se desarrolla entre el actor y el demandado en una posición diferente a las de éstos, para defender un interés propio, formándose de esta manera otro proceso denominado Juicio de Tercería, en el que las partes serán conformadas una por el tercerista y la otra por el actor y el demandado del primer proceso.

Es decir que, a diferencia del tercero coadyuvante, el tercero excluyente actúa independiente y separadamente de las partes, por ello no puede ser considerado como una de ellas, o, mejor dicho, como uno de los sujetos que la conforman, y tampoco puede ser considerado como parte en el proceso que se inició entre actor y demandado, puesto que él sólo pueden existir dos partes antagónicas.

Nuestra legislación señala como ejemplos específicos de ellos la Tercería de Dominio y las Tercerías de Pago Preferente y Concurrente. (Arts. 650 y siguientes Pr. C.)

2. 4 CONCEPTO FINAL

Después de lo expuesto acerca de las partes, se concluye que para elaborar una definición completa de PARTE, no sólo debe tomarse en cuanta la relación que un sujeto tenga respecto de la pretensión ya sea como el sujeto que pretende o frente a quien se pretende, sino que también la simple posibilidad de quedar en alguna forma vinculado u obligado por la sentencia que se dicte en el proceso; así, esa posibilidad respecto de unos individuos, por regla general, nace por figurar en la demanda, sea como actor o como demandado, y respecto de otros, por algún ligamen extra-procesal en virtud del cual una persona que no está directamente relacionada con la pretensión, puede también ser receptor directo de los efectos de la sentencia.

De tal manera que parte en un proceso es quien pretende y frente a quien se pretende una actuación del Organo de la Jurisdicción, y también aquél que en una forma directa e inmediata puede resultar vinculado por el fallo que satisfaga esa pretensión.

2. 5. CAPACIDAD PARA SER PARTE 

Para ser parte de un proceso, esto es, para poder ocupar una de las posiciones antagónicas que en él existen, se necesita tener CAPACIDAD PARA SER PARTE, la cual puede ser definida como la aptitud jurídica para ser titular de derechos y obligaciones de carácter procesal. (1)

Se puede observar que esta no es más que la aplicación al campo procesal de la capacidad jurídica, o capacidad de Derecho, como la denomina también Savigny, quien la define como la aptitud para ser sujeto de relaciones jurídicas (2), es decir, aptitud para ser titular de derechos y obligaciones en general que tiene toda persona por simple hecho de ser persona, y que es conocida también como capacidad de goce.

Haciendo una deducción lógica de lo anterior se concluye que toda persona por el hecho de ser persona tiene capacidad para ser parte en un proceso, siendo ésta un primer grado de capacidad, como lo veremos más adelante.

Así pues, tanto las personas naturales como las personas jurídicas, a partir del momento en que son consideradas como tales por el Derecho y mientras mantengan tal calidad, pueden ser parte en un proceso. 
_______________________
(1) Guasp, Jaime. Op. Cit. Tomo Primero. Página 173.
(2) Cabanellas, Guillermo. DICCIONARIO DE DERECHO USUAL. Tomo I. Ediciones Arayú, Buenos Aires, Argentina, 1953. Página 331.

Las personas naturales tendrán esta capacidad desde el momento de su nacimiento y la conservarán hasta su muerte.

Las personas jurídicas, por su parte, obtendrán esta capacidad desde el momento en que el Estado las reconozca como tales, el cual va a depender del tipo de persona de que se trate, y la van a mantener mientras conserven su personalidad jurídica. El fin de la existencia de estos entes, también va a variar según sea la clase de persona, y las circunstancias determinantes de este hecho están señaladas por el legislador.

La capacidad para ser parte, así considerada, no ofrece mayores complicaciones, bastará tener clara la idea que para ello es requisito primordial el ser persona.

La capacidad para ser parte, tal como se mencionó en el capítulo que antecede, es de importancia capital para la eficacia de un proceso, constituye un presupuesto procesal subjetivo cuya falta va a determinar uno de los grados mas altos de ineficacia en un proceso por falta de uno de los extremos de la relación jurídico procesal.

La dificultad se encuentra en ciertos casos excepcionales en los cuales alguno de los extremos de la excepción jurídico procesal no se encuentra ocupado por personas.

En ocasiones, dichas posiciones se encuentran ocupadas por masas de bienes o patrimonios sujetos a un régimen especial, como serían los casos de procesos en los que figuran como parte la sucesión o la herencia yacente.

En ellos lo que ocurre en realidad es que el titular de esos bienes es quien debería ocupar la posición de parte, pero al haber fallecido se volvió incapaz y es por ello que se demanda al patrimonio, el cual es representado por los herederos o por el curador nombrado respectivamente (Arts. 480, 1164, 1166, C. C.).

Otro caso de excepción, que desde cierto punto de vista puede decirse que es inverso al anterior, es el de los derechos eventuales del que está por nacer cuando hubiere necesidad de una actuación procesal para la protección de esos derechos, los cuales constituyen el patrimonio eventual de un individuo que aún no ha nacido, y que será representado por un curador (Art. 484 C. C.)

También existen los casos de las masas de bienes sometidas ya sea a concurso o a quiebra. En ellos el titular de esos bienes es persona, tiene, pues, capacidad para ser parte en un proceso, pero ha sido privada de la administración de dichos bienes, en vista de lo cual, las reclamaciones que tengan alguna relación con ellos deberán ser entabladas precisamente contra esa masa de bienes, la cual es representada por un síndico que para tal efecto se nombra, y quien será también el encargado de actuar en las gestiones de administración. (Art. 696 Pr. C.).

Existen otras situaciones muy peculiares que podrían mover a confusión, se trata de las uniones de personas que se agrupan para lograr algún fin, pero que no constituyen una persona jurídica. En estos casos, si se deseare entablar un proceso, la posición deberá ser ocupada por todos esos individuos en su carácter personal. (Art. 544 inc. Final C. C.)

2. 6 CAPACIDAD PROCESAL

En el tema anterior nos referimos a la capacidad para ser parte, la cual constituye, como lo mencionamos, un primer grado de capacidad que permite a una persona, simplemente figurar en un proceso, pero que no es suficiente para poder actuar en él, ya para ello es necesario tener un segundo grado de capacidad que se denomina específicamente CAPACIDAD PROCESAL y puede ser definida como la aptitud para poder realizar con eficacia actos procésales de parte (1). Es conocida también como LEGITIMATIO AD PROCESSUM.

Se observa que esta capacidad, al igual que la primera, no es más que la aplicación al campo procesal de la capacidad de ejercicio, para cuya definición haremos referencia de nuevo a las ideas de Savigny, quien la denomina capacidad de obrar o capacidad de hecho, y la define como el poder de realizar actos con eficacia jurídica (2).
_______________________
(1) Guasp, Jaime, Op. Cit. Tomo Primero. Página 176
(2) Cabanellas, Guillermo. Op. Cit. Tomo I. Página 331

Es necesario señalar que esta capacidad no es esencial, la parte puede no poseerla y en dado caso deberá ser suplida mediante la figura de la presentación procesal, como se aplicará en su oportunidad.

Básicamente, los parámetros que determinan la capacidad de ejercicio civil son los mismos que determinan la capacidad procesal civil, salvo por algunos casos específicos en los que el legislador procesal ha establecido sus propias reglas, por lo que para precisar quienes van a tener esta capacidad hay que hacer un paralelo con el Derecho Civil.

Así, respecto de las personas naturales, se dispone que tendrán capacidad procesal todas las personas que tengan capacidad de ejercicio, es decir, las que puedan ejecutar por sí mismas actos jurídicos eficaces; esta última capacidad es conocida en Derecho Civil como capacidad de obligarse y por regla general la tienen todas las personas naturales, salvo los menores de edad, sea que están sometidos a patria potestad o a laguna guarda los sordomudos que no puedan darse a entender por escrito y los enfermos mentales.

Estas personas, que constituyen la excepción, por el mismo hecho de ser personas son capaces de ser parte en un proceso, pero ellas por sí mismas no pueden actuar en él y deben hacerlo por medio de sus respectivos representantes legales; de manera que ellas pueden figurar en el proceso como parte actora, parte demandada o como tercero coadyuvante, pero a través de su representante legal.

Si alguno de estos incapaces procésales no tiene representante y deba ser parte en un proceso, el legislador dispone que debe nombrársele un representante para tal efecto. (Art. 134 y siguientes Pr. C. ).

Hay que señalar que a los menores de edad que no han sido habilitados y se encuentran bajo patria potestad o guarda, se les reconoce capacidad de ejercicio y por ende también capacidad procesal en las cuestiones relativas a su peculio profesional o industrial.

Casos muy singulares configuran los de ciertas personas que no obstante no encontrarse en ninguna de las situaciones anteriormente expuestas, es decir, no son incapaces procésales, sin embargo, el legislador no les permite actuar por sí mismos en el proceso por razones especiales. Se trata de los Magistrados y de los cesionarios de derechos, quienes están obligados a actuar por medio de procurador. A ellos hicimos referencia en el segundo capítulo y respecto de los cuales manifestamos que para distinguirlos de los incapaces procésales los denominaríamos incapaces (Arts. 50 y 104 Pr. C.)

También puede ser incluido en estos casos el de los litis-consortes cuando no gestionaren conjuntamente, pues el legislador previene que en tal situación deberán nombrar un procurador común, y si no lo hicieren él les nombrará un curador especial que los represente a todos (Art. 1289 Pr. C.)

Después de lo expuesto, se puede afirmar que todas las personas que no sean incapaces procésales eficaces, a menos por supuesto, que se trate de alguno de los incapacitados a que nos acabamos de referir.

Si una persona no tiene capacidad procesal y sin embargo comparece por sí misma en el proceso, sus actos no tendrán eficacia jurídica, y lo actuado en el juicio adolece de nulidad, pero se trata de una nulidad subsanable o ratificable, ya que las actuaciones del incapaz pueden ser cubiertas por su representante legal. (Art. 1131 Pr. C.)

En el caso de un incapacitado comparezca por sí mismo en el proceso, su petición no puede ser admitida, y sino obstante ello, se le admitiere, los actos procésales que realizare esta persona no pueden tener eficacia jurídica y a nuestro modo de ver, el Juez tendría que revocar las resoluciones en las que hubiere atendido sus peticiones.

También hay que agregar que toda persona que tiene capacidad de ejercicio, si bien puede comparecer por sí misma en un proceso, si lo desea puede hacer uso de la representación procesal y nombrar voluntariamente a otra persona para que la representante, la cual, de conformidad a las normas procésales vigentes, debe ser una persona que esté autorizada para procurar por otro.

En igual posibilidad se encuentra el representante legal de un incapaz para que en tal carácter nombre voluntariamente a otra persona a fin de que represente en el proceso al incapaz.

Por su parte, las personas jurídicas no tienen capacidad procesal en razón de su misma naturaleza ideal; la carencia de existencia física hace imposible que puedan comparecer por sí mismas en el proceso, por lo que deberán actuar en él por medio de su representante.

En este punto surge en nuestros Tribunales una controversia en cuanto a que si las personas jurídicas pueden comparecer en un proceso por medio de la persona que ocupa el cargo de representante o si deben hacerlo a través de una persona facultada para procurar, si este representante no lo fuere.


La discusión se ha remontado hasta las ideas sobre la naturaleza jurídica de la representación de las personas jurídicas. Algunos jurisconsultos sostienen que ésta en ciertas personas jurídicas es de origen legal y en otras de origen convencional y de carácter necesario y que respecto de las primeras, en vista que la representación que el representante ejerce deviene de la ley, no es necesario que sean representadas en juicio por una persona facultada para procurar si su representante no lo fuere; en cambio con las segundas, dado que la representación es de origen convencional, si será necesario nombrar procurador para que las representen en juicio si su mismo representante no estuviere facultado para procurar.

2. 7 LA LEGITIMA CONTRADICCIÓN

Toca ahora entrar al estudio de la legitima contradicción, la cual, como mencionamos anteriormente, es otro de los requisitos atingentes a los sujetos que ocupan las dos posiciones antagónicas del proceso para que éste sea eficaz, y además, un concepto de vital importancia para la comprensión de la figura conocida como ineptitud de la demanda, tema central de la presente tesis.

Vamos a advertir que dentro del ámbito procesal existen diferentes concepciones sobre la legitimación siendo por ello necesario hacer la aclaración que el concepto que vamos a desarrollar en este acápite está basado en las ideas de UGO ROCCO, y en alguna medida, en las observaciones de FRANCESSO CARNELUTTI y de ENRICO TULLIO LIEMAN, conteniendo además algunas connotaciones propias.

Para ubicarnos y así poder delimitar correctamente qué es legitima contradicción diremos que legitimación en términos generales puede ser entendida como la habilitación reconocida o concebida a una persona para poder participar en algún negocio o asunto, o para poder realizar determinados actos.

Pallares la concibe como “la situación en que se encuentra una persona con respecto a determinado acto o situación jurídica, para el efecto de poder ejecutar legalmente aquél o de intervenir en ésta. (1)

Analizando ambas definiciones se observa que se trata de una aptitud, pero no de una aptitud genérica sino que específica y que además puede ser de dos tipos; para poder tomar parte en determinado asunto, pero sin que ello implique actuar, o para poder ejecutar determinados actos, es decir, para actuar.

Ahora bien, la legítima contradicción se encuentra contenida dentro del primer tipo, es decir que, haciendo un primer acercamiento, se trata e una legitimación para poder tomar parte en un determinado proceso, sin que por ello implique actuar en él sino simplemente figurar como parte.

Es necesario además agregar que se trata de un concepto extra-procesal ya que, como más adelante explicaremos, va a tratar determinada en consideración a una norma de carácter material.

Demarcado el campo dentro del cual vamos a movernos, podemos iniciar el estudio del cual vamos a movernos, podemos iniciar el estudio del concepto de LETIMA CONTRADICCIÓN.

En apartados anteriores nos hemos referido a la capacidad para ser parte y a la capacidad procesal, las cuales configuran requisitos de carácter general en el sentido que los individuos que reúnan esas condiciones pueden, respectivamente, figurar y actuar como titulares de alguna de las dos posiciones contrapuestas que coexisten en todo proceso, recordando que la primera de estas puede faltar, a diferencia de la segunda que sí puede faltar, y ser cumplida mediante la representación procesal.
_____________________
(1) Pallares, Eduardo DICCIONARIO DE DERECHO PROCESAL CIVIL. Sexta Edición, corregida y aumentada. Editorial Porrúa, S. A. México, 1970. Pág. 531.

Pero al considerar un proceso en particular, es necesario determinar además si cierto sujeto que es capaz para ser parte en todo proceso, puede figurar en ese proceso en especial como actor o como demandado.

De manera que para poder ser parte en un proceso específico no basta tener la capacidad genérica para ser parte, se requiere además tener una capacidad específica para figurar, ya sea como parte actora o como parte demandada, precisamente en ese proceso, y a la cual denominaremos LEGITIMA CONTRADICCIÓN.

Un sujeto va a poseer esta aptitud cuando se encuentra en la posibilidad de ser efectivamente el supuesto hipotético de la norma material que sirve de fundamento al reclamo, y esta posibilidad surge al atribuir a la parte la calidad, condiciones y circunstancias que la ley prevé par ser titular activo o pasivo de la relación o situación jurídica material que se discute, siempre y cuando, además, el sujeto a quien se atribuyan estos caracteres sea idóneo para recibir tales atributos, independientemente de que efectivamente tanga tal calidad o que en él realmente incidan esa condiciones y circunstancias.

Para comprender a cabalidad lo que acabamos de manifestar debemos recordar que toda norma jurídica está integrada por un elemento fáctico: el supuesto hipotético, y un elemento jurídico: la consecuencia jurídica; y cuando en el mundo de la realidad se cumple el supuesto hipotético, ello provoca la correspondiente consecuencia jurídica, la cual implica el nacimiento de una relación o de una situación jurídica determinada.

Es decir que. La norma jurídica prevé una hipótesis que contiene determinada situación en la que puede o pueden encontrarse uno o varios sujetos; por ejemplo: que un individuo o varios realicen determinadas actuaciones , o que en él o en ellos coinciden ciertas condiciones y circunstancias; si esta hipótesis o situación acaece en la realidad, se concretizará o actualizará, en ese caso específico, la consecuencia jurídica prevista también por la norma, que bien puede ser un derecho, una obligación o una situación jurídica.

Hay que tener en cuanta que algunas normas jurídicas en sus supuestos hipotéticos contienen situaciones en las únicamente pueden encontrarse cierto tipo de personas, como las que se refieren exclusivamente a personas naturales o a personas jurídicas; hay otra que pueden ser referidas únicamente a personas naturales de determinado sexo; o bien hay otras que pueden referirse indistintamente a cualquier tipo de personas.

Entonces son las mismas normas las que determinan quienes son los sujetos a los que va dirigido su predicado y éstos van a ser los que precisamente se encuentran en las situaciones previstas en ellas y no a otros.

Así, existen normas cuyo supuesto hipotético sólo puede ser referido a individuos que tengan cierta calidad o carácter, como las que se aplican a los cónyuges, a los padres legítimos, a los hijos legítimos, al padre natural, al hijo natural, al propietario, al poseedor, al heredero, al legatario, al acreedor, al deudor, etc., o a los que se encuentran en las mismas condiciones y circunstancias que la norma determina, o bien a sujetos que tengan interés por existir algún vínculo jurídico que haga nacer ese interés.

Todo lo anterior se proyecta también al proceso así: un proceso se inicia con el fin de satisfacer una pretensión, la cual tiene su fundamento en determinada norma jurídica, ésta contiene un supuesto hipotético y una consecuencia jurídica que surge al realizarse ese supuesto; ahora bien, la reclamación que formule el actor deberá fundarse en ciertos hechos que éste afirma han ocurrido en la realidad, los cuales deberán necesariamente ser los mismos que la norma que sirve de base a la pretensión ha previsto como supuesto hipotético condicionante para la concretización de la consecuencia jurídica; es por ello que los individuos que en ese proceso van a figurar como partes deben aparecer en la demanda como los sujetos a los que se refiere el supuesto hipotético de la norma, esto es, deben presentarse como que tienen la calidad, el interés, o que en ellos inciden las condiciones y circunstancias que la norma prevé para ser sujetos del supuesto hipotético, y manifiesta que se han realizado los hechos que menciona dicho supuesto, sin importar si todo ellos es cierto o no, ya que eso es lo que en el proceso se va a comprobar.

También se deberá tener en cuanta que el sujeto a quien se atribuyen las calidades, condiciones y circunstancias, sea idóneo para ser receptor de tales atributos Por ejemplo:

En un proceso mediante el cual se desea disolver un matrimonio por la causal décima del Art. 145 C. C. Los individuos que figuren en la demanda como partes deberán ser un hombre y una mujer, en la misma deberá afirmarse que el actor y el demandado son cónyuges y que se encuentran separados en forma absoluta desde hace uno o más años consecutivos, etc.

En un proceso de reconocimiento forzoso de hijo natural por la causal primera del art. 283 C. C. Las partes deben ser dos personas naturales, una de las cuales, el demandado, deberá ser un hombre; en la demanda debe decirse que el actor es efectivamente hijo natural del demandado y que se halla en posesión notoria de su estado civil como hijo natural del demandado ya que éste lo ha tratado como hijo suyo, proveyendo a su crianza, educación y establecimiento, etc. En ocasiones en este tipo de procesos no es el presunto hijo natural o el presunto padre natural el que figura como parte sino que otras personas que tienen cierto interés en el asunto por existir una vinculación con alguno de estos dos sujetos, como es el caso de herederos y cesionarios, pero aún en estos casos la base es la misma respecto de los sujetos que se afirma se han encontrado en la situación prevista por la norma.

En el caso de un proceso de reivindicación, en la demanda el actor debe afirmar que es propietario del bien pero que no se encuentra en posesión de él va que el demandado lo está poseyendo.

De manera que, en este punto lo que importa no es que los que aparezcan como partes en el proceso sean efectivamente titulares de la relación o situación jurídica que se discute, sino que en la demanda parezcan como si en realidad lo son; así, al expresar los hechos, se debe situar a las partes como los sujetos a quienes va dirigido el predicado de la norma, colocar a la parte actora como titular activo de la relación y a la parte demandada como el titular pasivo, afirmando que cada uno de ellos se encuentra en la situación prevista para ser titular activo y pasivo respectivamente, ya que al sostener que un sujeto tiene determinada calidad o que en él inciden ciertas condiciones o circunstancias se le está dando determinada figura, se le esta conformando como el titular de un extremo de la relación y por lo tanto como el sujeto opuesto y contrario del otro que ocupa el otro extremo, a quien también se ha debido colocar en la situación precisa para ser su contrario; así existe una base para poder entablar la controversia tal como el legislador lo ha previsto y para que el órgano de la jurisdicción pueda emitir un pronunciamiento de fondo sobre el asunto.

Entonces, para poder ser legítimo contradictor en un proceso basta con que en apariencia la parte sea el sujeto a quien se refiere el supuesto hipotético de la norma, esto es, que en la demanda la parte parezca ser la persona que se encuentra en la situación prevista, teniendo siempre en cuenta en tal situación; pero si por el contrario ésta aparece colocada en tal situación sino que en una diferente – no aparece como el individuo tenga calidad requerida o que en él no incidan las condiciones y circunstancias previstas por la norma, o, en un caso extremo, resulta ser un individuo que no es idóneo para encontrar en tal situación -. Es obvio que dicho sujeto no se encuentra en la posibilidad de ser titular de la relación o situación jurídica que se discute y no valdría la pena entrar a analizar el fondo del asunto, decir a determinar si en base a los elementos de juicio aportados el supuesto hipotético se ha realizado, ya que, prima facie, se sabe que los sujetos así como han sido colocados en la demanda no se les ha asignado el papel idóneo para que en ese proceso figuren como actor o como demandado de conformidad a lo que la norma prevé, o definitivamente nos son sujetos a los que se les pueda asignar tal papel.

Ahora bien, es necesario aclarar que esta legitimación es diferente a la LEGITIMACIÓN AD CAUSAM expuesta por algunos autores como LEGITIMACIÓN AD CAUSAM expuesta por algunos autores como CHIVENDA y CALAMANDREI entre otros.

La LEGITIMACIÓN AD CAUSAM es definida por CHIVENDA como “la identidad de la persona del actor con la persona en cuyo favor está la ley (legitimación activa) y la identidad de la persona del demandado con la persona contra quien se dirige la voluntad de la ley (legitimación pasiva)”. (1)
__________________
(1) Chivenda, Giusseppe. INSTITUCIONES DEL DERECHO PROCESAL CIVIL. Volumen I. Traducción del Italiano por E. Gómez Orbaneja. Cárdenas Editor y Distribuidor. México. 1989. Página 208.

De manera que poseen esta legitimación el actor y el demandado que efectivamente sean los titulares activo y pasivo respectivamente de la relación o situación jurídica que se discute, lo cual va a ser determinando al final del proceso en la sentencia que acoja favorablemente la pretensión del actor.

Es por ello que está legitimación es una condición para obtener una sentencia de fondo favorable.

Ahora, la legitimación de la que hemos hablado en páginas anteriores, es una concepto más remoto e incluso más amplio que la legitimación ad causan a que nos acabamos de referir, ya que no se origina en una efectiva titularidad activa o pasiva de la relación o situación jurídica, sino que más bien reside en una apariencia de titularidad, derivada precisamente de la posibilidad de ser el sujeto a que se refiere el supuesto hipotético de la norma invocada, sin interesar si los sujetos que figuran en el proceso como actor y demandado efectivamente sean titulares de dicha relación o situación.

Así pues, si el actor y el demandado han sido colocados en la demanda como titulares de la relación o situación jurídica que se discute, puede ser que efectivamente sean los titulares, o bien que no lo sean, pero basta que parezcan serlo para desarrollar sobre esa base el proceso y emitir al final una sentencia de fondo que satisfaga la pretensión; ahora bien, si ya en el proceso se comprueba que los sujetos que figuran como partes en realidad tienen legitimación ad causam, y que además se han cumplido otros requisitos a los que oportunamente nos referimos, la sentencia que se dicte será favorable a la pretensión del autor; y si por el contrario no se ha demostrado la existencia concreta de tales circunstancias, la sentencia será desfavorable a la pretensión.

Por ello la legítima contradicción es un requisito para la eficacia de un proceso, es decir, para obtener una sentencia de fondo que satisfaga la pretensión, y más específicamente, para que la demanda que le dé principio no sea considerada inepta.

Entonces, al dar inicio a un proceso en particular, si se desea que éste al final sea eficaz, es necesario que los sujetos que se determinen y designen como partes en la demanda sean al menos aparentemente titulares de la relación o situación jurídica que se discute y para ello deberán ser mostrados como sujetos idóneos para poder serlo (atribuirles las calidades, caracteres, condiciones y circunstancias que la ley prevé para ello), y en tal razón afirmar que son los titulares de esa relación o situación y que se encuentran en la situación prevista por la norma como supuesto hipotético que condiciona para poder hacer el reclamo correspondiente.

Esto último es necesario puesto que un proceso se origina cuando en una demanda se afirma la existencia de una relación o situación jurídica, atribuyéndose en la misma. Su titularidad activa y pasiva a ciertos sujetos, independientemente de que todo ello sea cierto o no.(1)

Sobre lo anterior, cae a bien hacer referencia a ciertas ideas de UGO ROCCO, quien sostiene que es necesario un criterio básico para determinar qué sujetos están autorizados por las normas procésales para pretender del órgano de la jurisdicción un pronunciamiento respecto a cierta relación o situación jurídica y frente a qué sujetos se puede pretender este pronunciamiento, es decir, qué sujetos están legitimados para accionar y para contradecir frente a otros en un proceso específico. (2)

Expresa ROCCO que este criterio se determina en consideración a esa relación o situación jurídica objeto de la providencia que se pretende y consiste en la titularidad efectiva o solamente afirmada de la reclamación o de la situación jurídica, concepto que no debe ser “confundido con el de pertenencia o de existencia del derecho”. (3)
___________________
(1) Se debe tener siempre en cuenta que la titularidad afirmada de la relación o situación jurídica está referida al propio sujeto del que se asegura es su titular y puede tener aplicación en aquellos casos en que los que no se ha dispuesto que es necesaria la comprobación previa de la legitimidad ad causem.
(2) Rocco, Ugo. TRATADO DE DERECHO PROCESAL CIVIL. Volumen I. Traducción de Santiago Sentís MelendoY Marino Ayerra Redín. Segunda Reimpresión Inalterada. Editorial Temis- Editorial Depalma. 1983. Página 351, 352. 353, y 354.
(3) Rocco, Ugo. Op. Cit. Volumen I. Página 360

Después de haber expuesto las partes medulares de la concepción de ROCCO sobre lo que él denomina legitimación para accionar y contradecir, es obvio que su pensamiento constituya la base del concepto de legítima contradicción que explicamos en este acápite.
CAPITULO IV

ACCIÓN, PRETENSIÓN Y DEMANDA

En este capítulo nos vamos a dedicar a exponer algunas nociones básicas sobre la acción, la pretensión y la demanda, las cuales, si bien son tres conceptos diferentes, tienen cierta relación entre si, lo cual en ocasiones provoca que al ser estudiadas sean confundidos sus respectivos contenidos. Es por ello que vamos a analizarlas separadamente, delimitando cada uno de sus conceptos para poder distinguirlas correctamente.

1. L A ACCIÓN

El tema relativo a la acción es uno de los más debatidos en el Derecho Procesal, no existiendo acuerdo aún entre los procesalistas sobre la naturaleza jurídica y elementos de esta figura, y acerca de lo cual se han desarrollado múltiples doctrinas, cuyo estudio para efectos del tema central de esta tesis no nos va a interesar en mayor medida, por lo que únicamente nos limitaremos a brindar las nociones que sobre la naturaleza jurídica y elementos de esta figura, y acerca de los cual se han desarrollado múltiples doctrinas, cuyo estudio para efectos del tema central de esta tesis no nos va a interesar en mayor medida, por lo que únicamente nos limitaremos a brindar las nociones que sobre ella han sido emitidas por algunos notables autores y que a nuestro parecer consideramos las más acertadas.

Antes de entrar a tratar esta figura, nos permitiremos hacer una breve referencia a ciertos antecedentes que nos van a servir para una mejor compresión.

A lo largo de su existencia, el hombre va a necesitar de bienes materiales e inmateriales de la más diversa índole para poder vivir y satisfacer sus necesidades como ser humano individual y como miembro de una sociedad.

Algunos de estos bienes son indispensables y otros son superfluos, algunos los obtiene cuando es reconocido por el Derecho como persona y otros los va adquiriendo a lo largo de su vida.

En todo caso, la relación que media entre el hombre y estos bienes es reconocida por el Derecho, surgiendo así los derechos subjetivos.

Pero no basta con reconocer estos derechos, es necesario además asegurar su goce y respeto, es decir, deben ser tutelados, empresa que corresponde al Estado y que puede ser realizada de dos formas, según lo determinen las circunstancias.

La primera tutela que de ellos hace es precisamente al dictar la norma jurídica que los encierra, ya que en ella van contenidos también mandatos o prohibiciones dirigidos a los demás particulares para procurar su respeto; por su parte estos individuos deberán observar la conducta que en la norma se prevé. Es esta una tutela in abstracto de todos los derechos que el estado efectúa por medio del Derecho Objetivo.

Pero en ocasiones esta tutela resulta insuficiente ya que los particulares obligados no cumplen con lo que la norma les ordena, sea porque existe una incertidumbre acerca del goce del derecho o, cuando no existiendo tal incertidumbre, hay inobservancia de los mandatos o prohibiciones que establece la norma jurídica. En ambas hipótesis el derecho ha sido irrespetado.

Ante tales situaciones se hace necesaria la segunda forma de tutela, la cual se logra a través de la intervención activa del Estado cuando éste ejecuta la función jurisdiccional por medio de los órganos de la jurisdicción y a la que nos referimos en el capítulo que antecede.

El Estado va a tener siempre interés de desarrollar la actividad por la cual se concretice la función jurisdiccional ya que esta actividad puede servir de medio para obtener una declaración de certeza sobre la existencia de un derecho o la realización coactiva de la prestación a que se encuentra obligada determinada persona en razón de cierto derecho, cuando por alguno de los motivos que acabamos de mencionar (incertidumbre o inobservancia), los mismos han resultado vulnerados, logrando en esta forma su tutela efectiva, lo cual configura una de sus finalidades.(1)

Es por tal razón que la tutela efectiva de los derechos subjetivos de los particulares que se encuentran contenidos en el Derecho Objetivo configura un verdadero derecho subjetivo del estado frente a los particulares, quienes están obligados a soportar y respetar la actividad estatal, así como obrar de conformidad a las normas de derecho Procesal Objetivo que regulan las actuaciones que dentro del proceso realizan tanto ellos como el estado mismo a través de los órganos encargados de desarrollar la función jurisdiccional.

Es esta una relación de Derecho Público por cuanto el Estado interviene en el ejercicio de su poder soberano el cual es limitado y regulado por el Derecho Procesal que lo transforma precisamente en un derecho subjetivo.

Desde otra perspectiva, el ejercicio de la función jurisdiccional configura también un derecho de los particulares frente al Estado.

El Estado desempeña la función jurisdiccional en interés general, es decir, en interés y beneficio de todo el grupo social para evitar la inseguridad y el desorden que pudieran originarse si cada individuo se hiciera justicia por su propia mano, dañándose con ello la convivencia y la paz social.

Pero esta función puede ser ejercida no sólo en interés general sino que también en el interés especial y particular que cada uno de los miembros de este grupo social, particularmente considerado, pueda tener. Toda persona, o individuo con aptitud para ser titular de derechos subjetivos, va a tener interés en el desarrollo de esta actividad estatal precisamente por tener esa aptitud, ya que por medio de tal actividad se puede lograr una tutela efectiva de los derechos que pudieran pertenecerle.

Es por ello que entre el cúmulo de derechos que son conferidos y reconocidos a todas y cada una de las personas que se encuentra uno de carácter especial para exigir del Estado la prestación de la actividad jurisdiccional con el fin de obtener, en un momento determinado, la tutela efectiva de algún derecho que les pudiera corresponder al emitirse una declaración de certeza sobre la existencia de dicho derecho o la realización coactiva de la prestación de su correspondiente obligación.

Este derecho especialísimo se denomina ACCIÓN y su objeto es la actividad jurisdiccional, es decir, aquella acción positiva del Estado que desarrolla a través de los órganos de la jurisdicción en el ejercicio de su soberanía.(1)

De conformidad a lo anterior podemos definir a la acción como aquel derecho que tiene toda persona de pedir al Estado que por medio de los órganos especializados desarrolle la actividad jurisdiccional.
__________________________
(1) Ideas tomadas de: -Rocco, Alfredo. LA SENTENCIA CIVIL. Traducción de Mariano Ovejero. Editorial Stylo. México D. F. Capítulo I.
-Rocco, Ugo. TRATADO DE DERECHO PROCESAL CIVIL Tomo I. Traducción de Santiago Sentís Melendo y Mariano Ayerra Redin. 2ª, Reimpresión Inalterada. Editorial Temis, Bogotá, y Editorial De Palma, Buenos Aires, 1983 Parte Tercera, Capitulos I y II.

Este derecho tiene las siguientes características:

a) Es un derecho AUTÓNOMO E INDEPENDIENTE del derecho material, no se trata, como en un tiempo llegó a afirmarse, del mismo derecho material en movimiento haciéndose valer ante los tribunales, o de un elemento de éste o de una transformación (el derecho en pie de guerra con casco y armadura o el derecho elevado a una segunda potencia). (1)

La acción es un derecho totalmente diferente, el cual de conformidad a las ideas y definición antes expuestas, tiene por titular a toda persona, o sujeto de derecho, siendo la actividad jurisdiccional el objeto sobre el cual recae, la que a la vez constituye el objeto o prestación de la correlativa obligación a cargo del estado; por lo tanto, tiene su propia configuración y no puede en ningún momento ser confundido con el derecho material.

b) es un derecho ABSTRACTO. Esta característica es analizada desde dos puntos de vista, así:

1) Porque es un derecho que corresponde a todas las personas simplemente por tener esa aptitud para ser posible sujeto de derechos, independientemente de la circunstancia de que sean o no sean los titulares del derecho subjetivo material afirmado, es decir, la acción se abstrae de la existencia o no existencia de dicho derecho. (1).
_________________
(1) Couture, Eduardo J. FUNDAMENTOS DEL DERECHO PROCESAL CIVIL. Tercera edición (póstuma). Ediciones De Palma. Buenos Aires, 1977. Página 63.

2) Porque es un derecho a obtener la actividad jurisdiccional sin determinarse mayor contenido, de manera que, lo que se pide es pura y simplemente la prestación de esa actividad en términos generales, y no específicamente un fallo de contenido más o menos determinado (sentencia favorable o sentencia justa). En todo caso, dentro de toda esa actividad se concluye un fallo, pero se trata de un fallo abstrayéndolo de todo contenido. (2)

En este punto nos permitiremos agregar que en nuestra opinión, la primera consideración queda contenida en la segunda, pues si con el ejercicio de la acción lo que se busca es la prestación de la actividad jurisdiccional, abstrayéndola de todo contenido, quiere decir que cualquiera puede ejercerla, tenga o no tenga el derecho material que se afirme, porque su objeto es la actividad, independiente de que le asista o no le asista ese derecho.

c) Es un DERECHO PÚBLICO, ya que lo poseen los particulares frente al Estado como ente soberano, para que éste en tal carácter, ejecute una de las funciones estatales: la función jurisdiccional.

____________________
(1) Rocco, Ugo. Op. Cit. Tomo I. Página 264
(2) Guasp, Jaime. DERECHO PROCESAL CIVIL. Tomo Primero. Tercera Edición Corregida. Instituto de estudios Políticos. Madrid, 1968. Página 215.

Aquí cabe señalar que Couture ha sostenido que la acción es una manifestación del derecho subjetivo público de petición referido específicamente a solicitar del Poder Público la actividad jurisdiccional (1). Desde este perspectiva la acción constituye un derecho fundamental, es decir, uno de aquellos derechos contenidos en la carta magna de un Estado, por lo que es un derecho constitucional y no un derecho procesal.

Para concluir con estas breves nociones vamos a agregar que el ejercicio del derecho de acción se hace a través de una declaración de voluntad del particular que en un momento determinado desea el desarrollo efectivo de la actividad jurisdiccional; esta declaración de voluntad configura una petición dirigida al Organo de la Jurisdicción que sea competente para que dé inicio a dicha actividad, la cual se denomina DEMANDA y es por ella que se concretiza o actualiza la obligación del Estado de brindar ese servicio.

LA PRETENSIÓN

Al inicio del presente trabajo, cuando se desarrolló el tema correspondiente al proceso, basándonos principalmente en las ideas del insigne Jaime Guasp, hicimos referencia a este concepto.
_____________________
(1) Couture, Eduardo J. Op. Cit. Páginas 74 y siguientes.

Este autor concibe a la pretensión como una reclamación que un individuo hace ante un órgano estatal frente a otro individuo, la queja sociológica vista a través de la lente del Derecho, y la define como “una declaración de voluntad por la que se solicita una actuación de un órgano jurisdiccional frente a otra persona determinada y distinta del autor de la declaración”. (1)

En tal sentido la pretensión ante todo es un acto, específicamente, una declaración de voluntad de carácter petitorio, cuyo destinatario es el órgano de la jurisdicción; no se trata pues de un derecho.

Ahora, la actuación que se exige de éste órgano es un acto específico, que bien puede ser una declaración de voluntad que va a requerir para su emisión un conocimiento previo del fondo del asunto, o bien la realización de una conducta física que no va a exigir tal conocimiento.

En el primer caso, la pretensión recibe el nombre de pretensión de cognición, y en el segundo, pretensión de ejecución, y acerca de las cuales nos referimos en el capítulo antes mencionado. (2)

En todo caso este acto específico que se pretende del Organo de la Jurisdicción es lo que algunos autores denominan PETITUM y el fin hacia el cual que tiene el acto.
__________________________
(1) Guasp, Jaime Op. Cit. Tomo Primero. Página 217.
(2) Ver capitulo I. Páginas 13 y 14.

Pero al analizar a fondo la pretensión, podremos observar que lo que encierra esa reclamación o queja es la auto-atribución de un derecho que un sujeto afirma tener respecto de otro individuo, constituyendo éste un segundo sentido del concepto.

Es por ello que CARNELUTTI la concibe como “la exigencia de la subordinación de un interés ajeno al interés propio” (1) y sobre ella manifiesta que no es un derecho sino que un acto, específicamente una declaración de voluntad, que ni siquiera supone el derecho subjetivo que se atribuye, por lo que puede ser externada por cualquiera, tanto por quien tiene como por quien no tiene el derecho, y en tal sentido, puede ser fundada o infundada respectivamente la pretensión, puede haber derecho sin pretensión, es decir, se puede tener un derecho y no formular una pretensión, así como también puede existir pretensión sin derecho, esto es, auto-atribuirse un derecho que no se tiene. (2)

Concebida así la pretensión, puede apreciarse la diferencia que existe entre ella y la acción.
_______________________
(1) Carnelutti, Francesco. INSTITUCIONES DEL PROCESO CIVIL. Volumen I. Quinta Edición. Ediciones Jurídicas Europa América. 
Buenos Aires, 1973. Página 32.
(2) Carnelutti, Francesco. Op. Cit. Volumen I. Página 31

Al respecto, el Doctor VICTOR FAIREN GUILLEN, Catedrático de la Universidad de Santiago y colaborador en la elaboración de la NUEVA ENCICLOPEDIA JURÍDICA, expone que la acción es el derecho de excitar la actividad jurisdiccional del Estado que puede ejercer cualquier ciudadano justiciable y la cual logra su finalidad – poner en movimiento jurisdiccional al Estado – la proponga sea quien sea, es decir, independientemente de que el sujeto que la ejercita le asista o no la razón ya que eso va a ser decidido por el Tribunal al final del proceso, pero la acción ya fue ejercitada y en tal sentido fue eficaz. En cambio, la pretensión es un acto, una declaración de voluntad, es el acto de exigencia de subordinación de un interés ajeno a otro propio; que interés propio se manifiesta por medio de la alegación de la existencia de un supuesto derecho subjetivo material propio al cual se dice vulnerado y que para que esta pretensión sea eficaz deberá ser fundada. (1)

Carnelutti explica que dada la relación entre derecho y pretensión se comprende que las pretensiones puedan ser clasificadas en orden al derecho o relación jurídica a que se refiere y que no son las acciones las que pueden ser clasificadas. (2)
______________________
(1) NUEVA ENCICLOPEDIA JURÍDICA, Tomo I I. FRANCISCO SEIX EDITOR. Barcelona, 1950. Op. Cit. Volumen I. Página 33.
(2) Carnelutti, Francesco. Op. Cit. Volumen I. Página 33.

También sostiene que en ocasiones se utiliza el término acción como sinónimo de pretensión. (1)

En todo caso vamos a señalar que las dos concepciones de pretensión que hemos mencionado, la primera, como la petición o exigencia que un individuo formula ante el Organo de la Jurisdicción para que éste realice un acto específico, y la segunda, como la auto-atribución de un derecho que se afirma tener frente a otro particular, no son excluyentes sino que son dos formas de ver al mismo fenómeno, una desde una perspectiva externa y otra desde una perspectiva interna respectivamente.

También es importante indicar que la pretensión se encuentra contenida en la demanda, la que a su vez constituye el acto típico de iniciación del proceso mediante el cual se va satisfacer precisamente esa pretensión, aunque no constituya ello una conditio sine qua non a la una o a la otra.

LA DEMANDA

Guasp concibe a la demanda como una declaración de voluntad de un particular por la cual se solicita la iniciación y tramitación de un proceso, constituyendo el acto de iniciación procesal por antonomasia. (1)
______________________
(1) Carnelutti, Francisco. SISTEMA DE DERECHO PROCESAL CIVIL. Tomo I I. Traducción de Niceto Alcalá- Zamora y Castillo y Santiago Sentís Melendo. UTEHA (Unión Tipográfica Editorial Hispano Americana). Argentina, 1944. Página 8

En ella convergen los dos conceptos que acabamos de estudiar ya que es con su realización que se ejerce el derecho de acción y se concretiza o actualiza la obligación del Estado de desarrollar la actividad jurisdiccional, es decir, con ella se pone en movimiento al Organo Jurisdiccional, así como también es en ella que va contenida la pretensión.

Respecto de esta última afirmación es necesario manifestar que la demanda y la pretensión, si bien son dos conceptos diferentes, ambas constituyen declaraciones de voluntad, las cuales se funden en un solo acto (2); así, al solicitar el inicio de un proceso mediante una demanda, dentro de ella va contenida también la petición al Organo de la Jurisdicción de realizar un acto específico (primer concepto de pretensión).

Esta simultaneidad temporal de ambas actividades, como lo menciona Guasp, es necesaria puesto que el proceso no puede desarrollarse en el vació y el elemento que determina sobre lo que va a girar dicho proceso es precisamente la pretensión que se desea satisfecha, es decir que, los actos que en él ejecuten los sujetos (Organo de la Jurisdicción y Partes) tienden tienden a determinar si el acto que el particular solicita puede ser realizado por el Organo de la Jurisdicción.
_______________________
(1) Guasp, Jaime. Op. Cit. Tomo Primero. Páginas 299 y 300
(2) Guasp, Jaime. Op. Cit. Tomo Primero. Página 301

Ahora bien, la demanda como acto procesal que es, debe reunir ciertos requisitos en cuanto a su disposición exterior; esta declaración de voluntad debe ser externada en la forma pre-establecida por las normas procésales. Estos requisitos se refieren a cómo debe ser externada la declaración de voluntad y en qué va a consistir dicha declaración (enunciación de ciertos datos).

En nuestro cuerpo normativo los principales se encuentran mencionados en los artículos 192 y siguientes Pr. C. Y en otros artículos comprendidos dentro del Título de las Disposiciones Generales del Código de Procedimientos Civiles. (Arts. 1250 y 1252 Pr. C.)

Pero antes de mencionar cuales son estos requisitos es necesario señalar que la demanda es un acto procesal de carácter muy especial y esto se debe a que en ella, como acabamos de manifestar, está contenida la pretensión, siendo por ello que algunos de sus requisitos tengan un carácter también muy especial, como oportunamente se verá.

Así, pues, en cuanto a la manera en que debe ser externada esta declaración de voluntad diremos que en unos casos deberá hacerse en forma verbal y en otros en forma escrita, dependiendo de la cuantía de lo reclamado; si fuere escrita deberá ir redactada en el papel sellado que disponga la ley y en algunos casos en papel simple. (1)

En cuanto a lo que debe consistir dicha declaración podemos decir que se trata de la enunciación de los datos que exige la ley procesal, como sería la designación del órgano de la jurisdicción al cual va dirigida la demanda (2), nombres de las partes, y, según fuere el caso, también el de su representante; el que formula la demanda debe especificar en que carácter actúa (carácter personal o en representación de otro), así como también la cosa, cantidad o hecho que se pide; deberá constar la firma del peticionario, y. si él mismo no pudiere firmar, la de la persona que a su ruego lo hace; si no fuere procurador, se requerirá además firma y sello de abogado director; mención del lugar y fecha en que se hace, debiendo constar esta última en letras.
______________________
(1) También podríamos indicar que esta declaración de voluntad debe ser hecha en idioma castellano a pesar que el legislador procesal no lo ha indicado expresamente. Lo anterior puede presumirse ya que el Art. 62 de nuestra Constitución Política establece que el idioma oficial de la República es el castellano, en consecuencia, el idioma a utilizar en las actuaciones de los órganos del Estado y de los particulares ante ellos será el castellano.
(2) Esto se mantiene aún con la reciente creación de la SECRETARÍA RECEPTORA Y DISTRIBUIDORA DE DEMANDAS por el Decreto No. 317 de fecha 31 de agosto de 1989 (D. O. 23/10/89, ya que siempre es necesario determinar encuanto a competencia el órgano de la jurisdicción al cual se dirige de la demanda.

Así, siendo que precisamente en la CAUSA PETENDI radica la fundamentación de la pretensión que va contenida en la demanda, esto determina el carácter especial de este requisito.

La CAUSA PETENDI constituye la fundamentación del reclamo y es por ello que no se trata de un simple dato que se menciona, sino que constituye la exposición de ciertos hechos que el actor afirma han ocurrido en la realidad y que por ello han condicionado para que él formule ese reclamo (fundamento de hecho), los cuales deben necesariamente ser los mismos que se prevén como supuesto hipotético de la norma de derecho material en la que se funda el reclamo (fundamento de derecho).

El actor al exponer estos hechos debe mostrar un cuadro en el que parezca existen razón en formular la demanda, así el actor debe mostrarse como que efectivamente tiene el derecho para reclamar, colocándose a sí mismo en la situación prevista por la ley para ser el titular activo de la relación o situación jurídica material que se discute (1), así como también colocar a la persona que menciona como demanda en la situación que la ley exige para ser titular pasivo de dicha relación o situación, y por ende, el que está llamado a responder del reclamo; afirmar que han acaecido en la realidad los he .
______________________
(1) Esto, bajo el supuesto de que el mismo actor es el que formula la demanda, pero si es otra persona la que en representación del actor formula la demanda, ésta deberá colocar a su representado en la situación prevista para que parezca ser el titular activo de la relación o situación jurídica

También debe expresar lo que se conoce como PETITUM, este es el acto específico que se pide del órgano de la jurisdicción con el cual se satisfaga favorablemente la pretensión, y los fundamentos de hecho y derecho en los que se basa el actor para pedir ese acto, los cuales configuran la CAUSA PETENDI que sirve de base al PETITUM (Art. 193 No 4 Pr. C.)

Estos requisitos que acabamos de indicar son esenciales a toda demanda, es decir, son de carácter general, aunque existen otros que además de los anteriores son exigidos en a presentación de las demandas que dan inicio a ciertos procesos en particular, como es el caso de las copias de la demanda en materia de inquilinato y trabajo, el documento base de la acción junto con la demanda en el juicio ejecutivo y en el de rendición de cuentas.

Pero debe indicarse que unos requisitos relativos a los datos o elementos que deben ser referidos en esta declaración de voluntad, específicamente el PETITUM y la CAUSA PETENDI, tienen un carácter singular y de ellos se pude decir que en el fondo son más que simples formalidades.

Si bien es cierto, ellos deben aparecer enunciados en la demanda, su relación reviste una forma especial; no se trata de una simple mención como la que se hace del juez, de los sujetos que van a ser partes en el proceso, del lugar o de la fecha en que se formula la demanda.

Chos previstos por el legislador para hacer tal reclamo y exponerlos en la medida que fuere necesario.

Ahora bien, es en base a estos fundamentos de hecho y de derecho (causa petendi) que el actor pide del Organo de la Jurisdicción determinada actuación, la cual constituye el PETITUM (el cual, por regla general, es una declaración de voluntad), por lo tanto, también debe existir armonía entre la actuación que del Organo de la Jurisdicción se pide y los fundamentos de hecho y de derecho se aducen para solicitarla.

Después de haber mencionado los requisitos generales de la demanda, podemos decir que si el actor al formular esta declaración de voluntad no lo hace en la forma o el modo que el legislador procesal ha previsto o no enuncia alguna de los datos que constituyen su estructura, esa demanda es informal; si al exponer los hechos en los cuales fundamenta su pretensión no lo hace en una forma clara o inteligible, la demanda es obscura. En estos casos el juez no debe admitir esa demanda precisamente por ser informal u obscura, según fuere el caso, o si la admite, la parte demandada puede alegar las excepciones de informalidad y oscuridad de la demanda.

Pero si la demanda en su parte expositiva plantea una situación que no es acorde a lo que la ley ha previsto como condicionante para formular el reclamo que se hace o si el mismo reclama no ha sido previsto por la ley, existe ineptitud.
CAPÍTULO V

LA INEPTITUD EN UN PROCESO

1. LA INEPTITUD EN NUESTRO SISTEMA JURISDICCIONAL

TRATAMIENTO LEGAL Y JURISPRUDENCIA

Comenzaremos el estudio de una figura bastante singular que ha sido conocida indistintamente con dos nombres: INEPTITUD DE LA ACCIÓN, tal como lo expresa el art. 439 Pr. C. (1), o INEPTITUD DE LA DEMANDA, que es la denominación que más se utiliza en el medio jurisdiccional, aun que hay ocasiones menos frecuentes en las que se habla de ACCIÓN INEFICAZ y de DEMANDA INEFICAZ, para referirse al mismo fenómeno.

Vamos a manifestar que ante la multiplicidad de denominaciones con las que se identifica a está figura, en lo personal, preferiremos distinguirla de aquí en adelante con el término INEPTITUD.

También indicaremos que este estudio va a versar principalmente sobre lo que tradicionalmente se ha entendido en nuestro medio por esta figura y lo que nosotros comprenderemos por ella, haciendo, además, referencia a algunos conceptos doctrinarios que en alguna medida tienen conexión con el tema.
__________________
(1) El texto de este artículo se ha mantenido igual desde la promulgación en 1881 del Código de Procedimientos Civiles, habiéndose correspondido en esa primera edición el número 437.

En un principio, para obtener una idea de la ineptitud, nuestras primeras indagaciones las hicimos en la legislación procesal, pero en esta búsqueda nos encontramos con que en la única disposición legal que se refiere a la figura, el art. 439 Pr. C., solamente se hace mención de ella y de uno de sus efectos – la condenación en daños y perjuicios- sin brindar noción alguna.

Entonces, fue necesario conducir la investigación a lo que nuestros Tribunales ha expresado sobre ella, ya que son precisamente ellos, especialmente los Tribunales Superiores, los que ante la situación anterior se han preocupado por establecer que es la ineptitud; aunque hay que advertir que la jurisprudencia emitida no es uniforme, existen criterios y sentencias contradictorias que hacen bastante difícil la labor de condenación o depuración del concepto de ineptitud que con mayor constancia ha sido aplicado por los Tribunales.


Después de haber recopilado y estudiado algunas sentencias pronunciadas en materia civil que contienen consideraciones al respecto, podemos decir que, en el sistema jurisdiccional salvadoreño se ha estimado que existe ineptitud ante la ocurrencia en un proceso de determinadas y singulares situaciones que traen como consecuencia, en unos casos, la imposibilidad de lograr una sentencia que satisfaga la pretensión (1) pronunciándose en su lugar una sentencia de contenido especial que declara que tal situación constituye un impedimento para satisfacer la pretensión en sentido desfavorable al actor. Hay que señalar que estas sentencias de ineptitud en muchos casos van acompañadas de la absolución del demandado. (1)

_____________________
(1) Es decir, no puede emitirse una sentencia que resuelva de fondo la controversia, sea en un sentido favorable o desfavorable a lo pretendido por el actor.
(1) En un primer momento de nuestra jurisprudencia todo pronunciamiento en el que se declaraba que existía ineptitud, se absolvía al demandado; posteriormente muchos Tribunales al emitir sentencias en tal sentido optaron por no absolver al demandado, como una consecuencia de la misma ineptitud. Ejemplos: -Sentencia pronunciada por la Cámara de Tercera Instancia en San Salvador, a las diez de la mañana del día veintiséis de febrero de mil novecientos veinte (R. J. 1920, páginas 62 a 79)
Sentencia pronunciada por la Cámara de Tercera Instancia en San Salvador, a las diez horas del diez Horas del diez de agosto de mil novecientos veintinueve (R. J. 1929, páginas 311 a 314).
Sentencia pronunciada por la Cámara de tercera Instancia en san salvador, a los once horas del veinticinco de septiembre de mil novecientos treinta y tres (R. J. 1933, páginas 198 a 210)
Sentencia pronunciada por la Cámara de Tercera Ins-tancia en San Salvador, a las diez horas del doce de julio de mil novecientos treinta y cinco (R. J., 
1935 páginas 369 a 375).
Sentencia pronunciada por la Cámara de Tercera Instancia de los Civil en San Salvador, a las once horas del - día seis de mayo de mil novecientos
cincuenta y dos (R. J. 1952 ,páginas 603 a 617)

Las encontramos determinadas y a continuación las citamos:

“Hay ineptitud en una demanda cuando el actor reclama en ella un derecho de alguien que no esta obligado a concederlo, reconocerlo o cumplirlo, y con mayor razón cuando la demanda se funda por error o malicia en un derecho que no existe” (R. J. 1928, página 207)

“Esta (la ineptitud de la demanda) existe cuando se reclama un derecho de alguien que no esta obligado a concederlo; cuando no se comprueba un interés de donde se origine un provecho o perjuicio en la cosa que se pide”.
(R. J. 1928, página 271)

“Los errores de derecho no son subsanables por los jueces sino que hacen inepta la acción”. (R. J. 1948, página 300)
“La única disposición de nuestro Código de Procedimientos Civiles que se refiere a la ineptitud de la demanda es el art. 439 Pr., la que no señala cuál es su concepto, pero existe abundante jurisprudencia en el sentido de considerar como uno de los varios casos de ineptitud aquella situación procesal caracterizada fundamentalmente por la no existencia en el proceso de adecuada o idónea forma de la relación procesal, que imposibilita generalmente – entrar al conocimiento del fondo de la cuestión” (R. J. 1951, página 667)

“La declaratoria de heredero sólo puede ser invalidada mediante el recurso ordinario de apelación. .La acción ordinaria promovida resulta inepta por no ser adecuada al derecho que se reclama”. (R. J. 1940, página 347)

Ahora bien, es necesario advertir que para comprender a cabalidad el concepto de ineptitud, estos breves segmentos de doctrina resultan insuficientes. Recordemos que cada uno de ellos constituye el producto final sintetizado de las múltiples consideraciones que se hacen en una sentencia, y para tener una idea cabal del pensamiento que encierra la doctrina extraída de determinada sentencia, se debe analizar detenidamente el caso concreto y los razonamientos que el juzgador ha realizado para llegar a tal conclusión.

Es por ello que en esta investigación no nos ha bastado con la doctrina emitida, hemos examinado también el contenido de las sentencias y es en base a ese estudio que podemos decir que en base a ese estudio que podemos decir que en nuestro sistema jurisdiccional tradicionalmente se han considerado cuatro tipos de situaciones o casos básicos que pueden ocasionar una declaratoria de ineptitud, cada uno de los cuales, a su vez puede ser originado por diferentes causas, y que a continuación vamos a exponer, citando a la vez algunos ejemplos para una mejor ilustración.
___________________
(1) Esta doctrina está referida a la incompleta integración de uno de los extremos de la relación procesal, según se deduce del caso resuelto por la sentencia de la cual se extrajo

Aprovechamos este punto para indicar que en los anexos se encuentran recopiladas en forma resumida las sentencias que para la elaboración de la presente tesis hemos estudiado, las cuales se encuentran ordenadas conforme a los cuatro casos básicos y situaciones específicas que en opinión de nuestros Tribunales pueden originar una declaratoria de ineptitud.

CASO A

Cuando al actor no le asiste el derechos para formular el reclamo por cualquiera de las siguientes razones:

i) El actor no tiene el derecho o el interés en base al cual formula el reclamo o en la demanda no justificó que estuviera alguno. En estos casos el actor carece del derecho subjetivo en el cual se apoya para hacer el reclamo o bien los hechos en los cuales se fundamenta para formular su demanda no determinan que pueda tener un verdadero derecho o interés para reclamar, o expone que tenga alguno.

Ejemplos:

Un juicio en el que el actor en la demanda pide el cumplimiento de una obligación derivada de un contrato de compraventa, pero resulta que dicho contrato no se perfeccionó porque faltó el consentimiento del demandado, de tal manera que, si no existe el derecho ni la correlativa obligación.
Un juicio de oposición a que sean declaradas herederas ciertas personas que han solicitado tal declaratoria por manifestar el actor en su demanda que los derechos de éstas estaban prescritos, sin justificar porqué hacía el reclamo, como sería el manifestar que él ha estado poseyendo la herencia durante el término de la prescripción y que por ello a ella corresponde el derecho.

ii) El actor, sea que tal como aparece figurando en la demanda o de lo que resulte en el juicio, no tiene la calidad o el carácter que la ley exige para ser titular activo de la relación o situación jurídica material que se discute, o no inciden en él las condiciones fácticas que la ley exige para ser dicho titular (no fue colocado o no se encuentra en la situación prevista).

Ejemplos:

Un juicio de alimentos promovido por la madre ilegítima de unos menores contra el padre natural de éstos, sin aclarar en la demanda que lo hace en nombre y representación de ellos que son los titulares del derecho.

Un juicio reivindicatorio en el que el actor, en la demanda, afirma ser él el que se encuentra en posesión del bien y no el demandado, llegando incluso a probar tal circunstancia.

Un juicio de indemnización de perjuicios basado en los artículos 392, 397 inc. 3º C. Com. entablado por una sociedad que no fue parte contratante sino que su representante actuado en carácter personal.

iii) El actor no queda comprendido dentro de los sujetos a que se refiere el supuesto hipotético normativo para que pueda hacer el reclamo.

Ejemplos:

Un juicio de tercería de dominio excluyente promovido por uno de los ejecutados en el juicio ejecutivo.

Un juicio en el que se reclama el pago de lo que se ha intervenido en una construcción en un terreno ajeno, de conformidad al art. 650 inc. 2º C. C., promovido por un arrendatario (La doctrina expresa que tal disposición sólo es aplicable a los poseedores).

En nuestra jurisprudencia, cuando se está ante una de estas situaciones, generalmente se dice que el actor carece de acción porque no tiene derecho o interés.

CASO “B”

Cuando el demandado no es la persona indicada para responder del reclamo que se formula, o como usualmente se dice, no es el legítimo contradictor, no pudiendo por ello el actor reclamar de esa persona, y esto puede deberse a varias situaciones:

i) El demandado, sea que tal como aparece figurando en la demanda o de lo que resulte en el juicio, no tiene la calidad o el carácter para ser el titular pasivo de la relación o situación jurídica material que se discute, o no inciden en él las condiciones fácticas que la ley exige para ser dicho titular (no fue colocado o no se encuentra en la situación prevista).

Ejemplos:

Un juicio de deslinde en el que el reclamo, de conformidad al artículo 843 C. C. Debe entablarse contra el dueño del predio colindante y demandan al arrendatario.

Un juicio de alimentos en el que el padre legítimo, de conformidad al artículo 338 No 3 C. C., demanda al tutor de su hijo legítimo.

Un juicio reivindicatorio en el que se demanda a una persona que no está en posesión del bien que se pretende reivindicar.

Un juicio de nulidad de título municipal promovido contra la persona que solicitó dicho título pero actuando en representación de otras.

ii) El demandado no queda comprendido dentro de los sujetos a que se refiere el supuesto hipotético normativo para que el reclamo pueda ser dirigido a él.

Ejemplo:

Un juicio de indemnización de daños causados en un automóvil en el que, basándose en el artículo 2073 C. C. , el actor demanda a los “patronos” del chofer que conducía el vehículo con el que se causó el daño (La doctrina dice que el chofer no es criado ni sirviente porque sus patronos no son amos) (1).

iii) Cuando la (s) persona (s) de la (s) que se afirma (n) es (son) la (s) representante (s) de la sucesión del presunto obligado, sea que la demanda la dirijan contra ella (s) como representante (s) de la sucesión o contra la sucesión por ella (s), no tiene (n) o no probó que tuviera (n) tal calidad (2).


CASO “C”

Cuando la relación jurídica procesal no se ha constituido en forma adecuada al no estar correctamente integrado alguno de sus extremos.

Esta situación en primer lugar se puede dar en aquellos casos en los que la parte debe necesariamente estas compuesta por más de una persona, sea porque así lo dice la ley, porque así se deduce del supuesto hipotético de la norma que sirve de base a la pretensión o porque las circunstancias así lo exigen, siendo indispensable, por ello, que todas las personas demanden o sean demandadas.
___________________________
(1) Este ejemplo lo hemos tomado de un caso que fue resuelto en mil novecientos veinticuatro En esa época en nuestra legislación aún no había nacido la idea de estructurar la teoría de la responsabilidad objetiva. En la actualidad esta figura ya se encuentra contemplada, aunque en forma bastante restringida, en el art. 36 de la Ley de Procedimientos Especiales para Accidentes de Tránsito (Ver Anexos, página 219). 
(2) Vamos a señalar que de las sentencias recopiladas encontramos a señalar que de las sentencias recopiladas encontramos la situación indicada únicamente referida a la parte demandada.

Ejemplos:

Un juicio de tercería resultante de una petición de desembargo en la que sólo se hubiera referido como demandado al ejecutante o al ejecutado (Art. 651 Pr. C.)

Un juicio en el que una persona, fundándose en el art. 218 inc. 3º C. C., pide ser declarado hijo legitimado y sólo demanda a uno de sus padres.

Un juicio en el que se solicita la partición de una herencia o de una comunidad de bienes, en el que uno de los herederos o coparticipes debe promover el proceso contra el resto de herederos o coparticipes, pero sólo lo promueve contra algunos y no contra todos los demás.

Un juicio en el que un acreedor, haciendo uso de la acción por su deudor con otra persona en su perjuicio, pero sólo demanda a su deudor y no al otro contratante (art. 2215 C. C.)

Un juicio reivindicatorio en el que uno solo de los copropietarios demanda al presunto poseedor la reivindicación de todo el fundo.

Es importante señalar que en estos casos que acabamos de mencionar nos estamos refiriendo a la integración de la parte misma y no a la de sus representantes ya que cuando la representación de alguna persona natural o jurídica corresponde a dos o más personas y no comparecen todas a representar a dicha persona que es la parte, existe un defecto de personería que acarrea nulidad.

Ahora bien, aquí podrían ser incluidos, aunque con la connotación de casos especiales, aquellos en los que el presunto titular activo o pasivo de la relación o situación jurídico material que va a ser discutida ha fallecido, y son los individuos que tengan la calidad de representantes de la sucesión los que tomen su lugar.

Es de advertir que si bien es cierto, en el penúltimo párrafo que acabamos de escribir decimos que este tercer caso no se refería a la integración de los individuos que representan a la parte, la situación de los representantes de las personas o sujetos de derecho, ya que ellos además de representantes de la sucesión constituyen la continuación de la persona del causante.

Es este un aso muy singular en el que convergen aspectos de personalidad y personería; se puede decir que los representantes de la sucesión son continuadores de la personalidad del causante para aquellas relaciones o situaciones jurídicas que no impliquen derechos y obligaciones de carácter personalísimo.

Por lo tanto, si se va discutir la existencia de una relación o situación del tipo antes señalado y en la que el presunto titular activo o pasivo ya ha fallecido, la discusión sobre su existencia va a tener que ser entablada por o contra los representantes de la sucesión, pues ellos, como continuadores de la persona del causante, son los legitimados para discutirla, al ser atribuida la titularidad activa o pasiva de ella a su causante.

En estas situaciones la no correcta integración de la parte pudiera ocurrir cuando ésta no se integró completamente al no figurar conformándola todos los individuos que al momento de ser formulada la demanda tenían la calidad de representantes de la sucesión o cuando los individuos de los que se afirma tienen tal calidad en realidad no son sus titulares.

Pero si bien es cierto, estos criterios han sido sostenidos por algunos juristas en nuestro medio, en las sentencias que hemos tenido la oportunidad de estudiar se observa que no aplican el primero de ellos. Los Tribunales en ocasiones han considerado que no es necesario que todas las personas que representan la sucesión deban demandar o ser demandadas en tal carácter, basta con que uno de ellos demande o sea demandado, porque cualquiera de ellos – sostienen – puede representar y defender los derechos de la sucesión y que una omisión de esta índole no es causal de ineptitud. (1)

CASO “D”

Cuando la acción intentada o el pronunciamiento concreto que solicita el actor del órgano jurisdiccional no es el adecuado para la situación planteada, trayendo en ocasiones como consecuencia que hasta la forma o vía procesal utilizada no sea la correcta, así como tampoco el modo que ha sido empleado para justificar el reclamo.

Quiere decir, pues, que la situación expuesta en la demanda no es la que condiciona para promover la acción intentada o para pretender el pronunciamiento que del órgano jurisdiccional ha solicitado el actor, y esto se debe a que los hechos manifestados en la demanda no están comprendidos en el supuesto hipotético de la norma que sirve de fundamento al reclamo.
Puede ocurrir que la situación si este contenida o constituye el supuesto hipotético de otra norma, la cual da nacimiento a otra acción o pretensión y su correspondiente trámite o forma de reclamo, o bien, que no esté contemplado en supuesto hipotético normativo alguno, llegando a constituir verdaderos absurdos jurídicos.

___________________________
(1) Sentencia pronunciada por la Cámara de Tercera Instancia en San Salvador, a las diez horas del treinta Y uno de mayo de mil novecientos treinta y tres. (R. J. 1933, páginas 180 a 192)
Sentencia pronunciada por Cámara de lo Civil de la Primera Sección del centro en San Salvador, a las nueve horas del día quince de octubre de mil novecientos sesenta y seis (Tesis de Graduación de la Bachiller Gladis Marina Chávez de Borjas, facultad de Jurisprudencia y Ciencias Sociales, Universidad Doctor José Matías Delgado Páginas 176 a 178)

Este tipo de ineptitud se origina de la equivocación del actor al considerar o crear que en base a la situación planteada puede entablar esa acción o pedir ese pronunciamiento del órgano jurisdiccional.

Ejemplos:

Una demanda que de inició a un juicio ordinario en la que fundándose4 en el art. 992 C. C. El actor pide se excluya de tomar parte alguna en la herencia TESTAMENTARIA del causante a la cónyuge sobreviviente porque esta última lo abandonó. Este artículo se refiere específicamente a la herencia INTESTADA o ABINTESTATO.

Una demanda en la que se pida la rectificación de una partida de nacimiento porque al momento de proporcionar los datos de la madre del inscrito se cometió un error al haber brindado el nombre con el cual aquella es conocida socialmente. En esta situación no existiría un error, más bien se trata de una cuestión de identidad.

Una demanda en la que se pida la rectificación de una partida de nacimiento por aparecer en ella el nombre de una persona que no es el del inscrito, y por ello se solicita la rectificación en el sentido de que se coloque el nombre del verdadero padre. Si se rectificara la partida en esta forma, se le estaría adjudicando la paternidad del inscrito a otra persona y por ello la situación expuesta no puede ser tratada como rectificación de partida.

Una demanda que dé inicio a un juicio sumario promovido con el fin de que en sentencia definitiva se declare el estado civil subsidiario de una menor como jija natural de sus padres. La ley expresamente dispone en el art. 322 C. C. Que lo relativo al estado civil de padre o hijo natural no se va a regir por las reglas generales del estado civil sino que por otras especialmente dictadas para ello (art. 279 y sigs. C. C.) y en estas se dispone que la declaratoria judicial del estado civil de hijo natural sólo puede ser lograda en un juicio ordinario promovido por el supuesto hijo natural por sí o por medio de su representante legal contra el supuesto padre o contra sus herederos o contra el curador de la herencia yacente (art. 283 inc. Final C. C.)

Una demanda en la que se pide la declaratoria de nulidad de una declaratoria de herederos fundándose en los art. 1552, 1554 y 1557 C. C. La declaratoria de herederos constituye una resolución judicial y las resoluciones judiciales sólo pueden ser anuladas interponiendo contra ellas los recursos que la ley franquea para tal efecto, siendo imposible, además, aplicar los artículos mencionados porque estos se refieren a nulidades de actos y contratos.

Estos son los cuatro casos básicos y situaciones especificas que conforme a la jurisprudencia civil salvadoreña pueden dar origen a una declaratoria de ineptitud.
Vamos a señalar que en ocasiones las diversas situaciones pueden confundirse entre sí, así como también, coetáneamente pueden darse dos o más casos genéricos a la vez.

Después de la anterior exposición, ya nos hemos formado más o menos una idea del concepto que de esta figura se tiene, habiendo advertido en las consideraciones que en las sentencias se hacen para declarar su existencia, puntos que guardan cierta relación con las nociones desarrolladas en un tema de la doctrina de los expositores del Derecho Procesal, y que a continuación vamos a desarrollar.

2. CONDICIONES DE LA SENTENCIA FAVORABLE

Giusseppe Chiovenda y PIERO CALAMANDREI en sus respectivas obras denominadas igualmente INSTITUCIONES DE DERECHO PROCESAL CIVIL, tratan un tema cuyo contenido está referido a los requisitos para obtener una sentencia de fondo favorable a las pretensiones del actor.

Chivenda denominada al tema “CONDICIONES GENERALES DE LA SENTENCIA POSITIVA ESTIMATORIA” (1) y llama también a estas condiciones “condiciones de la actuación de la ley” y “ “condiciones de la acción”
___________________________
(1) Chivenda, GIUSEPPE. INSTITUCIONES DE DERECHO PROCESAL CIVIL. VOLUMEN I. Traducción del Italiano por E. Gómez Orbaneja. Cárdenas Editor y Distribuidor. México,1989.Página 205.

Este autor concibe a la acción como el poder jurídico que tiene el particular de provocar con su demanda la acción como el poder jurídico que tiene al particular de provocar con su demanda la actuación de la voluntad de la ley (1) y es por ello que define a estas condiciones como “las condiciones necesarias para que el juez tenga que declarar existente y actuar la voluntad concreta de ley invocada por el actor, es decir, las condiciones necesarias para una resolución favorable” (2)

Por su parte CALAMANDREI titula al tema “REQUISITOS CONSTITUTIVOS DE LA ACCIÓN” (3), y él concibe la acción como derecho a la providencia favorable y explica que para que surja en concreto ese derecho de acción es necesaria la existencia de ciertas circunstancias que en doctrina se les ha denominado condiciones de la acción o requisitos de la acción, pero que es preferible denominarlas requisitos constitutivos para que se comprenda claramente que sin ellos, el derecho de acción, entendido como derecho a la providencia favorable, no nace. (4)

En este punto podemos apreciar que ambos autores tienen una concepción de acción muy diferente a la que hemos expuesto en el capítulo que antecede, siendo esta una concepción de acción muy diferente a la que hemos expuesto en el capítulo que antecede, siendo esta una observación que debemos tener muy en cuanto para evitar confusiones.

Lo importante es señalar que sus concepciones de la acción van referidas a la obtención de una sentencia favorable al actor, y para ello determinan como requisitos o condiciones tres circunstancias que seguidamente citamos, brindando además algunas breves nociones que sobre ellas han expuesto estos autores:

a) Existencia de un derecho, es decir, la existencia concreta del derecho subjetivo que se hace valer en el juicio, o bien, la ocurrencia efectiva del hecho que hace surgir el derecho de obtener del juez cierto pronunciamiento.

Aquí es interesante hacer referencia a una observación que hace Chiovenda: explica el Maestro que la existencia de un derecho presupuesto la existencia de una voluntad abstracta de ley, esto es, la existencia de una norma que prevea en abstracto la existencia del derecho subjetivo o del hecho que lo configura; por ello, el juez primero tiene que hacer un juicio y determinar si existe voluntad abstracta de ley o norma que prevea ese derecho o ese hecho; si existe, entonces podrá entrar a determinar si en la realidad existe el derecho o si se ha dado el hecho que lo hace nacer, es decir, si se ha conformado la voluntad concreta de ley; pero si no existe, entonces es inútil buscar si dicha voluntad abstracta se ha convertido en concreta, siendo en este ultimo caso infundada la demanda (1).

CALAMANDREI dice que este requisito consiste en una relación de coincidencia entre los hechos concretamente ocurridos y los hechos considerados como posibles por una norma jurídica, que determina, en unos casos, el nacimiento de un derecho subjetivo, y en otros, el derecho a solicitar del juez determinado pronunciamiento (2)

b) La cualidad o legitimación para obrar o para contradecir (legitimatio ad causam). Este requisito consiste en la identidad de la persona del demandado con la persona del obligado.

Ambos autores coinciden en decir que no basta con que exista el derecho o la relación entre hecho real y hecho legal, es necesario que el actor sea el sujeto activo de la relación sustancial controvertida (titular del derecho) y que el demandado sea el titular pasivo de la misma (el obligado); así respecto de primero se dirá que tiene legitimación activa o que está legitimado para obrar, y del segundo, que tiene legitimación pasiva o que está legitimado para contradecir.

Pero existen ciertos casos en los que la legitimación no coincide con los titulares de la relación sustancial, siendo otros individuos los que podrían tener la legitimación ad causam, como serían los siguientes:

-Cuando opera transmisión del derecho. Ejemplo: herencia y cesión.
-Caso de sustitución procesal, ya que el sujeto que está en el juicio hace valer en nombre propio un derecho ajeno. Ejemplo: en ciertas ocasiones se permite a los acreedores ejercitar todos los derechos y las acciones del deudor, a excepción de aquellos de naturaleza personal. (1)

-Situaciones en las que la ley reconoce poder de obrar a personas diversas de las que son las directamente partícipes de la relación controvertida. Ejemplo: la legitimación activa para impugnar por nulidad un matrimonio en el que la legitimación no solo es conferida a los esposos en uno frente al otro sino que también a ciertos familiares. (2)
___________________________
(1) En nuestra legislación podemos mencionar los casos previstos en los artículos 718 inc. Final C. C. 1160 C. C.- (acción oblicua); 225 Pr. C. (Citado de evicción). Este último ejemplo es relativo al demandado.
(2) Ejemplos en nuestro medio: arts. 196, 198, 200, 227, 228 inc. Final, 229 C. C. (reclamación sobre ilegitimidad de hijos legítimos y legitimados); 164 C. C. (nulidad del matrimonio); 2214 y 2215 C. C. (acción pauliana); 460 C.C. (la interdicción de una persona puede ser solicitada por cualquiera).-

-Casos en los que la ley establece legitimación para obrar al Ministerio Público, aún cuando los sujetos de la relación sustancial permanezcan inactivos. Es una transferencia de la legitimación del particular titular del derecho al órgano público. (1)

También constituyen casos especiales de legitimación aquellos en los que se esta en presencia de relaciones jurídicas sustanciales en las que tiene lugar una pluralidad de sujetos activos o pasivos. En unos de ellos la ley establece que la demanda puede ser presentada por uno sólo de los legitimados activamente, o bien, que pueda demandarse a uno sólo de los legitimados pasivamente, como sería el caso de las obligaciones solidarias e indivisibles; pero en otros casos la ley dispone que la demanda debe ser formulada por todos o contra todos y que si dado el caso no obran o no están llamados a contradecir todos los sujetos, el juez no puede acoger la demanda y pronunciar su decisión sobre el asunto, como por ejemplo en los litis-consorcios necesarios que se dan en las demandas y pronunciar su decisión sobre el asunto, como por ejemplo en los litis-consorcios necesarios que se dan en las demandas de división hereditaria o de disolución de alguna comunidad (particiones).

Otros casos especiales de legitimación que se menciona son el de la comunidad y el de ciertos patrimonios o masas de bienes (herencia yacente, quiebra), así como también aquellos en los que son varias las personas que como se muestran como posibles interesadas activa o pasivamente. (1)
____________________
(1) Un caso en nuestro medio es el contemplado en el art. 24 de la Ley de Casación, que reconoce facultad al Ministerio Público para interponer este recurso.

Con relación a esta condición Chiovenda concluye diciendo que el defecto de legitimatio ad causam en la práctica- en Italia – toma el nombre especial de falta de acción. (2)

c) El interés Procesal o Interés en Obrar. Chiovenda y CALAMANDREI sostienen que para proponer una demanda es necesario tener interés en ello y éste surge cuando existe una situación de insatisfacción de algún interés sustancial tutelado por el derecho y se vuelve necesario el recurrir a los órganos jurisdiccionales para lograr su satisfacción o reparación; ahora bien, esta situación puede variar según sea el tipo de sentencia que se pida.

Así, cuando se trate de una sentencia de condena, esta situación consiste en una lesión del derecho, la cual, en el caso de los derechos reales se trata de la realización de un acto positivo contrario al derecho (por ejemplo la posesión de la cosa ajena); en las obligaciones de no hacer, la realización del acto prohibido; y en las obligaciones de dar, el consentimiento de tal obligación.
__________________________
(1) Estos casos son mencionados por Chiovenda. Conforme a los ejemplos que él brinda, respecto a los primeros, en nuestro medio, podríamos agregar el del concurso y el de la curaduría de bienes; y respecto al último, los contemplados en los arts 900, 902 y 905 C. C.
(2) Chiovenda GIUSEPPE. Op. Cit. Volumen I. Pág. 211

En la sentencia declarativa la situación de insatisfacción se deriva de un estado objetivo de inobservancia del derecho, el cual reputa un daño al particular que sólo puede ser removido mediante una declaración judicial, como cuando existe falta de certeza en torno a la existencia de un derecho, lo cual puede causar la denegación del cumplimiento de la obligación al transcurrir el término, o cuando existe falta de certeza de la existencia de una relación familiar y, como consecuencia, también respecto a los derechos y deberes que de ella se pudieren derivar.

En la sentencia constitutiva el interés surge de la circunstancia de que el cambio de una relación o estado jurídico sólo puede ser logrado mediante un pronunciamiento judicial, previa declaración de certeza de la existencia de las condiciones para que dicho cambio opere, es decir que, en estos casos no existe otra vía más que la de dirigirse a los órganos de la jurisdicción para que termine la relación o situación jurídica anterior y esto independientemente de que exista o no controversia entre los particulares o falta de certeza de la relación.
CALAMANDREI sostiene que la omisión de alguno de estos requisitos hace aparecer a la demanda como infundada y provoca la no obtención de una providencias de mérito favorable al solicitante.

No deja de mencionar, además, que exista cierta tendencias a distinguir aspectos de estos tres requisitos, pues algunos consideran que el primero de ellos, la relación entre hecho y norma – o existencia del derecho como la llama Chiovenda- se refiere específicamente al fundamento de la demanda en sentido estricto, cuya omisión (no existencia del derecho) provoca el rechazo de la demanda por infundada; y que los otros dos requisitos, legitimación de interés procesal, se refiere a la proponibilidad de la demanda, cuya falta determina el rechazo de la demanda por carencia de acción ya sea por defecto de legitimación o de interés procesal.

Sobre ello el autor dice que se trata de distinciones sutiles y prácticamente no relevantes. (1)

Vamos a señalar que en una cita hecha por ALSINA en su obra TRATADO TEORICO PRACTICO DE DERECHO PROCESAL CIVIL Y COMERCIAL, cuando se refiere a los requisitos de la acción, expone ideas de otros autores relativas a considerar que derecho, calidad e interés son aspectos que se complementan y confunden entre sí. (2)
_____________________
(1) CALAMANDREI, PIERO. Op. Volumen I pág. 274 y 275
(2) ALSINA, HUGO. TRATADO TEORICO PRACTICO DE DERECHO PROCESAL CIVIL Y COMERCIAL. Tomo I. Segunda Edición. Ediar Soc. Anon. Editores. Buenos Aires, 1963. Pág. 392 y 393

Después de exponer en forma resumida las ideas de estos dos grandes expositores de la Escuela Italiana referidas a los requisitos para la obtención de una sentencia favorable a las pretensiones del actor, que uno denomina CONDICIONES DE LA ACCIÓN y el otro REQUISITOS CONSTITUTIVOS DE LA ACCIÓN, es bueno recordar que en Capítulos IV, nosotros, en lo personal, siguiendo las ideas de ALFREDO ROCCO y UGO ROCCO, entendiendo a la acción como el derecho que tiene toda persona para pedir al Estado, por medio de los órganos de la jurisdicción, el desarrollo de la actividad jurisdiccional (1) y por ello consideramos que no sería correcto decir que si no se cumple con una de esas tres condiciones no hubo acción.

A nuestro parecer, si llegaren a faltar “en concreto” (2) alguno de estos requisitos, no es que el actor carecería de acción sino que al no asistirle la razón para reclamar, no podrá obtener una sentencia que satisfaga su pretensión en un sentido favorable a sus intereses, porque el derecho de acción un individuo siempre lo va a tener (siempre que sea un sujeto de derecho), y es más, en caso de haber formulado una demanda ha hecho uso de él, es decir, lo ejercito, aún cuando no se haya estimado favorablemente la pretensión contenida en la demanda mediante la cual concretizó su derecho.

Hecha tal aclaración y continuando con el desarrollo de nuestra investigación diremos que es notoria la relación existente entre lo expuesto por CHIOVENDA y CALAMANDREI, y algunas de las consideraciones que nuestros Tribunales emiten para declarar la existencia de la ineptitud.

Ellos sostienen que si falta una de las tres condiciones derecho subjetivo o hecho constitutivo del derecho; legitimación; interés procesal-, la demanda será rechazada al emitir una sentencia desfavorable y que por lo mismo la acción, como derecho a una providencia favorable, no se llega a concretizar.

Ahora, en las sentencias pronunciadas por nuestros Tribunales hemos observado que en muchos casos, cuando no se comprueba la existencia real y concreta de alguna de esas circunstancias, en general del derecho y la legitimatio ad causam, en el fallo se declara que existe ineptitud de la acción de la demanda, razonamiento con el cual no estamos de acuerdo puesto que la no comprobación de la existencia real y concreta de esos requisitos provoca la emisión de una sentencia que satisface la pretensión del actor pero en un sentido que no es favorable a sus interese, es decir, al final del proceso no se obtiene una sentencia de fondo favorable al actor; y la existencia de la ineptitud en un proceso lo que provoca es la imposibilidad de emitir una sentencia de fondo.

Los siguientes temas a desarrollar van a ayudar a comprender lo que acabamos de manifestar.

3. DIFERENCIA DE LAS CONDICIONES DE LA SENTENCIA FAVORABLE CON LOS PRESUPUESTOS PROCESALES Y SU RELACIÓN CON LA DEMANDA.

CALAMANDREI antes de explicar en que consiste cada uno de los requisitos de la sentencia favorable expresaba que los mismos debían ser diferenciados de los PRESUPUESTOS PROCESALES.

Sostiene este autor que la existencia en concreto de todas las condiciones de la sentencia favorable es necesaria para que el juez, después de convencer de su existencia real, pronuncie una sentencia de mérito favorable al solicitante y se considere por ello como fundada la demanda que dio inicio al proceso.

En cambio, los PRESUPUESTOS PROCESALES son condiciones necesarias para la constitución del proceso y para que el juez pueda entrar a conocer el mérito de la demanda y establecer si ésta debe o no debe ser acogida conforme a las pretensiones del solicitante, de tal manera que, se trata de requisitos para una sentencia de mérito cualquiera, favorable o desfavorable al actor (1), o como lo diría GUASP, requisitos para una sentencia que satisfaga la pretensión.

De conformidad a lo anterior, lógicamente se comprende que antes de analizar si se han cumplido los requisitos de la sentencia favorable, el juez primero debe examinar si en el proceso existen los PRESUPUESTOS PROCESALES, los cuales, junio con la demanda, constituyen los pilares sobre los que descansan un proceso.

Recordando lo expuesto en el Capítulo I I diremos que para que un proceso sea eficaz, esto es, para que pueda emitirse en él una sentencia que satisfaga la pretensión en principio, es necesario una demanda, la cual debe reunir al momento de su proposición determinados requisitos para que pueda dar inicio al proceso. Al respecto CALAMANDREI habla de una demanda admisible y la define como 
Aquella que ha sido propuesta conforme a las formas establecidas por la ley procesal, sin interesar si dicha demanda es fundada o no, o sea, sin importar si efectivamente existen los requisitos para el pronunciamiento de una sentencia de mérito favorable, ya que eso es lo que precisamente va a ser probado en el curso del proceso que con ella se da inicio; de manera que, en este punto lo que interesa es que la demanda sea admisible conforme a las leyes procésales para. que pueda dar inicio al proceso.
__________________
(1) Es por ello, dice CALAMANDREI, que REDENTI los llama PRESUPUESTOS DEL EXAMEN DEL MERITO

Además, paralelamente a esta demanda, son necesarios los PRESUPUESTOS PROCESALES (1), los cuales son ciertos requisitos atingentes al ente juzgador al cual va dirigida y a los sujetos que van a ocupar los extremos de la relación jurídica procesal, es decir, a las partes, siendo éstos respecto del primero la jurisdicción y la competencia, y respecto de los segundos la capacidad para ser parte y la capacidad procesal, aunque esta última puede faltar y ser suplida mediante la representación procesal, a los cuales ya nos referimos en el Capítulo antes mencionado.

Hablemos un poco del primero de los pilares procésales que mencionamos: la demanda admisible, y a la cual Chiovenda denomina demanda regular.

Expresamos en el Capítulo I V que la demanda era una acto procesal, pero en vista de que en ella va contenida la pretensión, esto determina que algunos de sus requisitos tengan un carácter muy especial.

Con todo acto procesal debe cumplir con requisitos de carácter eminentemente formal para poder ser admitida y los cuales son relativos a la forma en que debe ser externada y en qué debe consistir esta declaración de voluntad; así pues se dice que la demanda podrá ser verbal o escrita deberá ser redactada en papel sellado de valor correspondiente (1) así como también enunciar determinados datos como son el órgano de la jurisdicción al cual va dirigida, el nombre y generales de los sujetos que van a actuar como partes, lugar y fecha en que es propuesta, firma de la persona que la formula, etc.

Pero en ella también van contenidos los fundamentos de hecho y de derecho (causa petendi) en los que el actor se basa para solicitar del órgano de la jurisdicción determinada actuación (petitum) y se puede decir que esos son requisitos que exceden, desde cierto punto de vista, de las simples formalidades a que nos acabamos de referir (pero no por ello menos importantes) ya que es en ellos que radica la fundamentación de la pretensión, señalando además que se caracterizan por ser un reflejo teórico de lo previsto en el derecho material.

Si bien es cierto, la simple enunciación de estos elementos es de carácter formal en el sentidoque la ley procesal exige que sean externados por el actor en esa declaración de voluntad tan especial que constituye la demanda, a la misma vez, se trata de algo más que una simple enunciación ya que la misma difiere enormemente de la de los otros requisitos por la razón arriba apuntada.
________________________
(1) O en papel simple con los timbres fiscales del valor correspondiente (Art. 4 No 5 Ley de Papel Sellado y Timbres)

En este punto, como manifestábamos en el Capítulo anterior, el actor expone las razones de hecho y de derecho por las cuales demanda, implicando ello la exposición de las circunstancias que conforme a la ley material condicionan para que formule el reclamo, y es aquí donde la demanda tiene cierta relación con el derecho material.

Por ello decimos que si bien la demanda para que sea admitida pueda dar inicio al proceso debe ser formulada conforme a lo prescrito por las leyes procésales, por otra parte, para que ese proceso pueda ser eficaz, o si se quiere, para que al final pueda pronunciar una sentencia que satisfaga la pretensión, sea en un sentido favorable o desfavorable a lo solicitado por el actor, va a ser necesario, además, que su contenido esté en armonía con lo que la ley material ha previsto para hacer el reclamo. (1)

__________________________
(1) Vamos a señalar que en nuestra ley procesal no hay nada que indique que si en una demanda lo que la parte expone como fundamento de su reclamo no es acorde con lo que el derecho material ha previsto para poder formular ese reclamo, el juez no debe admitir la demanda, ya que éste se debe limitar a analizar si la demanda ha cumplido con los requisitos eminentemente formales (la única excepción es en el juicio ejecutivo). En la práctica se pueden apreciar demandas en las que el actor pide pronunciamientos del órgano de la jurisdicción en base a supuestos que el legislador no ha previsto como condicionantes para formular un – reclamo de carácter jurídico, incluso hasta el mismo contenido del pronunciamiento que se pide carece de asidero legal; en estos casos lo que sucede es que al final del proceso no se emite una sentencia que satisfaga la pretensión, lo cual implica que, después de todo, el proceso no fue eficaz.

Es por ello que el actor al formular la demanda debe demostrar un cuadro en el cual la haga parecer fundada y que por lo mismo le asiste el derecho para proponerla.

Es aquí que en lo personal sostenemos que si el actor en su demanda afirma asistirle el derecho para reclamar y pedir una sentencia favorable a sus pretensiones, pues es lógico que en esa demanda deben aparecer contenidas en potencia todas las condiciones de esa sentencia favorable, y esto se logra, por regla general, en la parte en la que se exponen los fundamentos de hecho y de derecho; es decir, el actor, al hacer esa exposición deberá hacerlo en forma tal que en ella vayan relacionadas las condiciones necesarias para la sentencia favorable a que aspira, reflejándose así el cuadro del que hablamos al principio.(1)

Después de lo que acabamos de exponer podemos afirmar que a criterio, la existencia de los requisitos de una sentencia favorable (derecho subjetivo o hecho constitutivo para poder reclamar; legitimación; interés procesal) puede operar en dos dimensiones diferentes: una abstracta, en el contenido o texto de la demanda, y otra concreta, al ser probada su existencia real en el proceso; en consecuencia, la omisión de esos requisitos puede también ser vista desde esas dos mismas perspectivas, siendo en una sola de ellas, específicamente en la omisión de las condiciones desde una sola de ellas, específicamente en la omisión de las condiciones desde una perspectiva abstracta, en la que consideramos que, en principio, puede existir la ineptitud. (1)
_____________________
(1) Al respecto Chiovenda expresa que “la designación de hecho no se refiere sólo a la existencia del derecho sino asimismo a las otras condiciones de la acción: la legitimatio ad causam y el interés.” (Op. Cit. Volumen I I I. Página 12)

Expondremos a continuación estas dos formas de ver la omisión de los requisitos de la sentencia favorable, aprovechando a explicar en la primera de ellas la situación que en nuestra opinión constituye un verdadero caso de ineptitud.

4. OMISIÓN DE LAS CONDICIONES PARA UNA SENTENCIA FAVORABLE DESDE UNA PERSPECTIVA ABSTRACTA (EN EL TEXTO DE LA DEMANDA) PRIMER CASO DE INEPTITUD.

En ocasiones el actor al formular su demanda puede hacerlo en una forma que no haga referencia a las condiciones de la sentencia favorable a que aspira; esto puede ser apreciado de la lectura y análisis de la misma, y trae como consecuencia la ineficacia del proceso ya que al final de éste no se va a obtener una sentencia de fondo.
_____________________
(1) Es muy importante aclarar que no hay que confundir esta omisión en el fundamento mismo de la pretensión, con la omisión de derecho a que se re -
fiere al art. 203 Pr. C. La omisión a que nos vamos a referir opera cuando de la relación de los fundamentos del reclamo que se hace en la demanda, no
es apreciada la referencia explicita o implícita de alguna o de todas las condiciones de la sentencia favorable al haberse hecho mención equivocada de 
alguna o de varias circunstancias que se fundamenta la pretensión, verdaderos elementos condicioantes para hacer ese reclamo.

Estas condiciones principalmente van contenidas en aquella parte de la demanda en la que se exponen los fundamentos de hecho, puesto que el actor al manifestar las circunstancias en las cuales se basa para formular esa demanda y pedir del órgano de la jurisdicción determinada actuación, en realidad está relacionado teóricamente las condiciones de la sentencia favorable; es allí donde él asegura ser el titular de un derecho o que se encuentra en la situación que condiciona a pedir del órgano de la jurisdicción el pronunciamiento que solicita, y que el demandado es quien ha lesionado ese derecho o es el obligado a responder frente a tal situación.


Ahora bien, siempre hay que tener en cuenta que los fundamentos de hecho que el actor expone en la demanda deben estar comprendidos dentro de los márgenes del derecho, es decir, en la demanda debe ir contenida una situación que conforme a las normas del derecho puede constituir objeto de una discusión de carácter jurídico; debe tratarse, pues, de una situación prevista por una norma jurídica como supuesto hipotético condicionante para formular una reclamación, configurando lo anterior el fundamento de derecho; así como también deberá existir coincidencia entre estos fundamentos y el acto concreto que se pide al órgano de la jurisdicción. (1)

También deberá tenerse el cuidado de que los sujetos que aparezcan como posibles y presuntos titulares de dicha situación, sean los que figuren como parte actora y parte demandada, siendo en este punto donde también incide la presencia favorable, específicamente, la legitimación ad causam (2)

Pero existen casos en los que no se respecta lo anterior: hay demandas en las que los hechos que son expuestos en ellas no están previstos por el legislador, o no son los que precisamente han sido establecidos para formular el reclamo que se hace; o pudiera suceder que, si bien, el fundamento de hecho es correcto, los sujetos que en definitiva figuren como partes no son los posibles titulares de la situación que se discute.

Ejemplos:

Una demanda en la que se pida el pago de una deuda de juego ilícito.
_____________________
(1) Para los fundamentos expuestos, la actuación del órgano de la jurisdicción que solicita el actor es correcta.
(2) Esto es por regla general, ya que en ocasiones serán sujetos diferentes a los que podrían encontrarse en la situación que condiciona para formu-
lar el reclamo, los que ocupan las posiciones antagónicas del proceso, como cuando opera la sustitución procesal

Una demanda propuesta por una persona que afirma ser cónyuge de otra, en la que se pide se decrete el divorcio porque ya se aburrió de estar casada.

Una demanda en la que se pide sea rectificada una partida de nacimiento de determinada persona porque en ella aparece el nombre social de la madre de esta persona.

Una demanda en la que se pida se declare nula una declaratoria de herederos.
Una demanda en la que se dice haber promovido acción reivindicatoria y en la que el mismo actor propietario afirma que es él quien se encuentra en posesión del bien y no el demandado.

Una demanda de alimentos en la que figure como parte actora la madre ilegítima de unos menores, contra el padre natural de éstos.

Si analizamos detenidamente estos ejemplos podremos apreciar en ellos la falta en abstracto de las condiciones de la sentencia favorable. Hacemos esta afirmación porque en realidad son todas estas condiciones plasmadas en la demanda las que en conjunto conforman la relación de la situación que el legislador ha previsto para hacer el reclamo (1), y el errar en su relación hace que el contenido de la demanda no sea acorde a lo previsto por el legislador.
___________________
(1) Esta situación implica la afirmación teórica de que ciertos individuos se encuentran en determinadas condiciones o circunstancias, o que en ellos inciden ciertas calidades o caracteres. 

De tal manera que, si con la demanda una persona pretende obtener una sentencia de fondo favorable a sus intereses, es lógico que en ella plasme teóricamente estas condiciones, y ello se logra al mostrar dicha demanda , en su totalidad, la situación precisa que el legislador previó como supuesto hipotético condicionante para formular el reclamo.

Ahora bien, una demanda concebida en tales términos muestra la posibilidad de que el actor tenga razón en su reclamo y existe una base firme y lógica para desarrollar el proceso y determinar en él si esa posibilidad es una realidad.

Si por el contrario no son esas condiciones específicas las que aparecen figurando en la demanda, no se ha perfilado exactamente la situación prevista por la ley para reclamar, y ello determina un defecto en el contenido de dicha demanda, no existiendo ni la más mínima posibilidad, desde un punto de vista lógico jurídico, que al actor en ese reclamo le asista la razón. (1)
___________________
(1) Hay que recordar que es esta una omisión en la demanda de las condiciones de la sentencia favorable que resulta de la relación en ella de circunstancias que no son precisamente las que la ley a previsto como condicionantes para formuarlo (omisión que resulta de un error al incluir elementos que no son los correctos dejando por fuera los que si son correctos).

Es por ello que el juez no tiene que realizar un estudio de fondo del asunto (1), sino que éste, sin efectuar mayores consideraciones, deberá declarar que esa circunstancia le impide entrar a conocer y decidir de fondo la cuestión que se le plantea.

A criterio de muchos Tribunales y también en el nuestro, en estos casos existe ineptitud.

Hay que señalar que un primer momento de nuestra jurisprudencia, cuando los Tribunales ante una de estas situaciones declaraban la ineptitud, casi siempre absolvían al demandado, es decir que, en este punto dictaban una sentencia que satisfacía la pretensión en un sentido desfavorable al actor, pero de una tiempo relativamente corto para acá, cada vez son más los pronunciamientos de ineptitud en los que ya no absuelven al demando, sino que simplemente en los que ya no absuelven al demandado, sino que simplemente declaran la ineptitud y condenan al actor además del pago de las costas procésales, al pago de los daños y perjuicios que se pudieren haber ocasionado al demandado con esa demanda, ya que la absolución supone la precedencia de un conocimiento del fondo del asunto, QUE EN ESTOS CASOS NO HA PODIDO EXISTIR. (1)
________________
(1) O examen del mérito como dirían CALAMANDREI Y REDENTI.

Debe comprenderse también que una declaratoria en este sentido no inhibe al actor o a la persona que corresponda, volver a formular una demanda correcta, siempre y cuando de conformidad a la ley eso sea posible, ya que cuando se está en presencia de alguna de las situaciones expuestas, el juez no entra a conocer ni a decidir el fondo de la cuestión planteada y por ello no puede hablarse de cosa juzgada. (1)
________________
(1) Sentencia pronunciada por Cámara de Tercera Instancia de lo Civil en San Salvador, a las diez horas Del veintidós de mayo de mil novecientos cuarenta y uno. 
En esta sentencia el Tribunal dice que no hay que entrar a hacer mayores consideraciones en razón de la; Ineptitud, pero absuelve al demandado (R. J. 1941, páginas 350 a 358)
Sentencia pronunciada por Cámara de lo Civil de la Primera Sección del Centro a las nueve horas del día Veintisiete de mayo de mil novecientos cincuenta y ocho ( Tesis de Graduación del Bachiller JOSÉ ERNESTO SERAROLS . Facultad de Jurisprudencia y Ciencias SociaLes, Universidad Doctor José Matías Delgado Páginas 281, 282 y 284)
Sentencia pronunciada por la Cámara de lo .Civil de la Primera Sección del Centro a las once horas del veintinueve de julio de mil novecientos sesenta y seis (Tesis de -Graduación de la Bachiller GLADIS MARINA CHAVEZ – ROJAS. Facultad de Jurisprudencia y Ciencias Sociales,Universidad Doctor José Matías delgado. Página 81)
Sentencia pronunciada por Cámara Segunda de lo Civil De la Primera Sección del Centro a las ocho horas y quince minutos del día trece de junio de mil no-vecientos setenta y ocho (Tesis de Graduación del Bachiller JOSÉ RAUL ROSALES PEREZ. Facultad de Jurisprudencia y Ciencias Sociales, Universidad Doctor José Matías Delgado. Páginas 1 y 2) 
Sentencia pronunciada por la Sala de lo Civil de la Corte Suprema de Justicia en San salvador, a las diez horas y treinta minutos del día cinco de mayo
de mil novecientos setenta Y dos (R. J. 1972, Páginas 440 a 444) 

Esto podría darse en el caso de que la persona que figuró como actor no podría ser el titular del derecho sino que otra persona; ésta última puede promover un nuevo juicio en el que sea ella la que ocupe la posición del actor; o viceversa, en el caso que el demandado no sea el que podría resultar obligado, sino que otra persona, el actor puede promover un nuevo juicio contra la persona correcta.

Ejemplos:

Un juicio en el que la madre ilegítima aparece reclamando, como parte actora, alimento al padre natural de sus menores hijos, y no aclara que lo hace a nombre y en representación de ellos; éstos pueden perfectamente promover un nuevo juicio en el que ellos figuren como actores y sean representados por su madre.
__________________________
(1) Sentencia pronunciada por Cámara de lo Civil de la Primera Sección del Centro, a las nueve horas y treinta y cinco minutos del día seis (Tesis de Graduación de la Bachiller GLA-DYS MARINA CHAVEZ DE BORJAS. Facultad De Jurisprudencia y Ciencias Sociales, Universidad Doctor José Matías Delgado.Páginas 187 y 188)
Sentencia pronunciada por la Cámara Primera de lo Civil de la Primera Sección del Centro, a las once horas y treinta minutos del día veinticuatro de noviembre de mil novecientos setenta y siete (Tesis de graduación del Bachiller RODYN LIBERATO QUINTEROS MARROQUÍN. FaculTad de Jurisprudencia y Ciencias Sociales, UniVersidad Doctor José Matías Delgado. Páginas 7 Y 8).

Un juicio en el que la madre ilegitima reclama alimentos al tutor de su hijo; ella puede nuevamente formular una demanda en la que figure como demandado el hijo representado por el tutor.

También podría entablarse una nueva demanda cuando los fundamentos de hecho encajan en el supuesto hipotético de otra norma que da nacimiento a otro tipo de pretensión.

Ejemplos:

Una demanda que dé inicio a un proceso y en la que se pide, como cosa principal y fundándose en el art. 713 C. C. Se declare la nulidad de la inscripción de una compraventa, promovido por una persona contra el vendedor y el comprador por alegar la primera que ella es propietaria del inmueble vendido y que el segundo, habiendo obtenido título supletorio sobre dicho inmueble, lo inscribió en el registro y posteriormente lo vendió al tercero, quien a su vez obtuvo también inscripción de la venta. Para el caso expuesto sería procedente formular esa pretensión. Puede el actor hacer un reclamo, pero no atacando la inscripción, sino que atacando el título. (1)

Una de manda en la que se pide la rectificación de una partida de nacimiento por constar en ella el nombre de una persona que no es el padre del asentado, por lo que se pide la rectificación en el sentido de que se coloque en su lugar el nombre del verdadero padre del inscrito.
________________
(1) Ver anexos, página 226, Sentencia No 8

En un caso de este no es esta la pretensión que debiera ser formulada sino que deberá formularse la impugnación de la paternidad. (1)

Una demanda en la que se de inicio a un juicio sumario y en la que dos personas afirmando ser padres de una menor piden se declare subsidiariamente el estado civil de hija natural, ya que dicha menor es hija ilegítima de la señora, que afirma ser su madre, y que el señor, que afirma ser su padre, la ha reconocido como hija natural.

Esta pretensión no es correcta. Lo que debe hacerse en primer lugar, si es que esta menor carece de partida de nacimiento que acredite su estado civil, es promover un juicio sumario para establecer en forma subsidiaria el estado civil de hija ilegítima de la madre y posteriormente, efectuar el padre el reconocimiento voluntario de la hija natural, o promover ésta última por medio de su madre el juicio civil ordinario (2)

Pero existen casos en los que la petición dela actor es totalmente antijurídica y no encaja en supuesto hipotético normativo alguno, es decir, no existe norma que pueda dar fundamento a esa petición.
____________________
(1) Ver anexos, página 229. Sentencia No 9
(2) Ver anexos, página 231, sentencia No 13

Ejemplos 

Un juicio sumario en el que una persona a quien en juicio ejecutivo se le concedió el beneficio de competencia, demanda a su acreedora (ejecutante) para que en sentencia definitiva, en cumplimiento de ese beneficio, se le adjudique una parte de la casa que a raíz de la ejecución le fue embargada; es decir, pide se le reconozca dominio sobre una parte de esa casa. La doctrina estima que una petición en este sentido es una verdadera irregularidad jurídica, y que en un caso como éste, el cumplimiento del beneficio de competencia se debe realizar en el mismo juicio ejecutivo afectando una parte del producto de la venta; pero jamás reconocer dominio a la deudora sobre una parte del bien embargado. (1)

Un juicio promovido por una persona que anteriormente fue demandada en un juicio reivindicatorio, habiendo sido absuelto en la sentencia dictada en ese juicio, y quien en el presente pide la cancelación parcial de la inscripción de una venta hecha posteriormente a favor de un tercero del inmueble que fue objeto del juicio reivindicatorio, ya que la sentencia que lo absolvió de esa acción, tácitamente reconoce su dominio sobre la franja de terreno que fue objeto de la disputa. Pero lo cierto es que la sentencia dictada en ese juicio reivindicatorio no encierra un reconocimiento tácito de dominio. (1)
__________________
(1) Ver anexos, página 232 Sentencia No 14

Entonces, después de lo expuesto podemos decir que si la demanda por medio de la cual se da inicio a un proceso presenta en su contenido total un cuadro en el cual se refleja o proyecta exactamente la situación que ha sido prevista por la ley para reclamar, esa demanda muestra un planteamiento de fondo jurídico y aceptable como posible, y por lo mismo un examen de fondo para determinar si lo afirmado es cierto o no.

Pero si en su contenido, la demanda no está acorde a la ley (2), esta demanda adolece de un defecto, y por ende, no existe ni la más mínima posibilidad lógica jurídica de que al actor le asista la razón, puesto que dicha demanda, ni en apariencia presenta la posibilidad de que fuere fundada.

A continuación deseamos hacer ciertas observaciones.

En el Capítulo I I I de la presente tesis desarrollamos un concepto muy especial denominado LEGITIMA CONTRADICCIÓN, el cual, como señalamos en su oportunidad, es un concepto muy diferente a otro expuesto por autores como Chiovenda, CALAMANDREI y otros. A éste último nos referimos muy brevemente en el Capítulo mencionado para indicar sus diferencias con el primero, y también en el presente Capítulo cuando estudiamos las condiciones de la sentencia favorable.
____________________
(1) Ver anexos, página 233. Sentencia No 15
(2) Porque los hechos expuestos no son precisamente los que condicionen para hacer el reclamo, porque el reclamo mismo no ha sido previsto por la ley, o porque los sujetos que figuran ocupando la posición de parte no aparecen como los que tendrían legitimación ad – causam para ello.

Estos autores hablan de legitimación para obrar y para contradecir o LEGITIMATIO AD CAUSAM, que consiste en la coincidencia real y efectiva entre el actor y el titular del derecho, y el demandado y el obligado en virtud de tal derecho; es decir, coincidencia entre el titular activo de la relación jurídica procesal y el titular activo de la relación jurídica material que se discute, y el titular pasivo de la relación jurídica procesal y el titular pasivo de la relación jurídica material; cuya existencia real y concreta, junto con la de otros dos requisitos – derechos e interés procesal -, son necesarios para emitir una sentencia favorable al actor.

La LEGITIMA CONTRADICCIÓN a que nos referimos en el Capítulo I I I es un concepto más remoto y más amplio que el anterior. Consiste en la actitud que goza un sujeto, dadas ciertas circunstancias especiales, de encontrarse en la posibilidad de ser efectivamente el titular activo o pasivo de la relación o situación jurídica material cuya existencia es discutida en el proceso, aptitud que lo faculta para poder ocupar alguna de las dos posiciones antagónicas de la relación jurídica procesal, sin interesar si efectivamente es titular o no de la relación jurídica material.

Las partes gozan de esta aptitud cuando son colocados en la situación prevista por la ley como supuesto hipotético condicionante para formular el reclamo, siempre y cuando, además, sean sujetos idóneos para encontrarse en tal situación, ya que así son mostrados como posibles titulares activo y pasivo de la relación o situación jurídica material (1)

Ahora bien, al colocar a los sujetos en esa situación, en realidad se les está atribuyendo determinada calidad, así como también ciertas condiciones y circunstancias.
Por ejemplo: en la demanda que dé inicio a un proceso de reconocimiento forzoso de hijo natural por la causal quinta del art. 283 C. C., el actor debe sostener que él es hijo natural del demandado, que tanto éste último como su madre vivieron en concubinato notorio durante la época en que, según el art. 74 C. C., pudo verificarse la concepción, y que su madre se comportó honestamente durante el tiempo del concubinato. 

Cuando en el contenido de la demanda se hace alusión a la situación prevista por la norma, colocando a las partes como titulares activo y pasivo de ésta, se está atribuyendo a cada una de ellas determinadas calidades, condiciones y circunstancias previstas por esa norma, y al efectuar eso, se está haciendo relación a las condiciones de la sentencia favorable, es decir, se afirma la existencia del derecho subjetivo, legitimación e interés procesal.
________________
(1) Ver Capítulo I I I, página 89 y siguientes.

Entonces, conforme a lo afirmado en el párrafo que antecede, es indudable que existe cierta conexión entre nuestro concepto de legítima contradicción y la presencia en la demanda de las condiciones de la sentencia favorable.

Esta conexión consiste en que ambos fenómenos condicionan para que el reclamo contenido en la demanda se muestre como una reclamación concebida conforme a los términos previstos por el legislador, es decir, como un reclamo que se encuentra contenido dentro de los márgenes y lineamientos lógicos del Derecho, y por ende, que constituya una verdadera posibilidad jurídica. (1)

Así pues, si un reclamo no está concebido conforme a lo previsto por el legislador, es un reclamo que no tiene lógica ni existencia en el mundo del Derecho y no existiría posibilidad que al actor le asista la razón en su reclamación.

Vamos a indicar que para evitar posibles confusiones preferimos decir que ante situaciones como las que aquí hemos tratado existe ineptitud por falta de legitima contradicción, pues aquí precisamente es en donde viene a desembocar la falta de lógica jurídica e el planteamiento de la pretensión.
___________________
(1) Hacen parecer fundada la demanda que formula el actor.

Después de lo expuesto es importante hacer un señalamiento: al inicio del presente capítulo expusimos los diferentes casos y situaciones específicas en los que a criterio de nuestros Tribunales existen ineptitud; pero en lo personal no consideramos que todas las situaciones allí expuestas constituyan motivo para hacer una declaratoria en tal sentido, siendo por ello necesario indicar cuáles de ellas, a nuestro criterio, sí causan ineptitud.

a)Cuando el actor, el demandado, o ambos, en la demanda no son presentados como individuos que se encuentren en la situación prevista por la ley para reclamar o reclamárseles, al no haberles sido atribuidos calidades, condiciones y circunstancias fácticas establecidas en ella para tal efecto, es decir, cuando no se les conformó como legítimos contradictores.

Aclaramos que en esta situación quedan incluidos aquellos casos en los que el actor en la demanda, conforme a los hechos expuestos, no justifica un verdadero derecho o interés para reclamar. (1)

Aquí incluso quedan comprendidos aquellos casos en los que el reclamo que formula el actor no está previsto en la ley, circunstancia que impide el nacimiento de la legítima contradicción.

b)Cuando el actor o el demandado es un individuo que no puede jamás quedar comprendido dentro del supuesto hipotético de la norma en que se basa la pretensión, es decir, es un sujeto al que no puede aplicarse el predicado de esa norma, y por lo tanto, no pueden se legítimos contradictores en un reclamo que en base a tal disposición se haga.

Si nos remitimos a la exposición de los casos mencionados al inicio del capítulo, se podrá apreciar claramente que las situaciones arriba apuntadas son algunas de las contempladas en los casos “A” y “B” (1); pero si reparamos más detenidamente en ellas, podremos observar que pueden quedar contenidas en el caso “D” de los allí señalados.
___________________
(1) Esta aseveración la hacemos porque cuando un individuo afirma ser el titular de algún derecho subjetivo y formula una reclamación en base a dicho derecho, o afirma que han acaecido los hechos que hacen nacer respecto a él un derecho o interés para reclamar, en realidad se está atribuyendo y haciendo incidir en él la calidad, condiciones y circunstancias que la ley ha previsto para hacer el reclamo. Por lo si el sujeto no se atribuye asimismo un verdadero derecho subjetivo o si hechos en que se apoya no reclamar, no se ha atribuido la calidad, condiciones circunstancias previstas por la norma para hacer el reclamo, y por ende, no se ha mostrado como un individuo que se encuentre en la situación prevista para ser titular activo de la relación o situación jurídica material cuya existencia pretende discutir.

Cuando su oportunidad fue tratado el caso “D” se dijo que en él quedaban comprendidos aquellos asuntos en los que para la situación planteada en la demanda, la acción intentada o el pronunciamiento concreto que solicita el actor del órgano de la jurisdicción no es adecuada pudiendo o no derivarse de ello, que hasta la forma o vía procesal utilizada no sea la correcta. (2)
___________________
(1) Estas situaciones son las siguientes:
a)Cuando los hechos en los cuales se fundamente el actor para formular la demanda no terminan que pueda tener un verdadero derecho o interés para reclamar b) Cuando el actor o el demandado, tal como aparece figurando en la demanda, es mostrado como un individuo que no tiene o no puede tener la calidad o el carácter que la ley exige para ser titular activo o pasivo de la relación material a discutir; c) Cuando el actor o el demandado es un individuo que no queda comprendido en los sujetos a los que se refiere el su puesto hipotético de la norma.
(2) En este punto es bueno recordar que el pronunciamiento concreto que el actor pide del órgano de la jurisdicción configura lo que ciertos actores denominan PETITUM, el cual constituye el contenido teleológico de la pretensión, es decir, el fin hacia el que tiende ésta última (Ver página 108). Para ser acordes con los Capítulo I y IV, indicaremos además que apropiado decir que ante tales situaciones lo que no es adecuado es el pronunciamiento concreto solicitado por el actor, ya que conforme al concepto de acción que se ha desarrodo en el presente trabajo, ésta no es susceptible de ser calificada como adecuada o inadecuada, así como tampoco de inepta. La acción tal como la hemos concebido va a ser acción “a secas”, independientemente de que por su ejercicio se haya dado nacimiento a un proceso que adolezca de una irregularidad que provo que su ineficacia, o bien, que se logre un proceso eficaz en el cual el actor obtenga una sentencia que satisfaga la pretensión, sea en un sentido favorable o desfavorable a sus intereses.

Ahora, volviendo a las situaciones señaladas con los literales “a” y “b”, si en una demanda cualquiera de las partes o ambas no son colocadas en la situación prevista para que parezcan ser los individuos a los que se refiere la norma o decididamente no son de los sujetos que podríamos encontrarse en tal situación, esa demanda, en realidad, no presenta la situación que condiciones para formular el reclamo que se hace, e igualmente sucede cuando el mismo reclamo es el que no está previsto en norma alguna. Dichas situaciones, por lo tanto, quedan comprendidas en el caso “D” de nuestra Jurisprudencia, que para nosotros constituye el primer caso de ineptitud.

Lo que hay que dejar claro aquí es que en estas situaciones que constituyen a nuestro modo de ver el primero de los casos en los que efectivamente existe ineptitud – la ineptitud se origina, no de una falta de prueba de algún derecho, calidad o hecho, sino que es una irregularidad en el reclamo que puede ser determinada del análisis más o menos detenido de la demanda, abstrayéndose de todo elemento probatorio, irregularidad que en definitiva consiste en el hecho de que en la demanda no esta contenido un reclamo conforme a los términos establecidos por el legislador para que pueda formularse una reclamación definitivamente nos son los previstos, y por lo tanto, los sujetos no aparecen figurando como legítimos contradictores del reclamo que se hace.

Para concluir este punto hay que recordar que la presencia de la legítima contradicción, o si se quiere la relación de las condiciones de la sentencia favorable en el texto de la demanda, es una circunstancia que hace que el reclamo sea acorde a lo dispuesto por el legislador, la cual es necesaria para que al final del proceso pueda emitirse una sentencia que satisfaga la pretensión sea en un sentido favorable o desfavorable al actor. (1)

5. OMISIÓN DE LAS CONDICIONES PARA UNA SENTENCIA FAVORABLE DESDE UNA PERSPECTIVA CONCRETA

En ocasiones la falta de alguna de estas condiciones son detectadas en el curso del proceso. En esos casos, la demanda tal como ha sido formulada presenta un planteamiento aceptable conforme a las reglas del Derecho, y por lo mismo, es viable realizar una discusión sobre la veracidad de su contenido, resultado del trámite del proceso que no fue probada la existencia real y efectiva de los extremos afirmados en ella (calidades, derechos subjetivos, intereses y hechos), siendo la consecuencia de ello el pronunciamiento de una sentencias de fondo desfavorable al actor.
______________
(1) En este punto existe similitud con los PRESUPUESTOS PROCESALES.

Ahora bien vamos a indicar que la falta de prueba de la existencia real y concreta de estos extremos puede deberse a diversos motivos; pudiera ser que la parte aportara elementos probatorios que no fueron suficientes para lograr el convencimiento del Juez, o que no fueron idóneos para probar los extremos afirmados, o bien, que no aportara ninguno, siendo factible que en realidad el actor tenía derecho para reclamar, pero como es bien sabido, no sólo basta tener el derecho sino que también hay que saber probarlo conforme a lo que la ley ha prescrito; o también pudiera ser que lo afirmado por el actor fuera falso y no aportara pruebas, o bien, incluso pudiera llegar a aportar alguna y fuere desvirtuada.

Es necesario señalar que en ninguno de estos casos, incluso en éste último, a nuestro parecer, puede decirse que existe ineptitud, ya que el juez se encuentra en condición de emitir una sentencia de fondo sobre el reclamo que se plantea al estar éste formulado conforme ha sido previsto por el legislador, independientemente de que lo afirmado en la demanda sea verdadero o no, o que fue o no fue probado por el actor.

Lo cierto es que si no se prueban los puntos afirmados en la demanda, la sentencia que se emita va a satisfacer la pretensión del actor en un sentido desfavorable.

Estos son los casos en los que un individuo, afirmando ser titular de un derecho o que tiene cierta calidad, o bien, de que en él inciden ciertas condiciones y circunstancias que lo colocan en la posición de poder hacer el reclamo, resulta ser que no tiene o no probo que tuviera ese derecho o calidad que afirmaba, o no demostró que se encontrará en las condiciones o circunstancias que aseguraba; o, respecto de la parte demanda, no comprobó el actor que la persona frente a quien demandó determinada actuación del órgano de la jurisdicción, efectivamente tuviera la calidad que él aseveraba o que se encontrara en las condiciones o circunstancias que él expuso. Ejemplos:

Una persona, afirmando ser cónyuge de otra, demanda a ésta última en un juicio de divorcio por la causal décima del art. 145 C. C., pero resulta que no presentó certificación de la partida de matrimonio con la cual hubiera justificado el vínculo de matrimonio civil entre ellos y por lo tanto, la calidad de cónyuge de cada uno. El juez tendrá que dictar sentencia declarando sin lugar el divorcio solicitado por no haber sido probado uno de los extremos de la demanda. Ahora bien, pudiera ser que la falta de prueba del vínculo se deba a una omisión de la parte en aportarla, o bien, porque en realidad no existe tal vínculo, pero en el proceso lo que consta es la falta de prueba de lo afirmado en la demanda.

Un juicio de reconocimiento forzoso de hijo natural por haber vivido la madre y el presunto padre en concubinato público y notorio, y no se prueba que éste existió durante la época en que de conformidad al art. 74 C. C. Pudo haberse verificado la concepción (art. 283 No 5. C. C.).

Un juicio reivindicatorio en el cual, de las pruebas vertidas. Resulta que el demandado no se encuentra en posesión del bien que el actor pretende reivindicar.

Vamos a señalar que en muchas ocasiones los Tribunales declaran que existe ineptitud cuando no se prueba alguno de los extremos afirmados en la demanda, especialmente cuando no se prueba la calidad afirmada del actor del demandado, o se prueba que tal calidad corresponde a otro individuo, o cuando resulta ser que el derecho subjetivo en base al cual se reclama no existe.

Pero como lo expresamos anteriormente, a nuestro criterio no existe ineptitud; la falta de prueba de la existencia real y concreta de los requisitos para una sentencia de fondo desfavorable al actor que absuelve al demandado.

De manera que, en la omisión de las condiciones para una sentencia favorable desde una perspectiva concreta quedarían comprendido el resto de las situaciones de los casos “A y “B” de nuestra jurisprudencia mencionados al principio del capítulo, específicamente aquellos en los que del trámite de ese proceso resulta la no existencia en concreto ya sea del derecho subjetivo en que se basa el reclamo, de los hachos que hacen surgir el derecho, del interés para reclamar, o de las demás condiciones y circunstancias requeridas para hacer el reclamo; o bien cuando los sujetos no tienen la calidad o el carácter que se les atribuyó en la demanda.

Para terminar este punto podemos agregar que es posible comprender ahora que ante una de esta situaciones sólo se podría hablar de falta o carencia de acción siempre y cuando se tenga en consideración que se ésta utilizando el término acción tal como fue entendido por Chiovenda Y CALAMANDREI, es decir, como derecho del actor a una sentencia favorable; pero si se va a comprender a la acción como el derecho que tiene todo sujeto de derecho para pedir al Estado que por medio de los órganos especializados desarrolle la actividad jurisdiccional, es impropio decir que ante una situación de éstas existe falta de acción; ante tales circunstancias lo que acaece es que al final del proceso el actor no va a obtener una sentencia que satisfaga la pretensión en un sentido favorable a sus intereses.

En consecuencia, no se puede decir que la falta en concreto de alguna de esas condiciones cause ineptitud, ello lo que provoca es la emisión por parte del órgano de la jurisdicción de una sentencia de fondo que satisfaga la pretensión en un sentido desfavorable al actor por no haber sido probados los extremos afirmados en su demanda, o por haber sido desvirtuados por el demandado mediante una defensa efectiva, siendo en tal sentido, eficaz el proceso tramitado.

6. SEGUNDO CASO DE INEPTITUD: CUANDO LA PARTE NO ES INTEGRADA CORRECTAMENTE

Este es exactamente el caso “C” de la jurisprudencia, el cual puede suscitarse en dos tipos de situaciones:

a)Cuando de conformidad al caso expuesto en la demanda, prima facie de determina que existiría litis-consorcio necesario y la parte no es integrada por todos los individuos que estarían llamados a conformarla como posibles titulares activos o pasivos, o cuando del trámite resulta que efectivamente existe litis-consorcio necesario y la parte no fue integrada completamente.

b)Cuando el presupuesto titular activo o pasivo de la relación o situación jurídica material a discutir ha fallecido y siendo los representantes de la sucesión los que toman el lugar que en el proceso hubiera correspondido al causante, no todos ellos – caso fueren varios se encuentran integrando la parte, o bien el individuo o los individuos de quienes se afirma tienen tal calidad, en realidad no la tienen.

Aquí la ineptitud obedece a una circunstancia un tanto diferente a la señalada en el primer caso (1), pero analizando las situaciones arriba apuntadas puede apreciarse que todas, al final, desembocan en una anomalía en el requisito legítima contradicción en el proceso de que se trate por haber sido éste defectuosamente destruido, ya sea porque no fueron colocados en la situación debida todos los individuos que conforme al caso debían ser los posibles titulares de la relación o situación que se discute (no se conformó la legítima contradicción); por que no figuran integrando la parte todos los efectivos titulares de tal relación (falto alguno de los colegí timos contradictores), o porque los sujetos de quienes se afirma son los continuadores de la personalidad del legítimo contradictor ya fallecido, no lo son o no están completos y por lo tanto no pueden representar al legítimo contradictor en ese juicio como continuadores de su personalidad.

A continuación brindaremos algunas consideraciones respecto a cada una de estas situaciones, en las que en alguna medida, serán repetidas nociones que en su oportunidad fueron referidas.
______________________
(1) En el primer caso la ineptitud obedece a que uno o ambos individuos no son legítimos contradictores no parecen ser posibles titulares de la relación o situación jurídica material a discutir al no haberlos colocado en la situación prevista por el legislador para poder serlo; porque definitivamente no son individuos idóneos para ser receptores del predicado de la norma en que se basa la pretensión; o porque no existiendo base para el reclamo, es imposible colocarlos en situación legal alguna que haga nacer la legítima contradicción.

A) CUANDO EXISTE LITISCONSORCIO NECESARIO

Respecto a esta primera situación, además de lo manifestado cuando explicábamos el caso “C” de la jurisprudencia es importante tener en cuenta las ideas que en el Capítulo I I I fueron desarrolladas cuando hablábamos del litisconsorcio necesario u obligatorio (1).

En ambas ocasiones señalamos que existen situaciones en las que necesariamente deberán ser dos o más individuos los que conformen la parte procesal, algunas de ellas que el legislador ha previsto expresamente, otras que hay que deducirlo del supuesto hipotético de la norma, y en otras, son las circunstancias propias que rodean al caso específico las que determinan tal necesidad.

En muchos casos, el contenido mismo de la relación o situación jurídica material a discutir determina que su titularidad activa o pasiva – caso de comprobare su existencia real y efectiva – pertenezca no sólo a un individuo sino que a dos o más, y por lo tanto, es lógico que en el proceso que se inicie con el fin de establecer su existencia deberán concurrir a conformar el extremo correspondiente tantos individuos como la situación lo establezca, a quienes se deberá atribuir tal titularidad ; y mencionamos como ejemplos el caso del juicio de tercería de dominio excluyente, en el cual, conforme al art. 651 Pr. C. La parte demandada deberá estar compuesta por el ejecutante y el ejecutado; el caso del art. 218 inc 3º. C. C., respecto del cual la jurisprudencia ha resuelto que la persona que quiere ser declarado hijo legitimado de sus padres y se encuentre en la situación allí prevista, deberá formular la demanda contra sus dos progenitores (1); un juicio reivindicatorio promovido por uno de los propietarios del bien, en el que se reclama al poseedor la reivindicación del fundo entero; un juicio en el que un acreedor pide la nulidad de un contrato celebrado entre deudor y otra persona en su perjuicio, pero sólo demanda al deudor y no al otro contratante; y otros.
_______________
(1) Ver página 69 y siguientes.

Pero existen casos en los que la circunstancia de que la parte debe estar integrada por varios sujetos (la existencia de un litis consorcio), es descubierta durante el trámite del proceso, como sería un juicio de deslinde en el que resulte que el inmueble colindante sea propiedad de dos individuos por iguales partes, y el reclamo se entabló sólo contra uno de ellos, debiendo haber sido promovido contra los dos; la parte demandada en ese proceso no ha sido integrada completamente.
______________________
(1) Sentencia pronunciada por Sala de lo Civil en San Salvador, a las nueve horas y quince minutos del día dieciocho de marzo de mil novecientos cincuenta y cuatro (R. J. 1945, páginas 287 a 291).

De tal manera que, si en un proceso se está discutiendo determinada relación o situación jurídica cuya titularidad activa o pasiva, conforme lo ha previsto explícita o implícitamente el legislador, o en atención a las circunstancias que rodeen al caso concreto, debería corresponder a más de un individuo, como consecuencia lógica, en la demanda y en el juicio deberán figurar conformando la parte actora o la parte demandada, según corresponda, tantos individuos como la norma o las circunstancias lo dispongan.

Si no fueren colocados en la situación prevista todos los individuos que conforme a lo anterior están llamados a ello, la parte no se ha integrado completamente.

Lo anterior trae como consecuencia la ineficiencia del proceso, ya que el juez no puede emitir una sentencia de fondo sobre la procedencia o no procedencia de lo solicitado por el actor si, en ese proceso, no han sido tomados en cuenta tantos o todos los individuos que conforme a la relación o situación que se afirma existente debieron ser llamados a sostener alguno de los dos extremos procésales; y nuestro sistema jurídico procesal lo anteriores ha considerado como un defecto en el proceso que provoca una declaratoria de ineptitud, con lo cual estamos de acuerdo.
Esta anomalía en ocasiones puede ser determinada de la relación teórica que de los hechos se hace en la demanda y en otras es del resultado de las pruebas vertidas en el proceso.

B) CUANDO EL PRESUNTO TITULAR ACTIVO O PASIVO DE LA RELACIÓN JURÍDICA MATERIAL A DISCUTIR HA FALLECIDO 

Esta segunda situación la ineptitud está referida a los individuos de los cuales se afirma tienen la calidad de representantes de la sucesión del presunto titular activo o pasivo de la relación o situación jurídica material que va a ser discutida. (1)

Vamos a señalar que aquí existe una conjugación de personalidad y personería, como podrá ser apreciado en el desarrollo del tema.

En nuestro medio podemos observar que cuando el sujeto del que se afirma es titular activo o pasivo de alguna relación o situación jurídica material ha fallecido y ésta no supone un derecho u obligación de connotación personalísima, la demanda en ocasiones es formulada o se formula contra el o los representantes de la sucesión, y en otras por o contra la sucesión misma representada por la persona o personas que tengan tal calidad.
__________________
(1) es necesario aclarar que si bien es cierto en este punto se analiza la ineptitud respecto a los representantes de la sucesión del presunto titular de la relación o situación jurídica material a discutir deberá tomarse como cumplido el requisito de la legislación contradicción respecto de éste presunto titular ya fallecido, es decir, éste deberá haber sido un sujeto idóneo para encontrarse en la situación que daba origen a esa relación o situación y que además, en la demanda que se formule se le deben atribuir a él todas las calidades, condiciones y circunstancias necesarias para que parezca que efectivamente se encontró en tal situación y por lo mismo, parezca efectivamente titular de la relación o situación jurídica.

Sea cual fuere la forma en que se haga el reclamo, lo cierto es que el presunto titular activo o pasivo de esa relación o situación ya no existe, y por lo tanto, carece de personalidad; pero a pesar de ello, el reclamo siempre se formula, y esto es correcto porque sino existiría una burla al derecho.

Ahora bien, la razón por la cual ante una de estas situaciones la demanda es formulada, bien por o contra la sucesión representada por el o los individuos que ténganla calidad de representación de la sucesión – que a nuestro criterio es lo más correcto -, o bien, por o contra este o estos individuos como representantes de dicha sucesión – como también se acostumbra en nuestro medio -, es porque al fallecer una persona el individuo o los individuos a quien o a quienes se confiera la representación de la sucesión, son considerados continuadores de la personalidad del causante.

En el caso de que sean varios los que representen la sucesión, específicamente cuando son varios herederos declarados, hay que indicar que todos ellos, en conjunto, representan a la sucesión (art. 1193 C. C.), y, como consecuencia, todos en conjunto son continuadores de la personalidad del causante.

De lo anterior se colige que si se va a discutir la existencia de alguna relación o situación jurídica material en la que el presunto titular activo o pasivo ha fallecido, es necesario que en el proceso que se inicie con tal fin, la correspondiente posición que dentro de él hubiera ocupado el presunto titular de haber estado vivo, sea integrada por todos los representantes de la sucesión; esto precisamente porque en todos ellos, conformando una unidad, es que se verá proyectada la personalidad del causante, y si en dado caso, el extremo no está integrado por todos los representantes de la sucesión existirá un defecto en la integración de esa personalidad, y, en consecuencia, la no completa y correcta integración de uno de los extremos de la relación jurídica procesal, lo cual implica que esta relación no ha sido constituida en forma adecuada, configurando éste un caso de ineptitud.

En el proceso también será necesario acreditar que los individuos que se mencionan como representantes de la sucesión efectivamente tienen tal calidad y, en este punto, se podría aplicar lo prescrito por el art. 1274 Pr. C. Se podría aplicar lo prescrito por el art. 1274 Pr. C. Ya que este caso puede quedar perfectamente comprendido él. (1)
__________________
(1) Por ejemplos y por el artículo que la disposición mencionada se citan, se interpreta que su contenido se aplica a casos de representación convencional y legal que dentro del ámbito procesal un individuo puede ejercer respecto de sujetos de derecho, sean estos personas naturales o jurídicas, pudiendo hacerse extensivo a la representación que se ejerce respecto de ciertas masas de bienes carentes de personalidad y sometidas a regímenes especiales, como la masa sometida a concurso, quiebra o curaduría, la sucesión y la herencia yacente, e incluso a los casos que en doctrinas son reunidos bajo el nombre de sustitución procesal.

Es el resultado de la prueba de la calidad de herederos que puede determinarse si se ha integrado o no se ha integrado completamente alguno de los extremos de la relación jurídico procesal.

Es necesario señalar que la situación de la no completa integración de alguna de las partes procésales debe ser analizada separadamente según se trate de la parte actora o de la parte demandada.

Analizaremos primero el caso de la parte demandada, que es el más común.

Siempre aplicando lo preceptuado en el art. 1274 Pr. C. Si se formula una demanda contra la sucesión de una persona fallecida, la cual es representada, según se manifiesta en la misma demanda, por varios individuos que en ella se mencionan, o bien contra estos individuos como representantes de la sucesión, por afirmarse que el causante se encontraba en la situación prevista por la norma para ser el titular pasivo de la relación o situación jurídica material que encierra, estos individuos, al contestar la demanda, pueden presentar la certificación de la declaratoria de herederos, que es el documento con el cual se acredita tal calidad; si no la presentaren, no por eso dejará de aceptarse su gestión y será el actor el obligado a probar tal carácter, o bien, el juez podrá requerir a los demandados que la acrediten, conforme queda establecido en el inc. 2º del mencionado artículo.

Si no se acreditare la personería de los herederos, entonces sería un caso de nulidad.

Si se presenta prueba instrumental y de la misma resulta que los individuos mencionados en la demanda como herederos y representantes de la sucesión, no tienen tal calidad porque es otro o son otros sus titulares, o bien, que faltó mencionar a alguno y así fue seguido el proceso, se comprueba con certeza la no correcta integración de la parte y por ende la ineptitud en el proceso.

Ejemplo:

Un juicio de reconocimiento de hijo natural promovido contra la sucesión del presunto padre natural, de la cual se afirma son sus representantes tres personas como herederas declaradas de éste presunto padre natural; pero resulta que dichas personas habían cedido sus derechos a la sucesión, habiendo sido declarado heredero el cesionario.

Es decir que para poder hacer una declaración sobre la ineptitud en este tipo de situaciones, el juez necesariamente debe tener un documento que determine con seguridad que no ha sido integrada correctamente la parte; sin ese documento probatorio el juez no podría hacer un pronunciamiento en tal sentido.

Pero entre las sentencias recopiladas hemos encontrado algunas que resuelven casos en los que el presunto titular pasivo de la relación o situación jurídica material ha fallecido y la demanda ha sido entablada contra los que se afirma son representantes de la sucesión, y en las cuales se ha declarado que existe ineptitud tanto para cuando hay falta de prueba de tal calidad, como para cuando de la prueba resulta que los mencionados titulares de tal calidad no lo son.

También hemos encontrado pronunciamientos en los que se ha sostenido que no es necesario que sean colocados en la posición de parte todos los representantes de la sucesión, que son sólo uno de ellos basta para que se entienda integrada la parte.

Ahora, respecto de la parte actora, la situación estudiada es más difícil que se dé, pero no por ello imposible.

Esto puede ser debido a que conforme al art. 1274 Pr. C. Los representantes de la sucesión al formular la demanda deben presentar junto con ella el documento mediante el cual acreditan tal calidad.

De manera que, será obligación del juez al inicio del proceso, cerciorarse de que quienes proponen la demanda efectivamente sean los representantes de la sucesión y que todos los que conforme al documento presentado ostentan tal calidad, son los que la han formulado.

Pudiera darse el caso que caso que por alguna circunstancia alguno de los representantes no desee concurrir junto al resto a integrar la personería del causante para promover un juicio.
El art. 1193 C. C, expresa que cuando hubieren dos o más herederos, todos ellos obrarán de consuno, y que en caso de discordia decidirá el juez. De ello podemos interpretar que si en un caso es necesario formular una demanda y uno de los representantes de la sucesión no quiere comparecer a integrar la personalidad del causante, la solución podría ser que los otros comparecieran ante el juez y le expusieran la situación y que éste los autorizara a actuar sin el que se encuentra en desacuerdo con ellos (1).

Suponiendo que existen varios herederos declarados por lo cual, todos en conjunto tienen el carácter de representante de la sucesión, y que todos a excepción de uno formulan la demanda, y tal circunstancia es determinada con el mismo documento con el que se prueba la personería de los que han demandado, al aparecer en él que hay un sujeto más que tiene el carácter de representante, o bien, si durante el tramite del proceso, se prueba que al ser propuesta, que también tenía tal calidad, cuya declaratoria de heredero no constaba en el mismo documento que se presentó con la demanda, y quien no ha comparecido a su formulación, puede decirse que el extremo activo de la relación jurídico procesal no ha sido completamente integrado, circunstancia que configura un caso de ineptitud.
_____________________
(1) Sería una solución parecida a la que el legislador brinda cuando el padre de un menor se niega a representarlo en juicio (art. 138 Pr. C.)

Si se diere una situación de discordia entre los representantes de la sucesión, y no se pidiera la autorización judicial para integrar la personalidad del causante con los que estén de acuerdo, y se demandare, puede también existir ineptitud.

7. CASO DE EXCEPCIÓN: EL JUICIO EJECUTIVO

El juicio ejecutivo tiene un carácter muy especial que lo diferencia de los demás juicios.

En él un acreedor exige a su deudor el cumplimiento de una obligación cuya existencia consta previa e indubitablemente en un documento que tiene fuerza ejecutiva y que básicamente sirve de fundamento al reclamo.
Tradicionalmente y por regla general se ha dicho que para entablar este juicio son necesarios los siguientes requisitos:

a) Título Ejecutivo

b) Que el actor sea portador legítimo de dicho título, esto es, que el actor sea el titular actual del crédito.

c) Que el demandado sea que resulte obligado.

d) Que la obligación sea actualmente exigible y líquida.

Lo que es muy singular en este tipo de proceso es que el actor debe presentar junto con la demanda un documento que conforma a la ley traiga aparejada ejecución, el cual sirve para probar desde el principio del proceso la existencia de la obligación y la identificación, tanto de la persona titular del derecho, como la de la obligación, quienes necesariamente deberán ser los mismos sujetos que en la demanda aparezcan como ejecutante y ejecutado respectivamente.

De tal manera que, desde el inicio del proceso deberá estar comprobada la existencia del vínculo obligacional y la legitima ad causam de cada uno de los sujetos que, conforme a la demanda, van a ocupar los extremos de la relación jurídico procesal.

En cuanto al carácter líquido de la obligación, el mismo puede ser apreciado del documento que contiene el acto jurídico que le da nacimiento. (1)

Ahora bien, el acto en la demanda deberá determinar lo que se le debe (Art. 193 No 3 Pr. C.), lo cual deberá estar dentro de los márgenes señalados en el documento.

En cuanto a la exigibilidad y falta de cumplimiento de esa obligación, éstas deberán ser afirmadas por el actor en la demanda, siendo necesario que esta aseveración sea también creíble conforme al contenido del documento que se presenta.
_____________________
(1) Hay que señalar que por regla general en estos juicios se reclaman deudas de carácter líquido, pero también el legislador ha dispuesto que puede reclamarse, mediante un trámite ejecutivo especial, el cumplimiento de obligaciones que no tienen tal carácter; nos referimos a los casos de juicios ejecutivos singulares en los que puede ser reclamado el cumplimiento de deudas genéricas, obligaciones de hacer y otras (Ver capítulo V I I del Título III del Libro I I del Código de Procedimientos Civiles)

Es importante se señalar que en este proceso se presume, en principio, la pureza y autenticidad del documento base de la acción y la validez jurídica del acto que contiene, así como también se presume como verdadera la mora afirmada en la demanda y que la cantidad exigida en ella es lo que legítimamente se debe, siempre y cuando tales aspectos se muestren aceptables, siendo todo ello, en principio, suficiente para que el juez despache la ejecución; salvo por supuesto, que el demandado durante el término probatorio desvirtúe alguna de estas circunstancias .

Así pues, cuando se está en presencia de una demanda ejecutiva, el juez, limine litis, deberá calificar si el documento que la acompaña reúne las condiciones para que sea catalogado como instrumento que trae aparejada ejecución y determinar, de conformidad al contenido de dicho documento y a lo expuesto en la demanda, si se ha cumplido con los demás requisitos, para considerar que es factible la vía ejecutiva.

En caso afirmativo, el juez procederá conforme a lo ordenado en los arts. 594 y siguientes Pr. C. Hasta llegar a la sentencia en la que finalmente declara si procede o no la ejecución (art. 597 Pr. C.)

Pero alguna circunstancia, del estudio que hace el juez de la demanda y del documento presentado, resultare la falta de alguna de aquellas condiciones, como sería que el actor no sea el portador legítimo del título o que el demandado no sea el obligado, que el documento mismo carezca de fuerza ejecutiva, o que la obligación no sea líquida o exigible aún, no se ha mostrado al juzgador las circunstancias previstas por el legislador para formular ese reclamo, y por lo tanto, el juez deberá resolver en ese mismo momento que no procede la vía ejecutiva por la razón que corresponda.

Conforme a lo anterior, quiere decir que, en el juicio ejecutivo no puede hablarse de una titularidad simplemente afirmada de la relación o situación jurídica material, ya que en él, necesariamente desde un principio deben estar comprobadas, por lo menos, la legitimación ad causam en los sujetos que ocuparán la posiciones antagónicas del proceso y el vínculo obligacional entre dichos sujetos, los cuales son factores que conforman la situación jurídica material que se discute en un juicio de este tipo.

Hay que señalar que, si bien es cierto, para la tramitación de este juicio, desde su inicio se debe contar con la presencia y evaluación jurídica favorable de la fuerza ejecutiva del documento en que se basa la acción, así como también realizar en ese mismo momento, conforme al contenido del mencionado documento probatorio, un estudio de fondo de los conceptos vertidos en la demanda para comprobar que se ha cumplido con los requisitos para proceder conforme a los artículos 594 y siguientes Pr. C. Puede ocurrir que durante la tramitación del juicio alguna de dichas condiciones resulte desvirtuada por una defensa efectiva del demandado.

Así pues, existen casos en los que resulta una falta de legitimación ad causam en alguna de las partes, como cuando el demandado alega y prueba que él no resulta obligado en razón del título, ya que su mandatario, al contraer los límites del mandato que le confirió (1); o bien, puede alegar y probar que no se encuentra en mora porque pagó la obligación en el tiempo oportuno; incluso podría atacar la validez del documento base o del acto que contiene.

En todo caso, sea que la falta de alguno de los requisitos para proceder en vía ejecutiva pueda ser detectada desde el inicio del proceso y el juez no la determinó y dio inicio al trámite de los arts, 594 y siguientes Pr, C. A si dicha falta fue detectada o salió a luz durante el trámite, en este tipo de procesos el juez está limitado a declarar en la sentencia que no ha lugar a la ejecución y nada más. (Art. 597 Pr. C.)
______________________
(1) Sentencia pronunciada por la Cámara Segunda de lo Civil de la Primera Sección del Centro, a las nueve horas del día catorce de julio de mil noveientos setenta y ocho (Tesis de Graduación del Bachiller JOSE RAUL ROSALES PEREZ. Facultad de Jurisprudencia y Ciencias Sociales, Universidad Doctor José Matías Delgado. Sentencia No Veinte)

Es por ello que la jurisprudencia en ocasiones ha determinado que en el juicio ejecutivo no puede declararse la ineptitud de la demanda (1), aunque en otras sentencias si ha sido declarada (2).

A nuestro parecer, cuando no se cumplió con alguno de los requisitos para proceder por la vía ejecutiva, ya sea que tal omisión sea detectada desde el inicio del proceso o sea determinada durante el trámite, el juez, en el primer caso, deberá declarar que no procede la vía ejecutiva, y, en el segundo, declarar sin lugar la ejecución, pero nunca declarar la ineptitud de la demanda, ya que en estos procesos de carácter tan especial, el juez lo único que debe calificar en base a los elementos que le aporten las partes es si realmente procede o no esa vía, y no hacer otro tipo de consideración, resulte lo que resulte de ese proceso.
___________________________
(1) Sentencia pronunciada por Cámara Segunda de lo Civil de la Primera Sección del Centro a las doce horas y cinco minutos del día once de junio de mil novecientos setenta y cinco (Tesis de Graduación del Bachiller CARLOS QUINTANILLA SCHMIDT. FaculTad de Jurisprudencia y Ciencias Sociales, Universidad Doctor José Matías Delgado. Páginas 52 y 53)
(2) Sentencia pronunciada por Cámara de Segunda Instancia de la Primera Sección del Centro, a las once de la mañana del día veintidós de julio de mil novecientos veinte (R. J. 1920, páginas 357 a 359)
Sentencia pronunciada por Cámara de segunda Instancia de la Primera Sección del Centro a las once horas del día doce de septiembre de mil novecientos veinticuatro (R. J. 1924, páginas 460 a 464)
Sentencia pronunciada por la Cámara de Segunda Instancia de la Primera Sección del Centro a las once horas del día nueve de mayo de mil novecientos veintisiete (R. J. 1927, páginas 145 a 147)
Sentencia pronunciada por Cámara de Tercera Instancia de lo Civil a las once horas del día veintitrés de Junio de mil novecientos cincuenta y uno. (R. J. 1951, páginas 667 a 675)
CONCLUSIONES

LA LEGITIMA CONTRADICCIÓN EN UN PROCESO

Cuando se esta en presencia de un proceso específico, en el cual se va a discutir la existencia de determinada relación o situación jurídica material, va a ser necesario que las partes que figuren en ese proceso tengan una cualidad o característica material, va a ser necesario que las partes que figuren en ese proceso tengan una cualidad o característica especial: ser individuos aptos para discutir la existencia de esa relación.

Esto ocurre cuando las partes se muestran como posibles titulares activo y pasivo de dicha relación o situación; si cuando de conformidad al caso deban ser varios los titulares activos o pasivos de ella, se muestran como posibles titulares tantos individuos como lo dispone el caso; cuando al existir efectivamente litis-consorcio necesario, figuran conformando la parte todos los individuos que lo integran, sin omitir a ninguno; y cuando los sujetos de quienes se afirma son continuadores de la personalidad del presunto titular ya fallecido, efectivamente lo son y figuran conformando el extremo correspondiente de la relación jurídico procesal.

A esta aptitud que permite a uno o varios individuos discutir la existencia de determinada relación o situación jurídica material, ya sea como posibles titulares de ella o como continuadores de la personalidad del presunto y posible titular ya fallecido, la podríamos denominar LEGITIMA CONTRADICCIÓN, puesto que es ella la que precisamente legítima o autoriza a dichos sujetos para discutir su existencia. (1)

LA INEPTITUD DE LA DEMANDA

Tradicionalmente en nuestro sistema jurisdiccional bajo los hombres ineptitud de la demanda e ineptitud de la acción se suele identificar la existencia en un proceso de determinadas situaciones que traen como consecuencia la imposibilidad de emitir una sentencia de fondo satisfaciendo la pretensión, y, por consiguiente, la ineficacia de dicho proceso.

A lo largo del estudio que hemos realizado se ha podido observar que bajo tales denominaciones también han sido incluidas situaciones que constituyen casos de falta en concreto de alguna de las condiciones de la sentencia de fondo favorable, las cuales, en nuestra opinión, no pueden quedar comprendidas entre las circunstancias que provocan la ineficacia de un proceso, ya que en ellas el juez emite una sentencia de fondo sólo que desfavorable, y en tal virtud, ha existido satisfacer de la pretensión en el sentido antes mencionado, y por lo tanto, el proceso ha sido eficaz.
____________
(1) es una acepción más amplia que la desarrollada en el Capítulo III como se puede apreciar, ya que en ella se incluye además la aptitud de los continuadores de la personalidad del presunto y posible titular de la relación que ha fallecido, y la de los litiscon-sortes por haberse integrado completamente la parte. 

La ineptitud constituye una de las múltiples causas que pueden provocar la ineficacia en un proceso, y ésta última en el caso específico de la ineptitud, puede producirse al acaecer cualquiera de las siguientes situaciones:

a) Cuando no existe legítima contradicción ya sea porque las partes no fueron conformadas como legítimas contradictores (1); porque era imposible que fueran conformadas como tales por no ser sujetos idóneos para ello (2) o porque no existiendo fundamento legal para el reclamo es imposible la existencia de la legítima contradicción (3).

b) Cuando no se conformó en debida forma la legítima contradicción al no haberse integrado correctamente alguna o ambas posiciones antagónicas del proceso (1)
____________
(1) Al no atribuir a una o a ambas partes las calidades, condiciones y circunstancias exactas para ser titulares activos o pasivos de la relación o situación jurídica material cuya existencia se discute en el proceso, es decir, cuando no son colocados en la situación prevista por la norma para hacer el reclamo.
(2) Se trata de individuos que no pueden ser receptores de los conceptos vertidos en la norma y por lo tanto no existe posibilidad alguna de que puedan encontrarse efectivamente en la situación prevista en esa norma.
(3) Es lógico, si no existe norma que dé base al reclamo que se hace, no puede existir legítima contradicción. Este último es un concepto que se deriva de una Norma de derecho material, es pues, un concepto extraprocesal.

Conforme a lo anterior, la ineptitud es un defecto que se origina en la falta de legítima contradicción en una o ambas partes del proceso, la cual afecta la eficacia misma de éste último, al no poder emitir el órgano de la jurisdicción una sentencia de fondo que satisfaga la pretensión en sentido alguno, pronunciándose en su lugar una sentencia de carácter especial en la que simplemente se declarará la existencia de esta irregularidad que impide entrar a conocer sobre la procedencia o improcedencia de lo que reclama el actor, sin absolver al demandado.
____________
(1) Esto a su vez puede ocurrir en dos tipos de situaciones:
a) Cuando de conformidad al caso expuesto existiría un litis-consorcio necesario y la parte no es integrada por todos los individuos que estarían llamados a conformarla como posibles titulares de la relación jurídica material que se discute, o cuando el trámite resulta que existe litis-consorcio necesario y la parte no fue integrada completamente.
b) Cuando habiendo fallecido el presunto y posible titular activo o pasivo de la relación jurídico material a discutir, no figuran conformando la parte el o los individuos que, como representantes de la sucesión son los continuadores de la personalidad del presunto titular de la relación sea que siendo varios los continuadores del presunto titular ya fallecido, no todos figuran componiendo la parte, o bien, cuando el o los individuos a los que se les atribuye tal calidad en realidad no la tienen.

Entonces, el germen de la ineptitud se encuentra en el presupuesto procesal parte (1), reflejándose su existencia en la demanda que da inicio al proceso.

Ahora bien, hay que recordar que el órgano de la jurisdicción, las partes y la demanda - recipiente de la pretensión - conforman la base primaria sobre la que descansa el edificio procesal, es decir, son los elementos de constitución básica de todo proceso, las piedras angulares sobre las que éste descansa; y si la ineptitud se origina por efecto en uno de estos elementos, al carecer una o ambas partes de aptitud para discutir la relación jurídica material que en un proceso determinado va a ser tratada, la LEGITIMA CONTRADICCIÓN, que es precisamente esta aptitud, viene a constituir una circunstancia adicional que incide en la base de un proceso específico y determinado, cuya omisión, si bien es cierto, no implica la falta de uno de los elementos que conforman esa base, sí determina un defecto en ella al no ser idóneo o idóneos uno o ambos componentes del elemento partes para discutir la existencia de la relación o situación jurídica material que en él se trate, y el cual se proyecta en la demanda con la que se da principio al proceso.
____________
(1) Sujeto o sujetos con capacidad genérica para ocupar alguna de las posiciones antágonicas de un proceso cualquiera.

LA INEPTITUD NO ES UNA VERDADERA EXCEPCIÓN

Para explicar la anterior aseveración es necesario determinar en la medida de lo posible cuál es el verdadero concepto de excepción.

El tema de la excepción actualmente es uno de los más evolucionados en el Derecho Procesal Moderno; su estudio total implica un largo y delicado trabajo al cual no podemos dedicarnos aquí, por lo que únicamente mencionaremos algunas de sus nociones básicas, específicamente las que sean suficientes para demostrar que la ineptitud no constituye una verdadera excepción.
En principio puede entenderse por excepción cualquiera enfrentamiento que ante la pretensión del actor realiza el demandado (1), ya sea denunciado algún defecto en la constitución de la relación jurídico procesal o una circunstancia que afecte su feliz desarrollo y finalización (2), o bien, atacando el derecho que el actor afirma tener (3).
____________
(1) NUEVA ENCICLOPEDIA JURÍDICA. Tomo IX. Francisco Seix Editor. Barcelona 1958, página 193.
(2) Falta de presupuestos procésales o defecto en alguno de ellos o en la demanda; falta de algún acto condición.
(3) El demandado puede atacar el derecho afirmado de varias formas que pueden consistir en la simple negación del derecho, alegar hechos extintos y obstativos, o hacer uso de hechos excluyentes del derecho del actor (PRIETO-CASTRO, L. DERECHO PROCESAL CIVIL. Primera Parte. Editorial Revista de DereCho Privado Madrid, 1964. Página 337)

En este concepto quedan comprendidas una multiplicidad de figuras que tienen caracteres muy diferentes entre sí según sea la circunstancia en que se base el enfrentamiento, oportunidad en que se realice y efectos, siendo por ello un significado amplísimo.

Sin embargo, existe un significado más restringido conforme al cual se entiende por excepción únicamente aquellos enfrentamientos que constituyen verdaderas defensas del demandado ante la pretensión del actor, las cuales se basan en circunstancias que el juez no podría considerar si el demandado no las hace valer, y aquí se habla de excepción en sentido propio.

Podríamos agregar que en el afán de determinar la verdadera esencia de la excepción, mucho ha contribuido la distinción que en doctrina se hace entre excepción y presupuestos procesales (1).

Con base a lo anterior, y sin hacer mayor profundización en el tema, podemos afirmar que la ineptitud no constituye una excepción en sentido propio puesto que es un defecto puesto que es un defecto en la constitución básica del proceso cuya denuncia no da exclusivamente al poder dispositivo del demandado, ya que el juez, de oficio, puede ponerla en relieve.

En este punto es oportuno hacer una observación: si leemos el art. 439 Pr. C., que es el único que menciona a la ineptitud, podemos apreciar que el legislador no la coloca como una excepción, sino que la sitúa en un plano diferente a ésta, pues en la parte pertinente dice:
“si de la causa aparece que una de las partes no sólo no probó su acción o excepción, sino que obró de malicia o que aquélla es inepta, será además condenado en daños y perjuicios”:
____________
(1) Couture, Eduardo J. FUNDAMENTOS DEL DERECHO PROCESAL CIVIL. Tercera Edición (Póstuma) Ediciones Depalma. Buenos Aires, 1977. Página 93

Sin embargo hay que indicar que a pesar de los avances de la doctrina del Derecho Procesal Civil en este punto, en nuestro medio aún no se ha generalizado la concepción verdadera o propia de la excepción y se utiliza el vocablo en su significado amplio, contribuyendo a esta situación la actual regulación sobre la excepción, la cual no responde a los lineamientos de este concepto.

La ineptitud es un fenómeno con características de las excepciones, pero en esencia no se parece a ellas.

La ineptitud es una de las diversas formas en las que puede manifestarse la ineficacia en un proceso al existir un defecto en uno de los elementos que constituyen su base.

DENOMINACION DE LA FIGURA 

A continuación haremos unas observaciones sobre las denominaciones con las cuales se ha acostumbrado a identificar este fenómeno.

Respecto al término INEPTITUD DE LA ACCION indicaremos que definitivamente no es adecuado ya que la acción es un derecho conferido a todo sujeto de derecho para pedir al Estado el desarrollo de la actividad jurisdiccional, y en tal sentido, su aptitud es apreciada desde el momento en que su titular, al hacer uso de ella, logra poner al final del proceso el individuo que ha accionado no logre obtener una sentencia que satisfaga su pretensión en un sentido favorable a sus intereses, e incluso, cuando lo que se emita sea una sentencia que no satisface en sentido alguno dicha pretensión, nada tiene que ver con la aptitud de la acción, ya que esta, desde el momento en que fue ejercitada y logró excitar la actividad jurisdiccional ha logrado el fin para el cual fue creada.

Igual razonamiento puede hacerse con relación al término INEFICACIA DE LA ACCION que en algunas ocasiones también ha sido utilizado para designa a este fenómeno.

En cuanto a la expresión INEPTITUD DE LA DEMANDA, que es la que más se ha popularizado, podríamos decir que tampoco resulta ser la más correcta, siempre y cuando se conciba a la demanda como el acto mediante el cual un sujeto ejerce el derecho de acción y solicita el inicio y tramitación de un proceso, ya que en la figura que hemos estudiado se puede apreciar que, a pesar del defecto, el proceso nace, y no solo eso, se desarrolla y hasta finaliza; es decir que la demanda en el sentido antes mencionado, ha sido apta.

Similar crítica puede aplicarse a la expresión INEFICACIA DE LA DEMANDA.

Ahora bien, las críticas a estas dos últimas denominaciones del fenómeno que tratamos en esta tesis, están basadas en el concepto de la demanda como acto típico de iniciación del proceso, concepción que se basa atendiendo su fin inmediato; pero si analizamos la demanda vinculada al proceso y a la finalidad de este, y además, como recipiente de la pretensión, podremos observar en ella un fin mediato, cual es también la satisfacción de la pretensión en ella contenida, y como se habrá podido observar, en los casos de ineptitud es precisamente esto lo que no puede lograrse.

En este sentido, si puede aceptarse las denominaciones INEPTITUD DE LA DEMANDA e INEFICACIA DE LA DEMANDA, aunque siempre hay que tener en cuenta que en tales casos el proceso no logra cumplir con el fin primordial para el cual fue creado, es él el que resulta, después de todo, ineficaz por existir una constitución básica defectuosa, irregularidad que se proyecta en la demanda; siendo por ello que podría afirmarse que al ser ineficaz el proceso, resulta también ser ineficaz o inepta la demanda que le dio inicio.

CONSECUENCIAS DE LA DECLARATORIA DE INEPTITUD

La declaratoria de ineptitud en un proceso acarrea dos tipos de consecuencias: unas de carácter jurídico y otras de carácter económico.

A las primeras ya nos hemos referido durante el desarrollo de este trabajo: la ineptitud es una de las formas en que se manifiesta la ineficacia de un proceso al impedir su acaecimiento el pronunciamiento de una sentencia que satisfaga la pretensión por existir un defecto en la base misma de ese proceso; por consiguiente, al no emitirse un fallo que satisfaga en sentido alguno la pretensión (1), no puede haber absolución del demandado, así como tampoco cosa juzgada; todo lo cual implica que en el mundo de los derechos individuales no operaría cambio alguno a raíz de este reclamo, es como si no hubiera sido formulado.

Por su parte, las consecuencias de carácter económico consisten en condenas pecuniarias. Así lo dispone el art. 439 Pr. C. al expresar que si la acción es inepta, el acreedor además de ser condenado al pago de costas procesales, será condenado al pago de daños y perjuicios que pudiere haber ocasionado al demandado con ese reclamo irregular y fracasado desde su nacimiento.
____________
(1) Sentencia de fondo en la que existe juzgamiento acerca de la existencia o no existencia del supuesto derecho que sobre el demandado se autoatribuye el actor.

Estas condenas pecuniarias nos parecen correctas puesto que se ha hecho incurrir en gastos al demandado al haberlo hecho intervenir en un proceso que no condujo a nada, pudiendo además haber causado algún daño en sus intereses por ese reclamo defectuoso, y hasta a veces absurdo, en el cual podría presumirse que ha existido ignorancia inexcusable de ley o un descuido por parte del actor y es probable que hasta malicia, lo cual es sancionado por el derecho (Arts. 7, 8 y 750 C.C.)

RECOMENDACIÓN LEGISLATIVA

Actualmente en nuestro sistema jurídico no existe una idea uniforme sobre la ineptitud de la demanda, el concepto flota en este ámbito sin tener una unificada y sólida configuración debido a que no hay regulación que la delimite.

Es necesario terminar con la incertidumbre que rodea a esta figura; depurar ordenar y unificar las ideas existentes sobre ella; determinar en la medida de lo posible cuales son las verdaderas situaciones en las que puede acaecer; así como también la forma y el momento oportuno para denunciar y pronunciarse sobre su existencia; y formular una regulación adecuada tocando estos aspectos, los cuales han sido tratados en el desarrollo de este trabajo.

Un aspecto muy importante y que también debe ser tratado es la posibilidad de que el pronunciamiento sobre la existencia de la ineptitud pueda hacerse límine litis, o en general, en el momento en que es detectada, sin necesidad de llegar a declarar su existencia hasta la sentencia definitiva, para evitar continuar el desarrollo de un proceso estando concientes que de todos modos está destinado al fracaso.
___________________________

BIBLIOGRAFÍA

1. Alsina, Hugo. TRATADO TEORICO PRACTICO DE DERECHO PROCESAL CIVIL Y COMERCIAL. Segunda Edición. Editorial Ediar Soc. Anon. Editores. Buenos Aires, 1963.

2. Cabanellas, GUILLERMO. DICCIONARIO DE DERECHO USUAL. Ediciones Acayú. Buenos Aires, 1953

3. Calamandrei, Piero. INSTITUCIONES DERECHO PROCESAL CIVIL. Traducción de la Primera Edición Italiana por Santiago Sentis Melendo. Ediciones Jurídicas Europa-América. Buenos Aires, 1986.

4. Carnelutti, Francesco. INSTITUCIONES DEL PROCESO CIVIL. Quinta Edición. Ediciones Jurídicas Europa-América. Buenos Aires, 1973.

5. Carnelutti, Francisco. SISTEMA DE DERECHO PROCESAL CIVIL. Traducción de Niceto Alcalá-Zamora y Castillo y Santiago Sentís Melendo. UTEHA (Unión Tipográfica Editorial Hispano Americana). Argentina, 1944.

6. Castaneda Soto, José Néstor Mauricio. TESIS PROFESIONAL: COMENTARIO JURIDICO DE VEINTIDOS SENTENCIAS DE LA CAMARA DE SEGUNDA INSTANCIA DE LO CIVIL DE LA PRIMERA SECCION DE SEGUNDA INSTANCIA DE LO CIVIL DE LA PRIMERA SECCION DEL CENTRO, AÑO 1956; OCHO SENTENCIAS DE LA CAMARA DE LO CIVIL DE LA PRIMERA SECCION DEL CENTRO, AÑO 1958. Facultad de Jurisprudencia y Ciencias Sociales, Universidad Doctor José Matías Delgado.

7. Chávez de Borjas, Gladis Marina. TESIS PROFESIONAL: RECOPILACION Y ANALISIS CRITICO JURIDICO DE CINCUENTA Y DOS SENTENCIAS PRONUNCIADAS EN MATERIA CIVIL, POR LA CAMARA DE LO CIVIL DE LA PRIMERA SECCION DEL CENTRO EN LOS AÑOS 1963 Y 1964. Facultad de Jurisprudencia y Ciencias Sociales, Universidad Doctor José Matías Delgado.

8. Chiovenda, Giuseppe. INSTITUCIONES DEL DERECHO PROCESAL CIVIL. Traducción del Italiano por E. Gómez Orbaneja. Cárdenas Editor y Distribuidor, México, 1989.

9. Chiovenda, José. PRINCIPIOS DE DERECHO PROCESAL CIVIL. Traducción Española de la Tercera Edición. Instituto Editorial Reus. Madrid. 1977.

10. Couture, Eduardo J. FUNDAMENTOS DEL DERECHO PROCESAL CIVIL. Tercera Edición (Póstuma). Ediciones Depalma. Buenos Aires, 1977.

11. Denis Molina, José Mario. TESIS PROFESIONAL: RECOPILACION Y ANALISIS CRITICO EN CINCUENTA Y OCHO SENTENCIAS PRONUNCIADAS E MATERIA CIVIL POR LA CAMARA PRIMERA DE LO CIVIL EN LOS AÑOS 1980 y 1982, y POR LA CAMARA SEGUNDA DE LO CIVIL EN LOS AÑOS 1980, 1981 y 1982, AMBAS DE LA PRIMERA SECCION DEL CENTRO. Facultad de Jurisprudencia y Ciencias Sociales, Universidad Doctor José Matías Delgado.

12. Gómez Castro, Angel. INDICE DE LA JURISPRUDENCIA CIVIL SALVADOREÑA DESDE 1901 HASTA 1932. Tipografía Comercial de Nicolás Cabezas Duarte. Santa Ana.

13. Góchez Castro. Angel. INDICE DE LA JURISPRUDENCIA CIVIL SALVADOREÑA DESDE 1933 HASTA 1950. Tipografía Comercial N. Cabezas Duarte e Hijos. Santa Ana.

14. González Pérez, Jesús. DERECHO PROCESAL ADMINISTRATIVO. Segunda Edición. Instituto de Estudios Políticos. Madrid, 1963.

15. Guasp, Jaime. DERECHO PROCESAL CIVIL. Tercera Edición Corregida. Instituto de Estudios Políticos. Madrid, 1968.

16. Liebman, Enrico Tullio. MANUAL DE DERECHO PROCESAL CIVIL. Traducción de Santiago Sentis Melendo. Ediciones Jurídicas Europa-America. Buenos Aires, 1980.

17. Lacayo Meyer, José Oscar. TESIS PROFESIONAL: COMENTARIOS JURIDICOS DE LAS SENTENCIAS CIVILES PRONUNCIADAS POR LA HONORABLE CAMARA DE SEDUNDA INSTANCIA DE LO CIVIL DE LA PRIMERA SECCION DEL CENTRO DURANTE LOS AÑOS DE 1950 y 1951. Facultad de Jurisprudencia y Ciencias Sociales, Universidad Doctor José Matías Delgado.

18. Molina Linares, Renato Oswaldo. TESIS PROFESIONAL: COMENTARIO JURIDICO DE VEINTIDOS SENTENCIAS DE LA CAMARA DE SEGUNDA INSTANCIA DE LO CIVIL DE LA PRIMERA SECCION DEL CENTRO, AÑO 1952; VEINTIUNA SENTENCIA DE LA CAMARA DE SEGUNDA INSTANCIA DE LO CIVIL DE LA PRIMERA SECCION DEL CENTRO, AÑO 1956; OCHO SENTENCIAS DE LA CAMARA DE LO CIVIL DE LA PRIMERA SECCION DEL CENTRO, AÑO 1958. Facultad de Jurisprudencia y Ciencias Sociales, Universidad Doctor José Matías Delgado.

19. Montoya Cruz, Lucía Concepción. TESIS PROFESIONAL: COMENTARIOS JURIDICOS DE CINCUENTA SENTENCIAS EN MATERIA CIVIL PRONUNCIADAS POR LA CAMARA DE LO CIVIL DE LA PRIMERA SECCION DE ORIENTE, COMPRENDIDAS DEL VEINTIDOS DE FEBRERO DE 1980 AL QUINCE DE NOVIEMBRE DE 1983. Facultad de Jurisprudencia y Ciencias Sociales Universidad Doctor José Matías Delgado.

20. NUEVA ENCICLOPEDIA JURIDICA. Francisco Seix Editor. Barcelona, 1950.

21. Pallares, Eduardo. DERECHO PROCESAL CIVIL. Séptima Edición. Editorial Porrúa, S.A. México, 1978.

22. Pallares, Eduardo. DICCIONARIO DE DERECHO PROCESAL CIVIL. Sexta Edición, Corregida y Aumentada. Editorial Porrúa, S.A. México, 1978.

23. Prieto-Castro Fernandiz, L. DERECHO PROCESAL CIVIL. Editorial Revista de Derecho Privado. Madrid, 1964.

24. Quintanilla Schmidt, Carlos. TESIS PROFESIONAL: COMENTARIOS JURIDICOS CRITICOS DE LAS SENTENCIAS CIVILES DICTADAS POR LAS HONORABLES CAMARAS DE LO CIVIL (HOY PRIMERA DE LO CIVIL) Y SEGUNDA DE LO CIVIL, AMBAS DE LA PRIMERA SECCION DEL CENTRO, DURANTE LOS AÑOS DE 1972 y 1975 RESPECTIVAMENTE. Facultad de Jurisprudencia y Ciencia Sociales, Universidad Doctor José Matías Delgado.

25. Quinteros Marroquín, Rodyn Liberato. TESIS PROFESIONAL: COMENTARIOS JURIDICO-CRITICO DE LAS SENTENCIAS CIVILES VIL Y CAMARA DE LO CIVIL (HOY PRIMERA DE LO CIVIL) DE LA PRIMERA SECCION DEL CENTRO DEL DISTRITO JUDICIAL DE SAN SALVADOR, DURANTE LOS AÑOS DE 1977 y 1964, RESPECTIVAMENTE. Facultad de Jurisprudencia y Ciencias Sociales, Universidad Doctor José Matías Delgado.

26. Rocco, Alfredo. LA SENTENCIA CIVIL. Traducción de Mariano Ovejero, Editorial Stylo. México, D.F.

27. Rocco, Ugo. TRATADO DE DERECHO PROCESAL CIVIL. Traducción de Santiago Sentis Melendo y Mariano Ayerra Redín. 2ª. Reimpresión Inlterada. Editorial Temis, Bogotá y Editorial Depalma, Buenos Aires. 1983.

28. Rodríguez Ruiz, Napoleón, HISTORIA DE LAS INSTITUCIONES JURIDICAS SALVADOREÑAS. Primera Edición. Editorial Ahora.

29. Serarols, José Ernesto. TESIS PROFESIONAL: CUARENTA Y SIETE SENTENCIAS DE LA CAMARA PRIMERA DE LO CIVIL DE LA PRIMERA SECCION DEL CENTRO DEL AÑO 1968, CUATRO SENTENCIAS DE LA CAMARA DE LO CIVIL (HOY PRIMERA DE LO CIVIL) DE LA PRIMERA SECCION DEL CENTRO DEL AÑO 1958. Facultad de Jurisprudencia y Ciencias Sociales, Universidad Doctor José Matías Delgado.

30. Silva, José Carlos. TESIS PROFESIONAL: COMENTARIOS JURIDICOS CRITICOS A LAS SENTENCIAS CIVILES DICTADAS POR LAS HONORABLES CAMARAS DE LO CIVIL (HOY PRIMERA DE LO CIVIL) Y SEGUNDA DE LO CIVIL, AMBAS DE LA PRIMERA SECCION DEL CENTRO; AÑOS 1958 y 1974 RESPECTIVAMENTE. Facultad de Jurisprudencia y Ciencias Sociales, Universidad Doctor José Matías Delgado.

31. REVISTAS JUDICIALES DE LOS AÑOS 1908, 1919, 1920, 1924, 1927, 1928, 1929, 1930, 1933, 1935, 1936, 1937, 1938, 1939, 1940, 1942, 1945, 1947, 1948, 1951, 1952, 1972.
